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PRESENTACIÓN 
 
 
El Departamento de Investigación Parlamentaria, a través del Área de Servicios de 
Investigación y Seguimiento Presupuestal, ha elaborado la presente Nota de Información 
Referencial sobre consulta previa. 
 
Se ha consignado información sobre la legislación vigente en Argentina, Bolivia, Chile, 
Colombia, Ecuador, Paraguay y Venezuela. 
 
Para la elaboración se ha consultado la información disponible en fuentes oficiales sobre 
la materia; cuyas referencias se consignan en el documento. 
 
Esperamos brindar información que contribuya a la labor parlamentaria 
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I. ASPECTOS GENERALES  
 
Según el diccionario panhispánico del español jurídico1 la consulta previa se refiere al 
trámite obligado antes de ejercer acciones de cesación en interés de los consumidores. 
Debe llevarse a cabo por la parte que pretende demandar y antes de hacerlo, salvo que 
hayan transcurrido dos semanas desde que se recibió la petición de consultas sin haber 
obtenido la cesación de la infracción cuestionada. 
 
El Ministerio de Cultura2 señala que la Consulta Previa es un diálogo entre el Estado y los 
pueblos indígenas. Su finalidad es llegar a acuerdos sobre medidas administrativas o 
legislativas que puedan afectar los derechos colectivos de los pueblos. Los acuerdos a 
los que se lleguen en el proceso son de cumplimiento obligatorio para ambas partes. 
 
En el ejercicio de este derecho se busca incorporar sus puntos de vista, opiniones e 
intereses en las medidas estatales que tuvieran relación con sus derechos colectivos. 
 
La Consulta Previa es un mecanismo jurídico crucial en la protección de los derechos de 
los pueblos indígenas con respecto a proyectos o actividades que podrían afectar sus 
territorios y modos de vida. Este derecho se remonta al fortalecimiento de la participación 
indígena en la toma de decisiones que les afectan, como estipulan convenios 
internacionales, particularmente el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) (Chico & Navarrete, 20233; Vargas & Ortiz-Torres, 20194). 
 
El concepto de consulta previa implica la obligación del Estado de llevar a cabo un 
proceso de diálogo y negociación con las comunidades indígenas antes de implementar 
proyectos que puedan impactar su entorno. Por ejemplo, esto incluye proyectos de 
extracción de recursos naturales, infraestructuras y otros desarrollos que afectan sus 
tierras y derechos (Vargas & Ortiz-Torres, 20195; Spoerer, 20196), la consulta debe ser: 
"previa", lo que significa que debe realizarse antes de tomar decisiones definitivas; "libre", 
indicando que debe ser voluntaria y sin coacción e "informada". Ello implica que las 
comunidades deben tener acceso a toda la información relevante que les permita 
comprender las implicaciones del proyecto (Bucetto, 20187; Gasparello, 20208). 

 
1 Diccionario panhispánico del español jurídico https://dpej.rae.es/lema/consulta-previa 
2 Ministerio de Cultura https://consultaprevia.cultura.gob.pe/que-es 
3 Grajales Chico, D., S. & Jacome Navarrete, L.,F. (2023). Los efectos jurídico-vinculantes de la consulta previa sobre proyectos medio 
ambientales. Revista  Científica  de  Estudios  Sociales, 3(2), 89-111. 
https://portalderevistas.uam.edu.ni/index.php/revistaestudiossociales/article/view/68/56 
4 Vargas, S. and Ortiz-Torres, M. (2019). El derecho a la consulta previa a los pueblos indígenas en el sistema interamericano de derechos 
humanos: casos de estudio: Colombia y ecuador. Civilizar, 19(36), 59-76 http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1657-
89532019000100059 
5 Vargas, S. and Ortiz-Torres, M. (2019). El derecho a la consulta previa a los pueblos indígenas en el sistema interamericano de derechos 
humanos: casos de estudio: Colombia y ecuador. Civilizar, 19(36), 59-76. 
http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1657-89532019000100059 
6 Spoerer, M. (2019). Emoción, racionalidad y saberes indígenas en los mecanismos de democracia participativa: el caso de la consulta 
indígena en chile. Desafíos, vol. 31 núm. 2, pp. 267-299. https://www.redalyc.org/journal/3596/359660133009/html/ 
7 Bucetto, M. (2018). El derecho de los pueblos indígenas a la consulta previa, libre e informada, y los principios de progresividad y no 
regresividad. estudio de la aplicación práctica de los estándares fijados por el sistema interamericano de derechos humanos en colombia. 
Lex - Revista De La Facultad De Derecho Y Ciencias Políticas, volumen 16, número 21 https://biblat.unam.mx/es/revista/lex-lima/articulo/el-
derecho-de-los-pueblos-indigenas-a-la-consulta-previa-libre-e-informada-y-los-principios-de-progresividad-y-no-regresividad-estudio-de-la-
aplicacion-practica-de-los-estandares-fijados-por-el-sistema-interamericano-de-derechos-humanos-en-colombia 
88 Gasparello, G. (2020). Megaproyectos a consulta: ¿derechos o simulaciones? experiencias en méxico. Liminar Estudios Sociales Y 
Humanísticos, volumen 18, núm. 2, pp.124-141 https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1665-80272020000200124 
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II. LEGISLACIÓN SUPRANACIONAL 
 
El Convenio N° 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes9. 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, en lo 
que respecta a la consulta previa, señala lo siguiente: 
 

Artículo 6  
 
1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:  
 
a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en 
particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas 
legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;  
 
b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar 
libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a 
todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos 
administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan;  
 
c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos 
pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin. 
 
2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de 
buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un 
acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. 
 
Artículo 7  
 
1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades 
en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, 
creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de 
alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, 
social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación 
y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de 
afectarles directamente. 
 
2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación 
de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, deberá ser prioritario en 
los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos 
especiales de desarrollo para estas regiones deberán también elaborarse de modo que 
promuevan dicho mejoramiento.  
 
3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en 
cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual y 
cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan 
tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados 
como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas.  
 

 
 
9 Convenio N° 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes. Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas Adoptado el 27 de junio del año 1989 y entró en vigor desde el 05 de setiembre de 1991. OIT. 2014. 
https://www.ilo.org/es/media/443541/download 
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4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, 
para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan. 
 
Artículo 14  
 
1. Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión 
sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, en los casos apropiados, deberán 
tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras 
que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido 
tradicionalmente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia. A este 
respecto, deberá prestarse particular atención a la situación de los pueblos nómadas y de 
los agricultores itinerantes. 
 
2. Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para determinar las 
tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la protección 
efectiva de sus derechos de propiedad y posesión. 
 
3. Deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional 
para solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados. 
 
Artículo 15  
 
1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus 
tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el derecho de 
esos pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de dichos 
recursos. 
 
2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos 
del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los 
gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los 
pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían 
perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de 
prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos 
interesados deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten 
tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan 
sufrir como resultado de esas actividades. 

 
Por su parte, la Resolución 61/295 aprobada por la Asamblea General Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas10 el 10 de diciembre de 
2007, establece lo siguiente: 
 

Artículo 19  
 
Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas 
interesados por medio de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar 
medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin de obtener su consentimiento 
libre, previo e informado. 
 
Artículo 32 
 
(…). 

 
10 la Resolución 61/295 aprobada por la Asamblea General Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas. 
10.12.2007. Naciones Unidas. https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2008/6030.pdf 
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2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas 
interesados por conducto de sus propias instituciones representativas a fin de obtener su 
consentimiento libre e informado antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a sus 
tierras o territorios y otros recursos, particularmente en relación con el desarrollo, la 
utilización o la explotación de recursos minerales, hídricos o de otro tipo. 
 
3. Los Estados proveerán mecanismos eficaces para la reparación justa y equitativa por 
cualquiera de esas actividades, y se adoptarán medidas adecuadas para mitigar las 
consecuencias nocivas de orden ambiental, económico, social, cultural o espiritual. 
 
Artículo 38  
Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, adoptarán las medidas 
apropiadas, incluidas medidas legislativas, para alcanzar los fines de la presente 
Declaración. 

 
III. ETAPAS Y PROCESOS SOBRE LA CONSULTA PREVIA11 
 
Se presenta información visual y detalles acerca de las siete fases continuas y 
necesarias del procedimiento de consulta previa para el ejercicio del derecho de 
consulta según la Ley de Consulta Previa. 
 
3.1 Etapas 
 

 
Fuente. Ministerio de Cultura. Consulta previa. Etapas 

 
3.2. Procesos de consulta previa 
 

 
Fuente. Ministerio de Cultura. Consulta previa. Proceso de la consulta previa 

 
11 Consulta previa. Etapa. Procesos. Ministerio de Cultura. https://consultaprevia.cultura.gob.pe/etapas 
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IV. ESTADÍSTICAS DE LOS PROCESOS DE CONSULTA PREVIA 
 
Se muestran cifras estadísticas acerca de la Consulta Previa que el Estado peruano 
efectúa a las comunidades indígenas u originarias del país.12 
 
A continuación, los datos estadísticos sobre localidades consultadas. 
 
4.1. Tipo de localidades 
 
                                                              Cuadro 1 
                                                      Tipo de localidades13 

 
Fuente. Lista de localidades consultadas. Procesos. Consuslta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 

 
 
 
 

Gráfico 1 

 
 

 Fuente. Lista de localidades consultadas. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
  Elaboración: ASISP 
 
 
 
 
 

 
12 Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura. https://consultaprevia.cultura.gob.pe/proceso 
13 Lista de localidades consultadas. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
https://consultaprevia.cultura.gob.pe/sites/default/files/paginasinternas/archivos/Localidades%20consultadas_14.xlsx 
 

Nombre de localidades Número de localidades

Anexo 49

Asentamiento 7

Caserío 36

Centro poblado 198

Comunidad campesina 74

Comunidad nativa 390

Comunidad Nativa/Barrio 1

Localidad sin tipo identificado por la DRA 27

Total general 782

Localidades existentes

Anexo

Asentamiento

Caserío

Centro poblado
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4.2. Identificación de los pobladores indígenas en cada departamento 
 

Cuadro 2 
Pueblos indígenas en cada departamento 

 
Fuente. Lista de localidades consultadas. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 

 
 

Gráfico 2 

 
Fuente. Lista de localidades consultadas. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Departamentos Número de Pueblos Indígenas
Áncash 6
Apurímac 3
Arequipa 1
Ayacucho 8
Cusco 23
Huancavelica 5
Huánuco 6
Junín 16
Lima 3
Loreto 495
Madre de Dios 16
Pasco 13
Puno 18
Ucayali 169

Total general 782

6 3 1 8 23 5 6 16 3
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16 13 18
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0
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4.3. Identificación de las comunidades indígenas en Perú  
 
El siguiente cuadro muestra las 782 comunidades indígenas. 
  
                                                                Cuadro 3 

 
Fuente. Lista de localidades consultadas. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 

 
  

Nombre de los Pueblos indígenas Listado

Achuar 7

Amahuaca 2

Ashaninka 58

Ashaninka/ Asheninka 7

Ashaninka/ Yine 3

Asheninka 60

Asheninka/ Shipibo-Konibo 5

Awajún 54

Awajún/ Achuar/ Shawi 1

Bora 9

Bora/ Murui-Muinanɨ 1

Ese Eja/ Shipibo-Konibo/ Matsigenka 1

Harakbut 8

Iskonawa/ Shipibo-Konibo 1

Kakataibo 8

Kapanawa 8

Kichwa 67

Kichwa/ Yagua 1

Kukama Kukamiria 196

Maijuna 4

Matsés 1

Matsigenka 1

Murui-Muinanɨ 10

Ocaina 2

Quechuas 65

Quechuas 8

Shawi 6

Shawi/ Awajún 1

Shipibo-Konibo 74

Ticuna 23

Ticuna/ Yagua 1

Urarina 17

Wampis 2

Wampis/ Awajún/ Shawi 1

Yagua 34

Yaminahua 8

Yanesha 15

Yine 11

Yine/ Amahuaca / Yaminahua / Matsigenka / Ashaninka1

Total general 782
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4.4. Identificación de los procesos de consulta 
 

Cuadro 4 

 
Fuente. Lista de localidades consultadas. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 

 
  

Nombre del proceso de consulta Número de proceso de consulta

Categorización de la Zona Reservada Sierra del Divisor como Parque Nacional 6

Categorización de la Zona Reservada Yaguas como Parque Nacional 29

Declaratoria del Paisaje Cultural Apu Tambraico como Patrimonio Cultural de la Nación 3

Declaratoria del Paisaje Cultural Cuyocuyo como Patrimonio Cultural de la Nación 9

Establecimiento del Área de Conservación Regional Ausangate 9

Establecimiento del Área de Conservación Regional Maijuna Kichwa 11

Establecimiento del Área de Conservación Regional Tres Cañones 8

Lote 164 13

Lote 165 50

Lote 169 23

Lote 175 84

Lote 189 42

Lote 190 1

Lote 191 6

Lote 192 (2015) 25

Lote 195 9

Lote 197 17

Lote 198 24

Modificación de la zonificación contenida en el Plan Maestro de la Reserva Comunal Amarakaeri 2016-2020 10

Modificación de la zonificación contenida en el Plan Maestro de la Reserva Comunal El Sira 2015 - 2019 5

Modificación de la zonificación de la Reserva Comunal Yanesha contenida en el Plan Maestro 2017 - 2021 13

Plan Maestro del Área de Conservación Regional Imiria 15

Proyecto Central Hidroeléctrica La Herradura - El Gallo 3

Proyecto Centrales Hidroeléctricas Anto Ruiz III y IV 2

Proyecto Centrales Hidroeléctricas del Río Araza 4

Proyecto de exploración minera Anama 1

Proyecto de exploración minera Antaña 3

Proyecto de exploración minera Apumayo 2

Proyecto de exploración minera Ares 1

Proyecto de exploración minera Aurora 1

Proyecto de exploración minera Capillas Central 1

Proyecto de exploración minera Chacapampa 1

Proyecto de exploración minera Corcapunta 2

Proyecto de exploración minera Guadalupe 1

Proyecto de exploración minera La Merced 2

Proyecto de exploración minera Lourdes 1

Proyecto de exploración minera Misha 1

Proyecto de exploración minera Pantería 1

Proyecto de exploración minera Pilarica - Fase II 1

Proyecto de exploración minera Pinaya 2

Proyecto de exploración minera Puquiopata 1

Proyecto de exploración minera Toropunto 1

Proyecto de explotación minera Apumayo 2

Proyecto de explotación minera Corani 2

Proyecto Hidrovía Amazónica 324

Proyecto mejoramiento de la carretera Saramiriza - Borja 9

Proyectos mineros de explotación Zona Pablo - UM Pallancata, exploración Pablo Sur y exploración Cochaloma 1

Total general 782
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4.5. Temas y subtemas 
 

Cuadro 5 

 
Fuente. Lista de localidades consultadas. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 

 
Seguidamente los datos estadísticos del proceso de consulta previa14 
 
4.6. Situación del estado del proceso 
 
                                                                Cuadro 6 

  
Fuente. Lista de procesos de consulta previa. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 

 
  

 
14 Lista de procesos de consulta previa. Procesos. Consulta previa. Ministerio de Cultura. 
https://consultaprevia.cultura.gob.pe/sites/default/files/paginasinternas/archivos/Lista%20de%20procesos%20de%20consulta%20previa_2
3.xlsx 
 

Temas y sub temas Números  de Tema y sub temas
Área Natural Protegida 106

Categorización de ANP 35
Creación de ACR 28
Plan Maestro 43

Generación Eléctrica 9
Central Hidroeléctrica 9

Hidrocarburos 294
Lotes 294

Infraestructura 333
Carretera 9
Hidrovia 324

Minería 28
Exploración 23
Exploración y Explotación 1
Explotación 4

Patrimonio Cultural 12
Paisaje Cultural 12

Total general 782

Estado del proceso N° de estado del proceso

Concluido 105

En curso 8

Suspendido 5

(en blanco)

Total general 118
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Gráfico 3 

  
Fuente. Lista de Lista de procesos de consulta previa. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 
 
 

4.7. Alcance de la medidad a consultar 
 

Cuadro 7 

 
Fuente. Lista de procesos de consulta previa. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 

 

Gráfico 4 

 
Fuente. Lista de procesos de consulta previa. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 
 

 

  

Concluido En curso Suspendido (en blanco)

Total 105 8 5

105

8 5

Estado del proceso

Total

Ubicación medida a consultar

Local 109

Nacional 6

Regional 3

(en blanco)

Total general 118

Alcance de la medida

Local

Nacional

Regional

(en blanco)
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4.8. Temas de consulta 
 

Cuadro 8 

 
Fuente. Lista de procesos de consulta previa. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 

 
Gráfico 5 

 
Fuente. Lista de procesos de consulta previa. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 

 
  

Temas de consulta N° tema en consulta

Áreas Naturales Protegidas 14

Generación eléctrica 6

Hidrocarburos 14

Infraestructura 2

Infraestructura fluvial 1

Infraestructura vial 4

Medida Nacional 6

Minería 43

Patrimonio Cultural 28

(en blanco)

Total general 118

Temas de consulta

Áreas Naturales
Protegidas

Generación eléctrica

Hidrocarburos

Infraestructura

Infraestructura fluvial

Infraestructura vial

Medida Nacional

Minería

Patrimonio Cultural

(en blanco)
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4.9. Pueblos indígenas consultados 
 

Cuadro 9 

 
Fuente. Lista de procesos de consulta previa. Procesos. Consulta Previa. Ministerio de Cultura 
Elaboración: ASISP 

  

pueblos indigenas consultados CANTIDAD

Achuar, Kichwa y Quechuas 2

Achuar, Kichwa, Kukama Kukamiria y Urarina 1

AIDESEP, CONAP, CNA, CCP, UNCA, ONAMIAP, FENMUCARINAP, CUNAR-P 1

AIDESEP, CONAP, CNA, CONACAMI, CCP, UNCA y ONAMIAP 1

AIDESEP, CONAP, CNA, FENMUCARINAP, CCP, UNCA y ONAMIAP 4

Amahuaca, Ashaninka, Asheninka y Yaminahua 1

Amahuaca, Ese Eja, Shipibo-Konibo, Matsigenka, Kichwa y Yine 1

Ashaninka, Asheninka y Shipibo-Konibo 1

Ashaninka, Asheninka, Amahuaca, Matsigenka, Yaminahua y Yine 1

Ashaninka, Shipibo-Konibo y Yanesha 1

Asheninka, Iskonawa, Shipibo-Konibo, Matsés y Wampis 1

Awajún 2

Awajún, Achuar, Ashaninka, Bora, Kapanawa, Kukama Kukamiria, Murui-Muinanɨ, Shawi, Shipibo-Konibo, Ticuna, Urarina, Yagua y Yine 1

Awajún, Ashaninka y Shipibo-Konibo 1

Awajún, Kukama Kukamiria, Shawi y Wampis 1

Bora, Kichwa, Kukama-Kukamiria, Maijuna, Murui-Muinanɨ, Ocaina, Secoya y Yagua 1

Bora, Murui-Muinanɨ, Kichwa, Ocaina, Ticuna y Yagua 1

Bora, Murui-Muinanɨ, Ocaina, Kichwa, Ticuna y Yagua 1

Harakbut, Matsigenka y Yine 1

Kakataibo y Shipibo-Konibo 1

Kapanawa y Kukama Kukamiria 1

Kichwa 1

Kichwa y Maijuna 1

Kichwa y Murui-Muinanɨ 1

Kukama Kukamiria y Urarina 1

Murui-Muinanɨ 1

Quechuas 66

Quechuas 15

Shipibo-Konibo 4

Yanesha 1

Yine 1

(en blanco)

Total general 118
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V. CARACTERÍSTICAS DEL MARCO LEGAL SOBRE CONSULTA PREVIA 
 

CUADRO 10 
LEGISLACIÓN NACIONAL 

 

DERECHO A LA 
CONSULTA 

Derecho de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados de forma previa sobre las medidas legislativas o administrativas que afecten directamente sus derechos 
colectivos, sobre su existencia física, identidad cultural, calidad de vida o desarrollo. También corresponde efectuar la consulta respecto a los planes, programas y 
proyectos de desarrollo nacional y regional que afecten directamente estos derechos. 
 

PRINCIPIOS DE LA 
CONSULTA PREVIA 

 Oportunidad. El proceso de consulta se realiza de forma previa a la medida legislativa o administrativa a ser adoptada por las entidades estatales. 
 

 Interculturalidad. El proceso de consulta se desarrolla reconociendo, respetando y adaptándose a las diferencias existentes entre las culturas y contribuyendo 
al reconocimiento y valor de cada una de ellas. 

  
 Buena fe. Las entidades estatales analizan y valoran la posición de los pueblos indígenas u originarios durante el proceso de consulta, en un clima de confianza, 

colaboración y respeto mutuo. El Estado y los representantes de las instituciones y organizaciones de los pueblos indígenas u originarios tienen el deber de 
actuar de buena fe, estando prohibidos de todo proselitismo partidario y conductas antidemocráticas. 

 
 Flexibilidad. La consulta debe desarrollarse mediante procedimientos apropiados al tipo de medida legislativa o administrativa que se busca adoptar, así como 

tomando en cuenta las circunstancias y características especiales de los pueblos indígenas u originarios involucrados. 
 

 Plazo razonable. El proceso de consulta se lleva a cabo considerando plazos razonables que permitan a las instituciones u organizaciones representativas de 
los pueblos indígenas u originarios conocer, reflexionar y realizar propuestas concretas sobre la medida legislativa o administrativa objeto de consulta. 

 
 Ausencia de coacción o condicionamiento. La participación de los pueblos indígenas u originarios en el proceso de consulta debe ser realizada sin coacción o 

condicionamiento alguno. 
 

 Información oportuna. Los pueblos indígenas u originarios tienen derecho a recibir por parte de las entidades estatales toda la información que sea necesaria 
para que puedan manifestar su punto de vista, debidamente informados, sobre la medida legislativa o administrativa a ser consultada. El Estado tiene la 
obligación de brindar esta información desde el inicio del proceso de consulta y con la debida anticipación. 

SUJETOS DEL 
DERECHO A LA 

CONSULTA PREVIA 

Los titulares del derecho a la consulta son los pueblos indígenas u originarios cuyos derechos colectivos pueden verse afectados de forma directa por una medida 
legislativa o administrativa. 

CRITERIOS DE 
IDENTIFICACIÓN 

Los criterios objetivos son los siguientes: 
 



 NIR – CONSULTA PREVIA  

 
 

 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL  Página 17 
 

DE LOS PUEBLOS 
INDÍGENAS U 
ORIGINARIOS 

 Descendencia directa de las poblaciones originarias del territorio nacional. 
 

 Estilos de vida y vínculos espirituales e históricos con el territorio que tradicionalmente usan u ocupan. 
 

 Instituciones sociales y costumbres propias. 
 

 Patrones culturales y modo de vida distintos a los de otros sectores de la población nacional. 
 
El criterio subjetivo se encuentra relacionado con la conciencia del grupo colectivo de poseer una identidad indígena u originaria. 
 
Las comunidades campesinas o andinas y las comunidades nativas o pueblos amazónicos pueden ser identificados también como pueblos indígenas u originarios, 
conforme a los criterios señalados en el presente artículo. 
 
Las denominaciones empleadas para designar a los pueblos indígenas u originarios no alteran su naturaleza ni sus derechos colectivos. 

ETAPAS DEL 
PROCESO DE 
CONSULTA 

Las entidades estatales promotoras de la medida legislativa o administrativa deben cumplir las siguientes etapas mínimas del proceso de consulta: 
 

 Identificación de la medida legislativa o administrativa que debe ser objeto de consulta. 
 

 Identificación de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados. 
 

 Publicidad de la medida legislativa o administrativa. 
 

 Información sobre la medida legislativa o administrativa. 
 

 Evaluación interna en las instituciones y organizaciones de los pueblos indígenas u originarios sobre la medida legislativa o administrativa que les afecten 
directamente. 

 
 Proceso de diálogo entre representantes del Estado y representantes de los pueblos indígenas u originarios. 

 
 Decisión. 

IDENTIFICACIÓN 
DE MEDIDAS 
OBJETO DE 
CONSULTA 

Las siguientes mediadas son: 
 

 Las entidades estatales deben identificar, bajo responsabilidad, las propuestas de medidas legislativas o administrativas que tienen una relación directa con 
los derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios, de modo que, de concluirse que existiría una afectación directa a sus derechos colectivos, se 
proceda a una consulta previa respecto de tales medidas. 
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 Las instituciones u organizaciones representativas de los pueblos indígenas u originarios pueden solicitar la aplicación del proceso de consulta respecto a 

determinada medida que consideren que les afecta directamente. En dicho caso, deben remitir el petitorio correspondiente a la entidad estatal promotora de 
la medida legislativa o administrativa y responsable de ejecutar la consulta, la cual debe evaluar la procedencia del petitorio. 

 
 En el caso de que la entidad estatal pertenezca al Poder Ejecutivo y desestime el pedido de las instituciones u organizaciones representativas de los pueblos 

indígenas u originarios, tal acto puede ser impugnado ante el órgano técnico especializado en materia indígena del Poder Ejecutivo. Agotada la vía 
administrativa ante este órgano, cabe acudir ante los órganos jurisdiccionales competentes. 

IDENTIFICACIÓN 
DE LOS PUEBLOS 

INDÍGENAS U 
ORIGINARIOS A 

SER 
CONSULTADOS 

La identificación de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados debe ser efectuada por las entidades estatales promotoras de la medida legislativa o 
administrativa sobre la base del contenido de la medida propuesta, el grado de relación directa con el pueblo indígena y el ámbito territorial de su alcance 
 

PUBLICIDAD DE LA 
MEDIDA 

LEGISLATIVA O 
ADMINISTRATIVA 

Las entidades estatales promotoras de la medida legislativa o administrativa deben ponerla en conocimiento de las instituciones y organizaciones representativas de los 
pueblos indígenas u originarios que serán consultadas, mediante métodos y procedimientos culturalmente adecuados, tomando en cuenta la geografía y el ambiente en 
que habitan. 

SOBRE LA MEDIDA 
LEGISLATIVA O 

ADMINISTRATIVA 

Corresponde a las entidades estatales brindar información a los pueblos indígenas u originarios y a sus representantes, desde el inicio del proceso de consulta y con la 
debida anticipación, sobre los motivos, implicancias, impactos y consecuencias de la medida legislativa o administrativa. 

PROCESO DE 
DIÁLOGO 

INTERCULTURAL 

 El diálogo intercultural se realiza tanto sobre los fundamentos de la medida legislativa o administrativa, sus posibles consecuencias respecto al ejercicio de 
los derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios, como sobre las sugerencias y recomendaciones que estos formulan, las cuales deben ser 
puestas en conocimiento de los funcionarios y autoridades públicas responsables de llevar a cabo el proceso de consulta. 

 
 Las opiniones expresadas en los procesos de diálogo deben quedar contenidas en un acta de consulta, la cual contiene todos los actos y ocurrencias 

realizados durante su desarrollo. 

DECISIÓN 

 La decisión final sobre la aprobación de la medida legislativa o administrativa corresponde a la entidad estatal competente. Dicha decisión debe estar 
debidamente motivada e implica una evaluación de los puntos de vista, sugerencias y recomendaciones planteados por los pueblos indígenas u originarios 
durante el proceso de diálogo, así como el análisis de las consecuencias que la adopción de una determinada medida tendría respecto a sus derechos 
colectivos reconocidos constitucionalmente en los tratados ratificados por el Estado peruano. 

     
 El acuerdo entre el Estado y los pueblos indígenas u originarios, como resultado del proceso de consulta, es de carácter obligatorio para ambas partes. En 

caso de que no se alcance un acuerdo, corresponde a las entidades estatales adoptar todas las medidas que resulten necesarias para garantizar los 
derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios y los derechos a la vida, integridad y pleno desarrollo. 
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 Los acuerdos del resultado del proceso de consulta son exigibles en sede administrativa y judicial. 

SOBRE EL IDIOMA 
Para la realización de la consulta, se toma en cuenta la diversidad lingüística de los pueblos indígenas u originarios, particularmente en las áreas donde la lengua oficial 
no es hablada mayoritariamente por la población indígena. Para ello, los procesos de consulta deben contar con el apoyo de intérpretes debidamente capacitados en 
los temas que van a ser objeto de consulta, quienes deben estar registrados ante el órgano técnico especializado en materia indígena del Poder Ejecutivo. 

FUNCIONES DEL 
ÓRGANO TÉCNICO 

ESPECIALIZADO 
EN MATERIA 

INDÍGENA DEL 
PODER EJECUTIVO 

 Concertar, articular y coordinar la política estatal de implementación del derecho a la consulta. 
 

 Brindar asistencia técnica y capacitación previa a las entidades estatales y los pueblos indígenas u originarios, así como atender las dudas que surjan en 
cada proceso en particular. 

 
 Mantener un registro de las instituciones y organizaciones representativas de los pueblos indígenas u originarios e identificar a las que deben ser 

consultadas respecto a una medida administrativa o legislativa. 
 

 Emitir opinión, de oficio o a pedido de cualquiera de las entidades facultadas para solicitar la consulta, sobre la calificación de la medida legislativa o 
administrativa proyectada por las entidades responsables, sobre el ámbito de la consulta y la determinación de los pueblos indígenas u originarios, a ser 
consultados. 

      
 Asesorar a la entidad responsable de ejecutar la consulta y a los pueblos indígenas u originarios que son consultados en la definición del ámbito y 

características de la consulta. 
 

 Elaborar, consolidar y actualizar la base de datos relativos a los pueblos indígenas u originarios y sus instituciones y organizaciones representativas. 
 

 Registrar los resultados de las consultas realizadas. 
 

 Mantener y actualizar el registro de facilitadores e intérpretes idóneos de las lenguas indígenas u originarias. 
  

 Otras contempladas en la presente Ley, otras leyes o en su reglamento. 

BASE DE DATOS 
OFICIAL DE 
PUEBLOS 

INDÍGENAS U 
ORIGINARIOS 

La base de datos contiene la siguiente información: 
 

 Denominación oficial y autodenominaciones con las que los pueblos indígenas u originarios se identifican. 
 

 Referencias geográficas y de acceso. 
 

 Información cultural y étnica relevante. 
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 Mapa etnolingüístico con la determinación del hábitat de las regiones que los pueblos indígenas u originarios ocupan o utilizan de alguna manera. 
 

 Sistema, normas de organización y estatuto aprobado. 
 

 Instituciones y organizaciones representativas, ámbito de representación, identificación de sus líderes o representantes, período y poderes de 
representación 

PLAZO MÁXIMO 
DEL PROCESO DE 

CONSULTA 

El plazo máximo para el desarrollo de las etapas de publicidad, información, evaluación interna y diálogo es de ciento veinte (120) días calendario; contados a partir de 
la entrega de la propuesta de medida administrativa o legislativa hasta la firma del Acta de Consulta 

INFORME DE 
CONSULTA 

Culminado el proceso de consulta, la entidad promotora debe publicar en su portal web un Informe conteniendo: 
 

 La propuesta de medida que se puso a consulta. 
 El Plan de Consulta. 
 Desarrollo del proceso. 
 Acta de Consulta. 
 Decisión adoptada, de ser el caso. 

 
El Informe Final debe ser remitido a los o las representantes del o de los pueblos indígenas que participaron en el proceso de consulta. 
 

FINANCIAMIENTO 
DEL PROCESO DE 

CONSULTA 

 En el caso de medidas legislativas y administrativas de alcance general, corresponde a la entidad promotora financiar los costos del proceso de consulta. 
 

 En el caso de consultas de actos administrativos, los costos del proceso se incorporan en las tasas que cubren los costos del trámite de la indicada medida. 
 

 Las entidades promotoras identificarán o modificarán en sus TUPA los procedimientos a los que se le aplique el presente artículo. 
Elaboración: ASISP 
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VI. LEGISLACIÓN COMPARADA SOBRE CONSULTA PREVIA EN ARGENTINA, BOLIVIA, 
CHILE, COLOMBIA, ECUADOR, PARAGUAY Y VENEZUELA 
 
Es importante destacar que en los países de Bolivia, Colombia, Ecuador y Venezuela 
están incluidas en sus correspondientes constituciones la consulta previa. 
 
Respecto al Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) relativo a 
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, están ratificadas en las naciones 
de Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador y Paraguay, a excepción de Venezuela.  
 
Cabe mencionar que, solo Bolivia cuenta con Ley específica de consulta a los pueblos 
indígenas. 
 
Finalmente, las otras regulaciones cuentan con leyes fragmentadas, lo que implica que 
poseen leyes que regulan ciertos aspectos específicos de consulta previa. 
 

CUADRO 11 
LEGISLACIÓN COMPARADA POR TIPO DE NORMA 

PAIS CONSTITUCIÓN 
SUPRALEGAL 

CONVENIO 169 DE LA OIT 
LEY 

ESPECÍFICA 
OTRAS 

NORMAS 
Argentina         

Bolivia         
Chile         

Colombia         
Ecuador         
Paraguay         
Venezuela         

Fuente. Normativa de los países que se encuentran en el cuadro 
Elaboración. Área de Servicios de Información y Seguimiento Presupuestal 
 

 
En el siguiente cuadro se muestran las características:   
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CUADRO 12 
LEGISLACIÓN COMPARADA 

PAIS 
DERECHO A SER 

CONSULTADO PROCEDIMIENTO DE CONSULTA 
OBLIGACIONES DE LOS ÓRGANOS 

PERTINENTES 

PLAZO PARA LA 
CONSULTA PREVIA 

EJECUCIÓN DE 
ACUERDOS DE LA 

CONSULTA 

Argentina 

El gobierno debe establecer o 
mantener procedimientos con 
miras a consultar a los pueblos 
interesados, a fin de determinar si 
los intereses de esos pueblos 
serían perjudicados, y en qué 
medida, antes de emprender o 
autorizar cualquier programa de 
prospección o explotación de los 
recursos existentes en sus tierras. 
Los pueblos interesados deberán 
participar siempre que sea posible 
en los beneficios que reporten 
tales actividades, y percibir una 
indemnización equitativa por 
cualquier daño que puedan sufrir 
como resultado de esas 
actividades. 
 
Se debe consultar a los pueblos 
interesados siempre que se 
considere su capacidad de 
enajenar sus tierras o de transmitir 
de otra forma sus derechos sobre 
estas tierras fuera de su 
comunidad. 

Las autoridades deben 
institucionalizar procedimientos de 
consultas o audiencias públicas 
como instancias obligatorias para la 
autorización de aquellas actividades 
que puedan generar efectos 
negativos y significativos sobre el 
ambiente. 
 
 

   

Bolivia 

La consulta se efectuará de buena 
fe, con principios de veracidad, 
transparencia, información y 
oportunidad. Deberá ser realizada 

A ser consultados mediante 
procedimientos apropiados, y en 
particular a través de sus 
instituciones, cada vez que se 

 El Órgano Ejecutivo a través del 
Ministerio de Medio Ambiente y Agua, 
y el Ministerio de Obras Públicas, 
Servicios y Vivienda, en coordinación 

En un plazo máximo de 
hasta trescientos un 
(301) días. 

Los acuerdos logrados en 
materia legislativa o 
administrativa, serán 
ejecutados 
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por las autoridades competentes 
del Gobierno Boliviano y con 
procedimientos apropiados y de 
acuerdo a las circunstancias y 
características de cada pueblo 
indígena, para determinar en qué 
medida serían afectados y con la 
finalidad de llegar a un acuerdo o 
lograr el consentimiento de las 
Comunidades y los Pueblos 
Indígenas y Originarios. La 
Consulta tiene carácter obligatorio 
y las decisiones resultantes del 
proceso de Consulta deben ser 
respetadas. 

prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de 
afectarles. En este marco, se 
respetará y garantizará el derecho a 
la consulta previa obligatoria, 
realizada por el Estado, de buena fe 
y concertada, respecto a la 
explotación de los recursos 
naturales no renovables en el 
territorio que habitan. 

con las comunidades Mojeño-
Trinitarias, Chimanes y Yuracarés, 
respetando sus normas y 
procedimientos propios, es el 
encargado de llevar adelante el 
proceso de Consulta Previa Libre e 
Informada. 

  
 El Órgano Ejecutivo a través del 

Ministerio de Economía y Finanzas 
Públicas, debe garantizar los recursos 
suficientes para la implementación del 
proceso de consulta. 

  
 El Órgano Ejecutivo a través de los 

Ministerios correspondientes, está 
obligado a brindar la información 
detallada de manera oportuna, a fin de 
garantizar que el proceso de consulta 
sea de buena fe, libre, informado, 
participativo y transparente. 

 
 El Órgano Ejecutivo adoptará las 

medidas eficaces en consulta, 
coordinación y cooperación con los 
pueblos Mojeño-Trinitario, Chimane y 
Yuracaré, para combatir los prejuicios, 
eliminar la discriminación y promover 
la tolerancia, la comprensión y las 
buenas relaciones entre los pueblos 
indígenas, y entre ellos y todos los 
demás sectores de la sociedad. 

inmediatamente después 
de la Consulta, por la 
Asamblea Legislativa 
Plurinacional y por el 
Órgano Ejecutivo, según 
corresponda. 

Chile 
La consulta es un deber de los 
órganos de la Administración del 
Estado y un derecho de los 

El procedimiento de consulta incluye 
las siguientes etapas: 
 

Las entidades estatales responsables de 
las medidas legislativas o administrativas 
deben: 

Las consultas de las 
medidas administrativas 
o legislativas 

Los acuerdos alcanzados 
en el proceso de consulta 
deben ser respetados y 
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pueblos indígenas susceptibles de 
ser afectados directamente por la 
adopción de medidas legislativas 
o administrativas, que se 
materializa a través de un 
procedimiento apropiado y de 
buena fe, con la finalidad de llegar 
a un acuerdo o lograr el 
consentimiento acerca de las 
medidas susceptibles de 
afectarlos directamente y que 
debe realizarse de conformidad 
con los principios. 

 Planificación: Identificación de 
la medida a consultar y de los 
pueblos indígenas 
potencialmente afectados. 

 
 Información: Entrega de 

información adecuada y 
oportuna sobre la medida 
propuesta. 

 
 Diálogo: Realización de 

reuniones y talleres para 
recoger las opiniones y 
propuestas de los pueblos 
indígenas. 

 
 Sistematización: Análisis de la 

información recogida y 
elaboración de un informe final. 

 
 Cierre: Comunicación de los 

resultados del proceso de 
consulta a los pueblos 
indígenas. 

 Garantizar la realización de la 
consulta en conformidad con los 
principios establecidos en el 
Convenio N.º 169. 

 
 Asegurar la participación efectiva de 

los pueblos indígenas a través de sus 
instituciones representativas. 

 
 Proporcionar información adecuada y 

comprensible sobre las medidas 
propuestas. 

susceptibles de afectar 
directamente a los 
pueblos indígenas, 
considerarán los 
siguientes plazos de 
acuerdo a las etapas 
establecidas: 
 
 Tratándose de 

medidas legislativas 
que se deban iniciar 
por mensaje del 
presidente de la 
República, cada una 
de las etapas 
deberá ser 
ejecutada en un 
plazo no superior a 
25 días hábiles. 

     
 Tratándose de 

medidas 
administrativas, 
cada una de las 
etapas deberá ser 
ejecutada en un 
plazo no superior a 
20 días hábiles. 

     
Sin perjuicio de lo 
anterior, el órgano 
responsable de la 
medida, previo diálogo 
con las instituciones 
representativas de los 

cumplidos por las partes 
involucradas. En caso de 
no llegar a un acuerdo, la 
entidad estatal debe 
justificar su decisión y 
explicar cómo se han 
considerado las 
opiniones de los pueblos 
indígenas. 
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pueblos indígenas 
susceptibles de ser 
afectados directamente 
podrá, en la etapa de 
planificación, modificar 
los plazos señalados por 
motivos justificados, 
considerando la 
necesidad de establecer 
procedimientos flexibles 
que se adecuen a las 
circunstancias propias 
de cada consulta en 
particular. 

Colombia 

La explotación de los recursos 
naturales en los territorios 
indígenas se hará sin desmedro 
de la integridad cultural, social y 
económica de las comunidades 
indígenas. En las decisiones que 
se adopten respecto de dicha 
explotación, el Gobierno 
propiciará la participación de los 
representantes de las respectivas 
comunidades. 
 
El gobierno deberá establecer o 
mantener procedimientos con 
miras a consultar a los pueblos 
interesados, a fin de determinar si 
los intereses de esos pueblos 
serían perjudicados, y en qué 
medida, antes de emprender o 
autorizar cualquier programa de 
prospección o explotación de los 

El proceso de consulta previa de 
medidas legislativas y 
administrativas de carácter general 
susceptibles de afectar 
directamente a dichas comunidades 
se desarrollará mediante las 
siguientes etapas:   
 
 Preconsulta: En esta etapa se 

concretarán la ruta 
metodológica, las actividades, 
costos técnicos, operativos, 
logísticos y los cronogramas de 
los procesos de consulta 
previa.   

 
 Consulta previa: En esta etapa 

se abordará el estudio del 
proyecto de medidas 
legislativas o administrativas de 
carácter general, con la 

Las entidades estatales tienen las 
siguientes obligaciones en relación con la 
consulta previa: 
 
 Identificar: Determinar si una medida 

legislativa o administrativa afecta 
directamente a comunidades étnicas. 

 
 Consultar: Realizar la consulta previa 

de manera oportuna, antes de la 
adopción de la medida. 

 
 Informar: Proporcionar información 

adecuada y comprensible a las 
comunidades sobre la medida 
propuesta. 

 
 Respetar acuerdos: Cumplir con los 

acuerdos alcanzados durante el 
proceso de consulta. 

No existe un plazo fijo 
establecido para la 
realización de la 
consulta previa; sin 
embargo, debe llevarse 
a cabo con la debida 
antelación a la adopción 
de la medida legislativa o 
administrativa, 
permitiendo un tiempo 
razonable para el 
diálogo y la toma de 
decisiones informadas. 

Los acuerdos alcanzados 
en el proceso de consulta 
previa son vinculantes y 
deben ser cumplidos por 
las partes involucradas.  
 
En caso de 
incumplimiento, las 
comunidades pueden 
acudir a las instancias 
judiciales para hacer valer 
sus derechos. 
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recursos existentes en sus tierras. 
Los pueblos interesados deberán 
participar siempre que sea posible 
en los beneficios que reporten 
tales actividades, y percibir una 
indemnización equitativa por 
cualquier daño que puedan sufrir 
como resultado de esas 
actividades. 

finalidad de llegar a un acuerdo 
o lograr el consentimiento 
acerca de las medidas 
propuestas, en el marco del 
Convenio 169 de la OIT y la 
jurisprudencia constitucional.   

 
 Protocolización: En esta etapa 

se suscribirán los acuerdos y 
los puntos de desacuerdo 
respecto a los proyectos de 
medidas legislativas o 
administrativas de carácter 
general.   

 
 Seguimiento: En esta etapa se 

verificará y evaluará el 
cumplimiento de los acuerdos 
que surjan de los diferentes 
procesos de consulta previa de 
medidas legislativas y 
administrativas de carácter 
general que afecten 
directamente a las 
comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y 
palenqueras.   

 
En todo caso, la protocolización de 
las medidas legislativas y 
administrativas susceptibles de 
afectar directamente a las 
comunidades afrocolombianas, 
raizales y palenqueras se hará en 
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sesión plenaria del Espacio 
Nacional de Consulta Previa. 

Ecuador 

Reconoce a las comunas, 
comunidades, pueblos y 
nacionalidades indígenas el 
derecho colectivo a la consulta 
previa, libre e informada sobre 
planes y programas de 
prospección, explotación y 
comercialización de recursos no 
renovables que se encuentren en 
sus tierras y que puedan 
afectarles ambiental o 
culturalmente. 
 
Establece la obligación de 
consultar a los pueblos y 
nacionalidades indígenas antes 
de la adopción de medidas 
legislativas susceptibles de 
afectar cualquiera de sus 
derechos colectivos. 

Aún no cuenta con una ley orgánica 
específica que regule 
detalladamente el procedimiento de 
consulta previa. 

Las entidades estatales tienen la 
responsabilidad de: 
 
 Identificar: Determinar si una medida 

legislativa o administrativa afecta 
directamente a comunidades 
indígenas. 

 
 Consultar: Realizar la consulta previa 

de manera oportuna, antes de la 
adopción de la medida. 

 
 Informar: Proporcionar información 

adecuada y comprensible a las 
comunidades sobre la medida 
propuesta. 

 
 Respetar acuerdos: Cumplir con los 

acuerdos alcanzados durante el 
proceso de consulta. 

No se establece un plazo 
fijo para la realización de 
la consulta previa; sin 
embargo, debe llevarse 
a cabo con la debida 
antelación a la adopción 
de la medida legislativa o 
administrativa, 
permitiendo un tiempo 
razonable para el 
diálogo y la toma de 
decisiones informadas. 
 
La Corte IDH dictó que 
Ecuador debe tomar 
medidas para asegurar 
el derecho a la consulta 
previa de los pueblos 
indígenas en un plazo 
razonable15 

Los acuerdos alcanzados 
en el proceso de consulta 
previa son vinculantes y 
deben ser cumplidos por 
las partes involucradas.  
 
En caso de 
incumplimiento, las 
comunidades pueden 
acudir a las instancias 
judiciales para hacer valer 
sus derechos. 

Paraguay 

Establece que los pueblos 
indígenas tienen derecho a ser 
consultados de forma previa. 

  El proceso de consulta 
debe realizarse con la 
debida antelación a la 
adopción de la medida 
legislativa o 
administrativa, 
permitiendo un tiempo 
razonable para el 

Los acuerdos alcanzados 
en el proceso de consulta 
son vinculantes y deben 
ser cumplidos por las 
partes involucradas. 

 
15   Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador. Procuraduría General del Estado. (2021)   
https://www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/escritos/pueblo_indigena_kichwa_de_sarayaku_vs_ecuador/Sarayaku_Ecuador_Censurado.pdf 
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diálogo y la toma de 
decisiones informadas 

Venezuela 

Establece que el Estado debe 
reconocer y garantizar el derecho 
de los pueblos indígenas a ser 
consultados sobre cualquier 
medida legislativa, administrativa 
o proyecto que pueda afectar sus 
derechos, especialmente en 
relación con sus tierras y recursos 
naturales. 
 
Dispone que el aprovechamiento 
por parte del Estado de los 
recursos naturales en hábitat y 
tierras indígenas está sujeto a la 
consulta previa, la cual debe ser 
suficientemente informada, 
fundamentada y libremente 
expresada por los pueblos y 
comunidades indígenas 
involucrados 

 Estudio de impacto ambiental y 
sociocultural: Todo proyecto de 
desarrollo en hábitat y tierras 
indígenas debe contar con un 
estudio previo, en cuya 
elaboración y evaluación deben 
ser consultados los pueblos 
indígenas. 

 
 Consulta previa: Debe ser 

realizada de manera libre, 
informada y de buena fe, 
respetando los usos y 
costumbres de cada pueblo 
indígena. 

 
 Participación efectiva: Los 

pueblos indígenas tienen 
derecho a participar en la toma 
de decisiones sobre proyectos 
que les afecten, incluyendo la 
posibilidad de objetar estudios 
de impacto que consideren 
perjudiciales. 

 Identificar: Determinar si una medida 
afecta directamente a comunidades 
indígenas. 

 
 Consultar: Realizar la consulta previa 

de manera oportuna y adecuada. 
 
 Informar: Proporcionar información 

clara y comprensible sobre la medida 
propuesta. 

 
 Respetar acuerdos: Cumplir con los 

acuerdos alcanzados durante el 
proceso de consulta. 

No establece un plazo 
fijo para la realización de 
la consulta previa; sin 
embargo, debe llevarse 
a cabo con la debida 
antelación a la adopción 
de la medida legislativa o 
administrativa, 
permitiendo un tiempo 
razonable para el 
diálogo y la toma de 
decisiones informadas. 

Los acuerdos alcanzados 
en el proceso de consulta 
previa son vinculantes y 
deben ser cumplidos por 
las partes involucradas. 
En caso de 
incumplimiento, las 
comunidades indígenas 
pueden acudir a las 
instancias judiciales para 
hacer valer sus derechos.  
 
Además, establece que el 
incumplimiento de las 
condiciones de consulta y 
participación en la 
exploración, explotación y 
aprovechamiento de los 
recursos naturales hará 
nulo el contrato de 
concesión y sin lugar a 
indemnización. 
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ANEXO 1 
LEGISLACIÓN NACIONAL 

NORMA ARTÍCULO 
Constitución Política del 

Perú de 1993 
Comunidades Campesinas y Nativas 
 
Artículo 89. Las Comunidades Campesinas y las Nativas tienen existencia legal y son personas jurídicas. Son autónomas en su organización, en el trabajo 
comunal y en el uso y la libre disposición de sus tierras, así como en lo económico y administrativo, dentro del marco que la ley establece. La propiedad de sus 
tierras es imprescriptible, salvo en el caso de abandono previsto en el artículo anterior. 
 
El Estado respeta la identidad cultural de las Comunidades Campesinas, Nativas y del Pueblo Afroperuano 

Ley 29785. Ley del derecho 
a la consulta previa a los 
pueblos indígenas u 
originarios, reconocido en el 
Convenio 169 de la 
Organización Internacional 
del Trabajo (OIT). 
 
Publicación: 7/09/2011 

Artículo 1. Objeto de la Ley 
 
La presente Ley desarrolla el contenido, los principios y el procedimiento del derecho a la consulta previa a los pueblos indígenas u originarios respecto a las 
medidas legislativas o administrativas que les afecten directamente. Se interpreta de conformidad con las obligaciones establecidas en el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), ratificado por el Estado peruano mediante la Resolución Legislativa 26253. 
 
Artículo 2. Derecho a la consulta 
 
Es el derecho de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados de forma previa sobre las medidas legislativas o administrativas que afecten directamente 
sus derechos colectivos, sobre su existencia física, identidad cultural, calidad de vida o desarrollo. También corresponde efectuar la consulta respecto a los planes, 
programas y proyectos de desarrollo nacional y regional que afecten directamente estos derechos. 
 
La consulta a la que hace referencia la presente Ley es implementada de forma obligatoria solo por el Estado. 
 
Artículo 3. Finalidad de la consulta 
   
La finalidad de la consulta es alcanzar un acuerdo o consentimiento entre el Estado y los pueblos indígenas u originarios respecto a la medida legislativa o 
administrativa que les afecten directamente, a través de un diálogo intercultural que garantice su inclusión en los procesos de toma de decisión del Estado y la 
adopción de medidas respetuosas de sus derechos colectivos. 
  
Artículo 4. Principios 
 
Los principios rectores del derecho a la consulta son los siguientes: 
 
      



 NIR – CONSULTA PREVIA  

 
 

 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL  Página 30 
 

a) Oportunidad. El proceso de consulta se realiza de forma previa a la medida legislativa o administrativa a ser adoptada por las entidades estatales. 
 
b) Interculturalidad. El proceso de consulta se desarrolla reconociendo, respetando y adaptándose a las diferencias existentes entre las culturas y contribuyendo 
al reconocimiento y valor de cada una de ellas. 
  
c) Buena fe. Las entidades estatales analizan y valoran la posición de los pueblos indígenas u originarios durante el proceso de consulta, en un clima de confianza, 
colaboración y respeto mutuo. El Estado y los representantes de las instituciones y organizaciones de los pueblos indígenas u originarios tienen el deber de actuar 
de buena fe, estando prohibidos de todo proselitismo partidario y conductas antidemocráticas. 
 
d) Flexibilidad. La consulta debe desarrollarse mediante procedimientos apropiados al tipo de medida legislativa o administrativa que se busca adoptar, así como 
tomando en cuenta las circunstancias y características especiales de los pueblos indígenas u originarios involucrados. 
 
e) Plazo razonable. El proceso de consulta se lleva a cabo considerando plazos razonables que permitan a las instituciones u organizaciones representativas de 
los pueblos indígenas u originarios conocer, reflexionar y realizar propuestas concretas sobre la medida legislativa o administrativa objeto de consulta. 
 
f) Ausencia de coacción o condicionamiento. La participación de los pueblos indígenas u originarios en el proceso de consulta debe ser realizada sin coacción o 
condicionamiento alguno. 
 
g) Información oportuna. Los pueblos indígenas u originarios tienen derecho a recibir por parte de las entidades estatales toda la información que sea necesaria 
para que puedan manifestar su punto de vista, debidamente informados, sobre la medida legislativa o administrativa a ser consultada. El Estado tiene la obligación 
de brindar esta información desde el inicio del proceso de consulta y con la debida anticipación. 
 
TÍTULO II 
 
PUEBLOS INDÍGENAS U ORIGINARIOS A SER CONSULTADOS 
 
Artículo 5. Sujetos del derecho a la consulta 
   
Los titulares del derecho a la consulta son los pueblos indígenas u originarios cuyos derechos colectivos pueden verse afectados de forma directa por una medida 
legislativa o administrativa. 
 
Artículo 6. Forma de participación de los pueblos indígenas u originarios 
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Los pueblos indígenas u originarios participan en los procesos de consulta a través de sus instituciones y organizaciones representativas, elegidas conforme a 
sus usos y costumbres tradicionales. 
 
Artículo 7. Criterios de identificación de los pueblos indígenas u originarios 
 
 Para identificar a los pueblos indígenas u originarios como sujetos colectivos, se toman en cuenta criterios objetivos y subjetivos. 
 
Los criterios objetivos son los siguientes: 
 
a) Descendencia directa de las poblaciones originarias del territorio nacional. 
 
b) Estilos de vida y vínculos espirituales e históricos con el territorio que tradicionalmente usan u ocupan. 
 
c) Instituciones sociales y costumbres propias. 
 
d) Patrones culturales y modo de vida distintos a los de otros sectores de la población nacional. 
 
El criterio subjetivo se encuentra relacionado con la conciencia del grupo colectivo de poseer una identidad indígena u originaria. 
 
Las comunidades campesinas o andinas y las comunidades nativas o pueblos amazónicos pueden ser identificados también como pueblos indígenas u originarios, 
conforme a los criterios señalados en el presente artículo. 
 
Las denominaciones empleadas para designar a los pueblos indígenas u originarios no alteran su naturaleza ni sus derechos colectivos. 
 
TÍTULO III 
 
ETAPAS DEL PROCESO DE CONSULTA 
 
Artículo 8. Etapas del proceso de consulta 
 
 Las entidades estatales promotoras de la medida legislativa o administrativa deben cumplir las siguientes etapas mínimas del proceso de consulta: 
 
a) Identificación de la medida legislativa o administrativa que debe ser objeto de consulta. 
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b) Identificación de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados. 
 
c) Publicidad de la medida legislativa o administrativa. 
 
d) Información sobre la medida legislativa o administrativa. 
 
e) Evaluación interna en las instituciones y organizaciones de los pueblos indígenas u originarios sobre la medida legislativa o administrativa que les afecten 
directamente. 
 
f) Proceso de diálogo entre representantes del Estado y representantes de los pueblos indígenas u originarios. 
 
g) Decisión. 
 
Artículo 9. Identificación de medidas objeto de consulta 
 
Las entidades estatales deben identificar, bajo responsabilidad, las propuestas de medidas legislativas o administrativas que tienen una relación directa con los 
derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios, de modo que, de concluirse que existiría una afectación directa a sus derechos colectivos, se proceda 
a una consulta previa respecto de tales medidas. 
 
Las instituciones u organizaciones representativas de los pueblos indígenas u originarios pueden solicitar la aplicación del proceso de consulta respecto a 
determinada medida que consideren que les afecta directamente. En dicho caso, deben remitir el petitorio correspondiente a la entidad estatal promotora de la 
medida legislativa o administrativa y responsable de ejecutar la consulta, la cual debe evaluar la procedencia del petitorio. 
 
En el caso de que la entidad estatal pertenezca al Poder Ejecutivo y desestime el pedido de las instituciones u organizaciones representativas de los pueblos 
indígenas u originarios, tal acto puede ser impugnado ante el órgano técnico especializado en materia indígena del Poder Ejecutivo. Agotada la vía administrativa 
ante este órgano, cabe acudir ante los órganos jurisdiccionales competentes. 
 
Artículo 10. Identificación de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados 
 
La identificación de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados debe ser efectuada por las entidades estatales promotoras de la medida legislativa o 
administrativa sobre la base del contenido de la medida propuesta, el grado de relación directa con el pueblo indígena y el ámbito territorial de su alcance 
 
Artículo 11. Publicidad de la medida legislativa o administrativa 
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Las entidades estatales promotoras de la medida legislativa o administrativa deben ponerla en conocimiento de las instituciones y organizaciones representativas 
de los pueblos indígenas u originarios que serán consultadas, mediante métodos y procedimientos culturalmente adecuados, tomando en cuenta la geografía y 
el ambiente en que habitan. 
 
Artículo 12. Información sobre la medida legislativa o administrativa 
 
Corresponde a las entidades estatales brindar información a los pueblos indígenas u originarios y a sus representantes, desde el inicio del proceso de consulta y 
con la debida anticipación, sobre los motivos, implicancias, impactos y consecuencias de la medida legislativa o administrativa. 
 
Artículo 13. Evaluación interna de las instituciones y organizaciones de los pueblos indígenas u originarios 
 
Las instituciones y organizaciones de los pueblos indígenas u originarios deben contar con un plazo razonable para realizar un análisis sobre los alcances e 
incidencias de la medida legislativa o administrativa y la relación directa entre su contenido y la afectación de sus derechos colectivos. 
 
Artículo 14. Proceso de diálogo intercultural 
  
El diálogo intercultural se realiza tanto sobre los fundamentos de la medida legislativa o administrativa, sus posibles consecuencias respecto al ejercicio de los 
derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios, como sobre las sugerencias y recomendaciones que estos formulan, las cuales deben ser puestas en 
conocimiento de los funcionarios y autoridades públicas responsables de llevar a cabo el proceso de consulta. 
 
Las opiniones expresadas en los procesos de diálogo deben quedar contenidas en un acta de consulta, la cual contiene todos los actos y ocurrencias realizados 
durante su desarrollo. 
 
Artículo 15. Decisión 
 
La decisión final sobre la aprobación de la medida legislativa o administrativa corresponde a la entidad estatal competente. Dicha decisión debe estar debidamente 
motivada e implica una evaluación de los puntos de vista, sugerencias y recomendaciones planteados por los pueblos indígenas u originarios durante el proceso 
de diálogo, así como el análisis de las consecuencias que la adopción de una determinada medida tendría respecto a sus derechos colectivos reconocidos 
constitucionalmente en los tratados ratificados por el Estado peruano. 
     
El acuerdo entre el Estado y los pueblos indígenas u originarios, como resultado del proceso de consulta, es de carácter obligatorio para ambas partes. En caso 
de que no se alcance un acuerdo, corresponde a las entidades estatales adoptar todas las medidas que resulten necesarias para garantizar los derechos colectivos 
de los pueblos indígenas u originarios y los derechos a la vida, integridad y pleno desarrollo. 
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Los acuerdos del resultado del proceso de consulta son exigibles en sede administrativa y judicial. 
 
Artículo 16. Idioma 
 
Para la realización de la consulta, se toma en cuenta la diversidad lingüística de los pueblos indígenas u originarios, particularmente en las áreas donde la lengua 
oficial no es hablada mayoritariamente por la población indígena. Para ello, los procesos de consulta deben contar con el apoyo de intérpretes debidamente 
capacitados en los temas que van a ser objeto de consulta, quienes deben estar registrados ante el órgano técnico especializado en materia indígena del Poder 
Ejecutivo. 
 
TÍTULO IV 
 
OBLIGACIONES DE LAS ENTIDADES ESTATALES RESPECTO AL PROCESO DE CONSULTA 
 
Artículo 17. Entidad competente 
 
Las entidades del Estado que van a emitir medidas legislativas o administrativas relacionadas de forma directa con los derechos de los pueblos indígenas u 
originarios son las competentes para realizar el proceso de consulta previa, conforme a las etapas que contempla la presente Ley. 
 
Artículo 18. Recursos para la consulta 
 
Las entidades estatales deben garantizar los recursos que demande el proceso de consulta a fin de asegurar la participación efectiva de los pueblos indígenas u 
originarios. 
 
Artículo 19. Funciones del órgano técnico especializado en materia indígena del Poder Ejecutivo 
 
Respecto a los procesos de consulta, son funciones del órgano técnico especializado en materia indígena del Poder Ejecutivo las siguientes: 
 
a) Concertar, articular y coordinar la política estatal de implementación del derecho a la consulta. 
 
 b) Brindar asistencia técnica y capacitación previa a las entidades estatales y los pueblos indígenas u originarios, así como atender las dudas que surjan en cada 
proceso en particular. 
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c) Mantener un registro de las instituciones y organizaciones representativas de los pueblos indígenas u originarios e identificar a las que deben ser consultadas 
respecto a una medida administrativa o legislativa. 
 
d) Emitir opinión, de oficio o a pedido de cualquiera de las entidades facultadas para solicitar la consulta, sobre la calificación de la medida legislativa o 
administrativa proyectada por las entidades responsables, sobre el ámbito de la consulta y la determinación de los pueblos indígenas u originarios, a ser 
consultados. 
      
e) Asesorar a la entidad responsable de ejecutar la consulta y a los pueblos indígenas u originarios que son consultados en la definición del ámbito y características 
de la consulta. 
 
f) Elaborar, consolidar y actualizar la base de datos relativos a los pueblos indígenas u originarios y sus instituciones y organizaciones representativas. 
 
g) Registrar los resultados de las consultas realizadas. 
 
h) Mantener y actualizar el registro de facilitadores e intérpretes idóneos de las lenguas indígenas u originarias. 
  
i) Otras contempladas en la presente Ley, otras leyes o en su reglamento. 
 
Artículo 20. Creación de la base de datos oficial de pueblos indígenas u originarios 
 
Créase la base de datos oficial de los pueblos indígenas u originarios y sus instituciones y organizaciones representativas, la que está a cargo del órgano técnico 
especializado en materia indígena del Poder Ejecutivo. 
 
La base de datos contiene la siguiente información: 
 
a) Denominación oficial y autodenominaciones con las que los pueblos indígenas u originarios se identifican. 
 
b) Referencias geográficas y de acceso. 
 
c) Información cultural y étnica relevante. 
 
d) Mapa etnolingüístico con la determinación del hábitat de las regiones que los pueblos indígenas u originarios ocupan o utilizan de alguna manera. 
 
e) Sistema, normas de organización y estatuto aprobado. 
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f) Instituciones y organizaciones representativas, ámbito de representación, identificación de sus líderes o representantes, período y poderes de representación. 
 

Decreto Supremo 001-
2012-MC. Reglamento de la 
Ley Nº 29785, Ley del 
Derecho a la Consulta 
Previa a los Pueblos 
Indígenas u Originarios 
reconocido en el Convenio 
169 de la Organización 
Internacional del Trabajo 
(OIT) 
 
Publicación: 3/4/2012 

Artículo 2.- Ámbito de aplicación 
 
2.1 El Reglamento se aplica a las medidas administrativas que dicte el Poder Ejecutivo a través de las distintas entidades que lo conforman, así como a los 
Decretos Legislativos que se emitan conforme a lo establecido en el artículo 104 de la Constitución Política del Perú. Igualmente establece las reglas que deben 
seguirse obligatoriamente para la implementación de la Ley por parte de todas las entidades del Estado. También se aplica a las medidas administrativas en virtud 
de las cuales se aprueban los planes, programas y proyectos de desarrollo. 
 
2.2 Las disposiciones del presente Reglamento serán aplicadas por los gobiernos regionales y locales para los procesos de consulta a su cargo, sin transgredir 
ni desnaturalizar los objetivos, principios y etapas del proceso de consulta previstos en la Ley y en el presente Reglamento, y en el marco de las políticas nacionales 
respectivas. 
 
2.3 Los gobiernos regionales y locales sólo podrán promover procesos de consulta, previo informe favorable del Viceministerio de Interculturalidad, respecto de 
las medidas que puedan aprobar conforme las competencias otorgadas expresamente en la Ley Nº 27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, y en la Ley 
Nº 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, respectivamente, y en tanto dichas competencias hayan sido transferidas. El Viceministerio de Interculturalidad 
ejercerá el rol de rectoría en todas las etapas del proceso de consulta, correspondiendo a los gobiernos regionales y locales la decisión final sobre la medida. 
 
Artículo 3.- Definiciones 
 
El contenido de la presente norma se aplica dentro del marco establecido por la Ley y el Convenio 169 de la OIT. Sin perjuicio de ello, se tomarán en cuenta las 
siguientes definiciones: 
 
a) Acta de Consulta.- Instrumento público, con valor oficial, que contiene los acuerdos que se alcance como resultado del proceso de consulta, así como todos 
los actos y ocurrencias desarrollados durante el proceso de diálogo intercultural. Es suscrita por los funcionarios competentes de la entidad promotora y por los o 
las representantes del o de los pueblos indígenas. En caso de que los o las representantes no fueran capaces de firmar el acta, estamparán sus huellas digitales 
en señal de conformidad. Los documentos sustentatorios del acuerdo forman parte del acta de consulta. 
 
b) Afectación Directa.- Se considera que una medida legislativa o administrativa afecta directamente al o los pueblos indígenas cuando contiene aspectos que 
pueden producir cambios en la situación jurídica o en el ejercicio de los derechos colectivos de tales pueblos. 
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c) Ámbito Geográfico.- Área en donde habitan y ejercen sus derechos colectivos el o los pueblos indígenas, sea en propiedad, en razón de otros derechos 
reconocidos por el Estado o que usan u ocupan tradicionalmente. 
d) Buena Fe.- Las entidades estatales deben analizar y valorar la posición del o los pueblos indígenas durante el proceso de consulta, en un clima de confianza, 
colaboración y respeto mutuo. El Estado, los o las representantes y las organizaciones de los pueblos indígenas tienen el deber de actuar de buena fe, centrando 
la discusión en el contenido de las medidas objeto de consulta, siendo inadmisible las prácticas que buscan impedir o limitar el ejercicio de este derecho, así como 
la utilización de medidas violentas o coercitivas como instrumentos de presión en el proceso de consulta. El principio de buena fe, aplicable a ambas partes, 
comprende adicionalmente: 
 
     i. Brindar toda la información relevante para el desarrollo del proceso de diálogo. 
 
     ii. Evitar actitudes o conductas que pretendan la evasión de lo acordado. 
 
     iii. Cooperar con el desarrollo de la consulta. 
 
     iv. Diligencia en el cumplimiento de lo acordado. 
 
     v. Exclusión de prácticas que pretendan impedir o limitar el ejercicio del derecho a la consulta. 
 
     vi. No realizar proselitismo político partidario en el proceso de consulta. 
 
e) Convenio 169 de la OIT.- Convenio OIT Nro. 169, Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, 1989, ratificado por el Estado Peruano 
mediante la Resolución Legislativa Nº 26253. 
 
f) Derechos Colectivos.- Derechos que tienen por sujeto a los pueblos indígenas, reconocidos en la Constitución, en el Convenio 169 de la OIT, así como por los 
tratados internacionales ratificados por el Perú y la legislación nacional. Incluye, entre otros, los derechos a la identidad cultural; a la participación de los pueblos 
indígenas; a la consulta; a elegir sus prioridades de desarrollo; a conservar sus costumbres, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos 
fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos; a la jurisdicción especial; a la tierra y el 
territorio, es decir al uso de los recursos naturales que se encuentran en su ámbito geográfico y que utilizan tradicionalmente en el marco de la legislación vigente-
; a la salud con enfoque intercultural; y a la educación intercultural. 
 
g) Entidad promotora.- Entidad pública responsable de dictar la medida legislativa o administrativa que debe ser objeto de consulta en el marco establecido por 
la Ley y el Reglamento. Las entidades promotoras son: 



 NIR – CONSULTA PREVIA  

 
 

 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL  Página 38 
 

 
i. La Presidencia del Consejo de Ministros, para el caso de Decretos Legislativos. En este supuesto, dicha entidad puede delegar la conducción del proceso de 
consulta en el Ministerio afín a la materia a consultar. 
 
ii. Los Ministerios, a través de sus órganos competentes. 
 
iii. Los Organismos Públicos, a través de sus órganos competentes. 
Los gobiernos regionales y locales, a través de sus órganos competentes, también se entenderán entidades promotoras, conforme a lo establecido en los artículos 
2.2 y 2.3 del Reglamento. 
 
h) Enfoque Intercultural.- Reconocimiento de la diversidad cultural y la existencia de diferentes perspectivas culturales, expresadas en distintas formas de 
organización, sistemas de relación y visiones del mundo. Implica reconocimiento y valoración del otro. 
 
i) Medidas Administrativas.- Normas reglamentarias de alcance general, así como el acto administrativo que faculte el inicio de la actividad o proyecto, o el que 
autorice a la Administración la suscripción de contratos con el mismo fin, en tanto puedan afectar directamente los derechos colectivos de los pueblos indígenas. 
 
En el caso de actos administrativos, el proceso de consulta a los pueblos indígenas se realiza a través de sus organizaciones representativas locales, conforme 
a sus usos y costumbres tradicionales, asentadas en el ámbito geográfico donde se ejecutaría el acto administrativo. 
 
j) Medidas Legislativas.- Normas con rango de ley que puedan afectar directamente los derechos colectivos de los pueblos indígenas. 
 
k) Pueblo Indígena u Originario.- Pueblo que desciende de poblaciones que habitaban en el país en la época de la colonización y que, cualquiera que sea su 
situación jurídica, conserven todas sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas; y que, al mismo tiempo, se auto reconozca 
como tal. Los criterios establecidos en el artículo 7 de la Ley deben ser interpretados en el marco de lo señalado en artículo 1 del Convenio 169 de la OIT. La 
población que vive organizada en comunidades campesinas y comunidades nativas podrá ser identificada como pueblos indígenas, o parte de ellos, conforme a 
dichos criterios. Las denominaciones empleadas para designar a los pueblos indígenas no alteran su naturaleza, ni sus derechos colectivos. En adelante se 
utilizará la expresión “pueblo indígena” para referirse a “pueblo indígena u originario”. 
 
l) Plan de Consulta.- Instrumento escrito que contiene la información detallada sobre el proceso de consulta a realizarse, el que debe ser adecuado a las 
características de la medida administrativa o legislativa a consultarse y con un enfoque intercultural. 
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m) Institución u Organización Representativa de los Pueblos Indígenas.- Institución u organización que, conforme los usos, costumbres, normas propias y 
decisiones de los pueblos indígenas, constituye el mecanismo de expresión de su voluntad colectiva. Su reconocimiento se rige por la normativa especial de las 
autoridades competentes, dependiendo del tipo de organización y sus alcances. En el Reglamento se utilizará la expresión “organización representativa”. 
 
n) Representante.- Persona natural, miembro del pueblo indígena, que pudiera ser afectada directamente por la medida a consultar y que es elegida conforme 
los usos y costumbres tradicionales de dichos pueblos. Cualquier mención a “representante” en el Reglamento se entenderá referida a la forma de participación 
a que hace referencia el artículo 6 de la Ley. El Plan de Consulta incluye la referencia al número de representantes conforme a los criterios señalados en el 
numeral 2 del artículo 10 del Reglamento. En el proceso de consulta, los organismos no gubernamentales u otras organizaciones de la sociedad civil y del sector 
privado sólo podrán ejercer las funciones señaladas en el numeral 3 del artículo 11 del Reglamento. 
 
Artículo 4.- Contenido de la medida legislativa o administrativa 
 
El contenido de la medida legislativa o administrativa que se acuerde o promulgue, sobre la cual se realiza la consulta, debe ser acorde a las competencias de la 
entidad promotora, respetar las normas de orden público así como los derechos fundamentales y garantías establecidos en la Constitución Política del Perú y en 
la legislación vigente. El contenido de la medida debe cumplir con la legislación ambiental y preservar la supervivencia de los pueblos indígenas. 
 
Artículo 5.- De la obligación de consultar 
 
La obligación de consultar al o los pueblos indígenas deriva del Convenio 169 de la OIT y de la Ley y constituye una responsabilidad del Estado Peruano. Dicha 
obligación significa que: 
 
a) Las consultas deben ser formales, plenas y llevarse a cabo de buena fe; debe producirse un verdadero diálogo entre las autoridades gubernamentales y el o 
los pueblos indígenas, caracterizado por la comunicación y el entendimiento, el respeto mutuo y el deseo sincero de alcanzar un acuerdo o consentimiento; 
buscando que la decisión se enriquezca con los aportes de los o las representantes del o de los pueblos indígenas, formulados en el proceso de consulta y 
contenidos en el Acta de Consulta; 
 
b) Deben establecerse mecanismos apropiados, realizándose las consultas de una forma adaptada a las circunstancias y a las particularidades de cada pueblo 
indígena consultado; 
 
c) Las consultas deben realizarse a través de los o las representantes de las organizaciones representativas del o de los pueblos indígenas directamente afectados, 
acreditados conforme al numeral 10.1 del artículo 10 del Reglamento; 
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d) Las consultas deben realizarse con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento sobre las medidas administrativas o legislativas propuestas. 
No obstante, el no alcanzar dicha finalidad no implica la afectación del derecho a la consulta; 
 
e) El derecho a la consulta implica la necesidad de que el pueblo indígena, sea informado, escuchado y haga llegar sus propuestas, buscando por todos los 
medios posibles y legítimos, previstos en la Ley y en el Reglamento, llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas consultadas mediante 
el diálogo intercultural. Si no se alcanzara el acuerdo o consentimiento sobre dichas medidas, las entidades promotoras se encuentran facultadas para dictarlas, 
debiendo adoptar todas las medidas que resulten necesarias para garantizar los derechos colectivos de los pueblos indígenas y los derechos a la vida, integridad 
y pleno desarrollo; 
 
f) La consulta debe tener en cuenta los problemas de accesibilidad que pudieran tener los miembros de las organizaciones representativas de los pueblos 
indígenas, y sus representantes, de llegar al lugar en donde se realice el proceso de consulta. Debe optarse por lugares que por su fácil acceso permitan lograr 
el máximo de participación; 
g) Atendiendo a la diversidad de pueblos indígenas existentes y a la diversidad de sus costumbres, el proceso de consulta considera las diferencias según las 
circunstancias a efectos de llevar a cabo un verdadero diálogo intercultural. Se presta especial interés a la situación de las mujeres, la niñez, personas con 
discapacidad y los adultos mayores; 
 
h) El proceso de consulta debe realizarse respetando los usos y tradiciones de los pueblos indígenas, en el marco de lo establecido por la Constitución y las leyes. 
La participación de las mujeres, en particular en funciones de representación, se realizará conforme a lo señalado en este inciso; 
 
i) Los pueblos indígenas deben realizar los procedimientos internos de decisión o elección, en el proceso de consulta, en un marco de plena autonomía, y sin 
interferencia de terceros ajenos a dichos pueblos, respetando la voluntad colectiva; 
 
j) La obligación del Estado de informar al pueblo indígena, así como la de apoyar la evaluación interna, se circunscribe sólo a las organizaciones representativas 
de los pueblos indígenas que participen del proceso de consulta. 
 
k) Las normas de carácter tributario o presupuestario no serán materia de consulta; 
 
l) No requieren ser consultadas las decisiones estatales de carácter extraordinario o temporal dirigidas a atender situaciones de emergencia derivadas de 
catástrofes naturales o tecnológicas que requieren una intervención rápida e impostergable con el objetivo de evitar la vulneración de derechos fundamentales de 
las personas. El mismo tratamiento reciben las medidas que se dicten para atender emergencias sanitarias, incluyendo la atención de epidemias, así como la 
persecución y control de actividades ilícitas, en el marco de lo establecido por la Constitución Política del Perú y las leyes vigentes; 
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m) Son documentos de carácter público, disponibles, entre otros medios, a través de los portales web de las entidades promotoras: El Plan de Consulta, la 
propuesta de la medida administrativa o legislativa a consultar, el nombre de las organizaciones representativas de los pueblos indígenas y el de sus 
representantes, el nombre de los representantes estatales, el Acta de Consulta y el Informe de Consulta; y 
 
n) La dación de medidas administrativas o legislativas que contravengan lo establecido en la Ley y el Reglamento, vulnerando el derecho a la consulta, pueden 
ser objeto de las medidas impugnatorias previstas en la legislación. 
 
Artículo 6.- Consulta previa y recursos naturales 
 
De acuerdo a lo establecido en el artículo 15 del Convenio 169 de la OIT y en el artículo 66 de la Constitución Política del Perú; y siendo los recursos naturales, 
incluyendo los recursos del subsuelo, Patrimonio de la Nación; es obligación del Estado Peruano consultar al o los pueblos indígenas que podrían ver afectados 
directamente sus derechos colectivos, determinando en qué grado, antes de aprobar la medida administrativa señalada en el artículo 3, inciso i) del Reglamento 
que faculte el inicio de la actividad de exploración o explotación de dichos recursos naturales en los ámbitos geográficos donde se ubican el o los pueblos 
indígenas, conforme a las exigencias legales que correspondan en cada caso. 
Artículo 7.- Sujetos del derecho a la consulta 
 
7.1 Los titulares del derecho a la consulta son el o los pueblos indígenas cuyos derechos colectivos pueden verse afectados de forma directa por una medida 
legislativa o administrativa. 
 
7.2 Los titulares del derecho a la consulta son el o los pueblos indígenas del ámbito geográfico en el cual se ejecutaría dicha medida o que sea afectado 
directamente por ella. La consulta se realiza a través de sus organizaciones representativas. Para ello, los pueblos indígenas nombrarán a sus representantes 
según sus usos, costumbres y normas propias. 
 
Artículo 8.- Identificación de los sujetos del derecho 
 
8.1 La entidad promotora identifica al o los pueblos indígenas, que pudieran ser afectados en sus derechos colectivos por una medida administrativa o legislativa, 
y a sus organizaciones representativas, a través de la información contenida en la Base de Datos Oficial. 
 
8.2 En caso la entidad promotora cuente con información que no esté incluida en la Base de Datos Oficial, remitirá la misma al Viceministerio de Interculturalidad 
para su evaluación e incorporación a dicha Base, de ser el caso. 
 
Artículo 9.- Derecho de petición 
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 9.1 El o los pueblos indígenas, a través de sus organizaciones representativas, pueden solicitar su inclusión en un proceso de consulta; o la realización del mismo 
respecto de una medida administrativa o legislativa que consideren pueda afectar directamente sus derechos colectivos. El derecho de petición se ejercerá por 
una sola vez y nunca simultáneamente. 
El petitorio debe remitirse a la entidad promotora de la medida dentro de los quince (15) días calendario de publicado el Plan de Consulta respectivo, para el caso 
de inclusión en consultas que se encuentren en proceso. En caso el petitorio tenga como objeto solicitar el inicio de un proceso de consulta, dicho plazo correrá 
desde el día siguiente de la publicación de la propuesta de medida en el Diario Oficial. En este último supuesto, si la propuesta de medida no se hubiera publicado, 
el derecho de petición se puede ejercer hasta antes de que se emita la medida administrativa o legislativa. 
 
La entidad promotora decidirá sobre el petitorio dentro de los siete (7) días calendario de recibido el mismo, sobre la base de lo establecido en el Reglamento y 
la normativa vigente aplicable. 
 
9.2 En el supuesto de que se deniegue el pedido, las organizaciones representativas de los pueblos indígenas pueden solicitar la reconsideración ante la misma 
autoridad o apelar la decisión. Si la entidad promotora forma parte del Poder Ejecutivo, la apelación es resuelta por el Viceministerio de Interculturalidad, quien 
resolverá en un plazo no mayor de siete (7) días calendario, sobre la base de lo establecido en el Reglamento y la normativa vigente aplicable, bajo responsabilidad. 
Con el pronunciamiento de esta entidad queda agotada la vía administrativa. 
La apelación, en cualquier supuesto, debe realizarse en cuaderno aparte y sin efecto suspensivo. 
9.3 En caso de que el pedido sea aceptado y el proceso de consulta ya se hubiera iniciado, se incorporará al o los pueblos indígenas, adoptando las medidas que 
garanticen el ejercicio del derecho a la consulta. 
 
Artículo 10.- Acreditación de representantes 
 
10.1 El o los pueblos indígenas participan en los procesos de consulta a través de sus representantes nombrados conforme a sus propios usos y costumbres, 
debiendo acreditarlos en el proceso de consulta ante la entidad promotora, alcanzando un documento formal de acreditación. El indicado documento debe estar 
firmado por los responsables del nombramiento de los representantes según corresponda. Las mismas reglas se siguen en caso se realice un cambio de 
representantes en el proceso de consulta. Este cambio no altera el proceso ni los acuerdos alcanzados hasta dicho momento. 
 
Quien presente el documento formal de acreditación debe ser la persona que aparece registrada en la Base de Datos Oficial como representante de la organización 
representativa del o los pueblos indígenas. 
 
10.2 El número de representantes designados debe considerar las necesidades del proceso, con enfoque de género y facilitando el diálogo intercultural orientado 
a la búsqueda de acuerdos. 
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10.3 La falta de organizaciones representativas o representantes no es obstáculo para la realización del proceso de consulta, debiendo la entidad promotora 
adoptar las medidas necesarias para hacer posible la consulta al o los pueblos indígenas que pudieran ser afectados. Corresponde al Viceministerio de 
Interculturalidad incluir dicho supuesto en la Guía Metodológica. 
 
10.4 El o los pueblos indígenas, dentro de los treinta (30) días calendarios de recibido el Plan de Consulta, deben designar a sus representantes, conforme lo 
regula el presente artículo. El nombre de los o las representantes y los documentos de acreditación son de acceso público. El plazo de designación de los 
representantes transcurre dentro del plazo de la etapa de información, prevista en el artículo 18 del Reglamento. 
 
En caso no llegara la acreditación dentro del plazo, se presumirá que las personas registradas en la Base de Datos son los o las representantes. 
 
Artículo 11.- De la participación de facilitadores, intérpretes y asesores en el proceso de consulta 
 
11.1 La Entidad promotora es la responsable de convocar a los facilitadores, facilitadoras e intérpretes previa coordinación con los o las representantes del o de 
los pueblos indígenas. El Viceministerio de Interculturalidad dictará políticas orientadas a promover la debida capacitación de facilitadores e intérpretes. 
 
11.2 Los y las intérpretes, facilitadores y facilitadoras deben estar registrados obligatoriamente en el Registro respectivo a cargo del Viceministerio de 
Interculturalidad. 
 
11.3 Los pueblos indígenas, a través de sus organizaciones representativas y sus representantes están facultados a contar con asesores durante todo el proceso 
de consulta, quienes cumplen tareas de colaboración técnica en el proceso. Los asesores y asesoras no pueden desempeñar el rol de vocería. 
 
11.4 La Guía Metodológica establecerá las pautas de actuación de los facilitadores y facilitadoras, asesores, asesoras e intérpretes. El Viceministerio de 
Interculturalidad promueve la participación efectiva de las mujeres en dichas funciones. 
 
Artículo 12.- De la participación de interesados en las medidas administrativas 
 
Cuando la medida administrativa sometida a consulta haya sido solicitada por un administrado, éste puede ser invitado por la entidad promotora, por pedido de 
cualquiera de las partes y en cualquier etapa del proceso, con el fin de brindar información, realizar aclaraciones o para evaluar la realización de cambios respecto 
del contenido de la indicada medida, sin que ello implique que dicho administrado se constituya en parte del proceso de consulta. 
 
Artículo 13.- De la metodología 
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El proceso de consulta se realiza a través de una metodología con enfoque intercultural, de género, participativo y flexible a las circunstancias, en el marco de lo 
establecido en el Convenio 169 de la OIT, la Ley y el Reglamento. Se rige por los principios establecidos en la Ley y es acorde con las disposiciones del 
Reglamento. Para su desarrollo se considerará la Guía Metodológica. 
 
Artículo 14.- Inicio del proceso 
 
El proceso de consulta se inicia con la etapa de identificación de la medida a consultar y del o los pueblos indígenas, conforme lo señalado por la Ley y el Título 
I de la presente norma. 
 
Artículo 15.- Reuniones preparatorias 
 
Las entidades promotoras pueden realizar reuniones preparatorias con las organizaciones representativas del o de los pueblos indígenas, a fin de informarles la 
propuesta de Plan de Consulta. 
 
También podrán realizar dichas reuniones en casos de procedimientos de especial complejidad que requieran precisiones mayores a las contenidas en el 
Reglamento. 
 
Artículo 16.- Del Plan de Consulta 
 
El Plan de Consulta debe ser entregado por la entidad promotora a las organizaciones representativas de los pueblos indígenas, junto con la propuesta de la 
medida a consultar, conteniendo al menos: 
 
a) Identificación del o de los pueblos indígenas a ser consultados; 
 
b) Las obligaciones, tareas y responsabilidades de los actores del proceso de consulta; 
 
c) Los plazos y el tiempo para consultar, los que deberán adecuarse a la naturaleza de la medida objeto de consulta; 
 
d) Metodología del proceso de consulta, lugar de reuniones e idiomas que se utilizarán, y las medidas que faciliten la participación de las mujeres indígenas en el 
proceso; 
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e) Los mecanismos de publicidad, información, acceso y transparencia del proceso, así como el mecanismo para realizar consultas o aclaraciones sobre la medida 
objeto de consulta. 
 
Artículo 17.- Etapa de publicidad de la medida 
 
Las entidades promotoras de la medida administrativa o legislativa objeto de consulta deben entregarla a las organizaciones representativas del o los pueblos 
indígenas que serán consultados, mediante métodos y procedimientos culturalmente adecuados, considerando el o los idiomas de los pueblos indígenas y sus 
representantes. Al mismo tiempo deben entregar el Plan de Consulta. 
 
Una vez que se haya entregado a las organizaciones representativas del o los pueblos indígenas tanto la propuesta de medida como el Plan de Consulta, culmina 
esta etapa e inicia la etapa de información. Tal hecho debe constar en el portal web de la entidad promotora. 
 
Artículo 18.- Etapa de información 
 
18.1 Corresponde a las entidades promotoras brindar información al o los pueblos indígenas y a sus representantes, desde el inicio del proceso de consulta, sobre 
los motivos, implicancias, impactos y consecuencias de la medida legislativa o administrativa. La etapa de información dura entre treinta (30) y sesenta (60) días 
calendario, según establezca la autoridad promotora. 
 
18.2 La información debe darse de forma adecuada y oportuna, con el objetivo de que el o los pueblos indígenas cuenten con información suficiente sobre la 
materia de consulta, así como para evaluar la medida y formular sus propuestas. Se deben usar medios de comunicación cercanos a la población indígena de tal 
manera que puedan llegar efectivamente a sus organizaciones representativas y a sus representantes, sobre la base de un enfoque intercultural. 
18.3 La entidad promotora alentará que el o los pueblos indígenas cuenten con la asistencia técnica que fuera necesaria para la comprensión de la medida. 
Artículo 19.- Etapa de evaluación interna 
 
19.1 Las organizaciones representativas del o los pueblos indígenas y sus representantes deben contar con un plazo razonable en consideración de la naturaleza 
de la medida con el fin de realizar un análisis sobre los alcances e incidencias de la medida legislativa o administrativa y sobre la relación directa entre su contenido 
y la afectación de sus derechos colectivos, calidad de vida y desarrollo de los pueblos indígenas. 
 
19.2 Debe incorporarse dentro de los costos del proceso de consulta el apoyo logístico que debe brindarse a los pueblos indígenas para la realización de la etapa 
de evaluación interna y conforme lo señalado en el artículo 26 del Reglamento. 
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19.3 Acabado el proceso de evaluación interna, y dentro del plazo de dicha etapa, los o las representantes del o de los pueblos indígenas deberán entregarle a 
la entidad promotora, un documento escrito y firmado, o de forma verbal, dejándose constancia en un soporte que lo haga explícito, en el cual podrán indicar su 
acuerdo con la medida o presentar su propuesta acerca de lo que es materia de consulta, debiendo referirse en particular a las posibles consecuencias directas 
respecto a las afectaciones a sus derechos colectivos. Si los o las representantes no pudieran firmarlo, pueden colocar su huella digital. 
 
19.4. En caso los o las representantes del o de los pueblos indígenas señalen que se encuentran de acuerdo con la medida, concluye el proceso de consulta. La 
autoridad toma el documento indicado en el numeral anterior, en que se señala el acuerdo, como Acta de Consulta. En caso de que los o las representantes de 
las organizaciones representativas del o los pueblos indígenas presenten modificaciones, aportes o propuestas, tales servirán para iniciar la etapa de diálogo 
propiamente dicha. 
 
19.5 En caso los o las representantes del o de los pueblos indígenas no expresen su voluntad colectiva conforme lo señalado en el numeral 19.3 dentro del plazo 
previsto para la evaluación interna, la entidad promotora entenderá que existe desacuerdo con la medida y convocará a la primera reunión de la etapa de diálogo. 
En dicha reunión los o las representantes deberán presentar los resultados de la evaluación interna. En caso no pudieran entregarlos, por razones debidamente 
justificadas, la entidad promotora volverá a citarlos en dicha reunión, y dentro del plazo de la etapa de diálogo, con el fin de recibir dicha evaluación e iniciar la 
búsqueda de acuerdos, de ser el caso. 
 
Si a pesar de lo señalado en el párrafo anterior, los o las representantes del o de los pueblos indígenas no presentaran los resultados de la evaluación interna, 
sean en forma oral o escrita, se entenderá abandonado el proceso de consulta y se pasará a la etapa de decisión. 
19.6 En caso de haber varios representantes del o de los pueblos indígenas, con opiniones divergentes, cada una de ellos podrá emitir sus propias opiniones 
sobre la medida materia de consulta. Todas las partes, incluso las que señalaron su acuerdo, tienen el derecho de participar en este caso en la etapa de diálogo. 
 
19.7 La evaluación interna debe completarse dentro de un plazo máximo de treinta (30) días calendario. 
 
Artículo 20.- Etapa de diálogo 
 
20.1 El diálogo intercultural se realiza respecto de aquellos aspectos en donde se presentan diferencias entre las posiciones de la propuesta de la entidad 
promotora y las presentadas por el o los pueblos indígenas. Esta debe guiarse por un esfuerzo constante, y de buena fe, por alcanzar acuerdos sobre la medida 
objeto de consulta. 
 
20.2 En el caso de medidas legislativas o administrativas de alcance general, la etapa de diálogo se realiza en la sede de la entidad promotora, salvo que las 
partes elijan una sede distinta, la cual debe contar con las facilidades que permitan el adecuado desarrollo del proceso. 
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20.3 En el caso de consulta de actos administrativos, la etapa de diálogo se realizará en un lugar que facilite la participación de los o las representantes del o de 
los pueblos indígenas. 
 
20.4 Si algún pueblo indígena, que ya es parte del proceso de consulta al haber sido debidamente informado y convocado, no participara en la etapa de diálogo, 
y en tanto aún no se haya firmado el Acta de Consulta, puede incorporarse al proceso, previa presentación de sus aportes y aceptando el estado en el que se 
encuentra el proceso al momento de su incorporación, incluyendo los acuerdos que ya se hubieran adoptado. 
 
20.5 La entidad promotora deberá, en caso sea necesario y para el desarrollo de esta etapa, cubrir los costos de los traslados, alimentación y alojamiento de los 
o las representantes del o de los pueblos indígenas y de los miembros de organizaciones representativas indígenas necesarios para el desarrollo del proceso de 
consulta; de conformidad con lo señalado en el artículo 26 del Reglamento. 
 
20.6 El período máximo de esta etapa será de treinta (30) días calendario, pudiendo ser extendido, por razones debidamente justificadas y por acuerdo de las 
partes. 
 
20.7 En el desarrollo de la etapa de diálogo se observarán las siguientes reglas mínimas: 
 
a) El o los pueblos indígenas tienen el derecho de usar su lengua nativa o el idioma oficial. Cuando alguna de las partes desconozca el idioma del interlocutor se 
contará con los intérpretes respectivos. 
 
b) Al iniciar la etapa de diálogo, la entidad promotora de la medida legislativa o administrativa debe realizar una exposición sobre los desacuerdos subsistentes al 
terminar la etapa de evaluación interna sobre la base de los documentos que las partes presentaron al finalizar dicha etapa. Realizada esta presentación se inicia 
el proceso de búsqueda de consenso. 
 
Artículo 21.- Suspensión y abandono del proceso de diálogo 
 
21.1 Si durante el proceso de consulta se produjeran actos o hechos ajenos a las partes que perturbaran el proceso de diálogo, la entidad promotora suspenderá 
el mismo hasta que se den las condiciones requeridas, sin perjuicio de que las autoridades gubernamentales competentes adopten las medidas previstas en la 
legislación. La decisión de suspensión se sustentará en un informe motivado sobre los actos o hechos que afectan el proceso de diálogo, no pudiendo dicha 
suspensión o la suma de ellas, de ser el caso, superar el plazo de quince (15) días calendario. 
Cumplido ese plazo la entidad promotora podrá convocar al diálogo en un lugar que garantice la continuidad del proceso, en coordinación, de ser posible, con los 
o las representantes del o de los pueblos indígenas. 
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En cualquier caso, la entidad promotora pondrá fin al proceso de diálogo si el incumplimiento del principio de buena fe impidiera la continuación del proceso de 
consulta, elaborando un informe sobre las razones que sustentan dicha decisión, sin perjuicio de que las autoridades gubernamentales competentes adopten las 
medidas previstas en la legislación, de ser el caso, luego de lo cual se pasará a la etapa de decisión. 
 
21.2 El o los pueblos indígenas pueden desistirse, no continuar, o abandonar el proceso de consulta. Las entidades promotoras deben agotar todos los medios 
posibles previstos en la Ley y el Reglamento para generar escenarios de diálogo. Si luego de lo señalado no es posible lograr la participación del o de los pueblos 
indígenas, a través de sus organizaciones representativas, la entidad promotora dará el proceso por concluido, elaborando un informe que sustente la decisión 
adoptada, dentro del plazo de la etapa de diálogo. 
 
Artículo 22.- Acta de consulta 
 
22.1 En el Acta de Consulta deben constar, de ser el caso, los acuerdos adoptados, señalando expresamente si los mismos son totales o parciales. En caso de 
no existir acuerdo alguno, o cuando el acuerdo es parcial, debe quedar constancia de las razones del desacuerdo parcial o total. 
 
22.2 El Acta será firmada por los o las representantes del o de los pueblos indígenas y por los funcionarios y funcionarias debidamente autorizados de la entidad 
promotora. 
 
De negarse a firmar el Acta, se entenderá como una manifestación de desacuerdo con la medida, y se pasará a la etapa de decisión. 
 
Artículo 23.- Etapa de decisión 
 
23.1 La decisión final sobre la aprobación de la medida legislativa o administrativa corresponde a la entidad promotora. Dicha decisión debe estar debidamente 
motivada e implica una evaluación de los puntos de vista, sugerencias y recomendaciones planteados por el o los pueblos indígenas durante el proceso de 
diálogo, así como el análisis de las consecuencias directas que la adopción de una determinada medida tendría respecto a sus derechos colectivos reconocidos 
en la Constitución Política del Perú y en los tratados ratificados por el Estado Peruano. 
 
23.2 De alcanzarse un acuerdo total o parcial entre el Estado y el o los pueblos indígenas, como resultado del proceso de consulta, dicho acuerdo es de carácter 
obligatorio para ambas partes. 
23.3 En caso de que no se alcance un acuerdo y la entidad promotora dicte la medida objeto de consulta, le corresponde a dicha entidad adoptar todas las 
medidas que resulten necesarias para garantizar los derechos colectivos del o de los pueblos indígenas, así como los derechos a la vida, integridad y pleno 
desarrollo, promoviendo la mejora de su calidad de vida. Los o las representantes que expresen su desacuerdo tienen el derecho de que el mismo conste en el 
Acta de Consulta. 
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Artículo 24.- Plazo máximo del proceso de consulta 
 
El plazo máximo para el desarrollo de las etapas de publicidad, información, evaluación interna y diálogo es de ciento veinte (120) días calendario; contados a 
partir de la entrega de la propuesta de medida administrativa o legislativa hasta la firma del Acta de Consulta. 
 
Artículo 25.- Informe de consulta 
 
Culminado el proceso de consulta, la entidad promotora debe publicar en su portal web un Informe conteniendo: 
 
a) La propuesta de medida que se puso a consulta. 
b) El Plan de Consulta. 
c) Desarrollo del proceso. 
d) Acta de Consulta. 
e) Decisión adoptada, de ser el caso. 
El Informe Final debe ser remitido a los o las representantes del o de los pueblos indígenas que participaron en el proceso de consulta. 
 
Artículo 26.- Financiamiento del proceso de consulta 
 
26.1 En el caso de medidas legislativas y administrativas de alcance general, corresponde a la entidad promotora financiar los costos del proceso de consulta. 
 
26.2 En el caso de consultas de actos administrativos, los costos del proceso se incorporan en las tasas que cubren los costos del trámite de la indicada medida. 
 
26.3 Las entidades promotoras identificarán o modificarán en sus TUPA los procedimientos a los que se le aplique el presente artículo. 
 
Artículo 27.- De la consulta de medidas legislativas u otras de alcance general a cargo del Gobierno Nacional. 
 
27.1 Las medidas legislativas o administrativas de alcance general, incluyendo los planes y programas, sólo serán consultadas en aquellos aspectos que impliquen 
una modificación directa de los derechos colectivos de los pueblos indígenas. 
 
27.2 Para tal fin, se consultará al o los pueblos indígenas, a través de sus representantes elegidos de acuerdo a sus propios usos y costumbres. 
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27.3 El proceso de consulta a los pueblos indígenas referido en el inciso anterior, se realizará a través de sus organizaciones representativas asentadas en el 
ámbito geográfico de la medida. 
 
27.4 Conforme al numeral 8 del artículo 118 de la Constitución Política del Perú, las medidas reglamentarias no pueden transgredir ni desnaturalizar las leyes, 
por lo que no pueden cambiar la situación jurídica de los derechos colectivos de los pueblos indígenas previstos en la ley. Sin perjuicio de lo anterior, podrían 
utilizarse los mecanismos de participación ciudadana previstos en la legislación, distintos a la consulta, conforme lo señala el Convenio 169 de la OIT. 
 
27.5 Cuando, de manera excepcional, el Poder Ejecutivo ejercite las facultades legislativas previstas en el artículo 104 de la Constitución Política del Perú, se 
consultará aquellas disposiciones del proyecto de Decreto Legislativo que impliquen una modificación directa de los derechos colectivos de los pueblos indígenas. 
El Poder Ejecutivo incluirá, en el pedido de delegación de facultades, un período adicional para el desarrollo del proceso de consulta. 
 
27.6 La consulta de los proyectos de Decretos Legislativos se realizará sólo respecto del artículo o artículos que pudieran implicar un cambio en la situación 
jurídica de un derecho colectivo reconocido a los pueblos indígenas. Estarán comprendidos en el proceso de consulta sólo los pueblos indígenas que pudieran 
ser afectados directamente por el artículo o artículos antes indicados, a través de sus organizaciones representativas asentadas en el ámbito geográfico de la 
medida. 
 
27.7 La dación de Decretos de Urgencia se rige por las reglas establecidas en el numeral 19 del artículo 118 de la Constitución Política del Perú. 
 
Artículo 28.- Funciones del Viceministerio de Interculturalidad 
 
Son funciones del Viceministerio de Interculturalidad las establecidas por Ley y el Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Cultura. Estas 
incluyen: 
 
1. Concertar, articular y coordinar la política estatal de implementación del derecho a la consulta. Asimismo, brinda opinión previa sobre procedimientos para 
aplicar el derecho a la consulta. 
 
2. Brindar asistencia técnica y capacitación previa a las entidades promotoras y a las organizaciones representativas y a sus representantes, del o de los pueblos 
indígenas, así como atender las dudas que surjan en cada proceso en particular, en coordinación con las entidades promotoras. 
 
3. Emitir opinión, de oficio o a pedido de cualquiera de las entidades promotoras, sobre la calificación de las medidas legislativas o administrativas proyectadas 
por dichas entidades, sobre el ámbito de la consulta y la determinación del o de los pueblos indígenas a ser consultados, así como sobre el Plan de Consulta. 
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4. Asesorar a la entidad responsable de ejecutar la consulta y al o los pueblos indígenas que son consultados en la definición del ámbito y características de la 
misma. 
 
5. Elaborar, consolidar y actualizar la Base de Datos Oficial relativa a los pueblos indígenas, en donde también se registrarán sus organizaciones representativas. 
6. Registrar los resultados de las consultas realizadas. Para tal fin, las entidades promotoras deben remitirle en formato electrónico, los Informes de Consulta. La 
información debe servir de base para el seguimiento del cumplimiento de los acuerdos adoptados en los procesos de consulta. 
 
7. Crear, mantener y actualizar un Registro de Facilitadores, así como el Registro de Intérpretes de las lenguas indígenas. 
 
8. Dictar una Guía Metodológica para la implementación del derecho de consulta, incluyendo documentos modelo, en el marco de la Ley y el Reglamento. 
 
Artículo 29.- Base de Datos Oficial 
 
29.1 La Base de Datos Oficial de los pueblos indígenas y sus organizaciones a que hace referencia la Ley, constituye un instrumento de acceso público y gratuito, 
que sirve para el proceso de identificación de los pueblos indígenas. No tiene carácter constitutivo de derechos. 
 
29.2 El Viceministerio de Interculturalidad es la entidad responsable de elaborar, consolidar y actualizar la Base de Datos Oficial. Mediante Resolución Ministerial 
del Ministerio de Cultura se aprueba la directiva que la regula, incluyendo los procedimientos para la incorporación de información en la misma, en particular la 
disponible en las distintas entidades públicas, así como para la coordinación con las organizaciones representativas de los pueblos indígenas. La Resolución 
Ministerial se aprobará dentro de los treinta (30) días calendario de la entrada en vigencia del Reglamento. 
 
29.3 Todo organismo público al cual se le solicite información para la construcción de la Base de Datos Oficial está en la obligación de brindarla. 
 
Artículo 30.- Deberes del funcionario público en el proceso de consulta 
 
Los funcionarios y funcionarias públicos que participen en cualquiera de las etapas del proceso de consulta deberán actuar, bajo responsabilidad, en estricto 
cumplimiento de lo establecido en la Ley y el Reglamento, en el marco del principio de Buena Fe. 
 

Resolución Viceministerial 
010-2013-VMI-MC 
Aprueban “Procedimiento 
del derecho de petición de 

I. Objetivo 
 
La presente Directiva tiene por objeto desarrollar el procedimiento administrativo a seguirse con relación al ejercicio del derecho de petición de los pueblos 
indígenas, contemplado en el artículo 9 del Reglamento de la Ley Nº 29785. 
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los Pueblos Indígenas para 
la inclusión en un proceso 
de consulta previa o para la 
realización del mismo, en el 
Ministerio de Cultura 

Ello, con el propósito de determinar si un pueblo indígena debe ser incluido dentro de un proceso de consulta previa o si este debe realizarse, en ambos casos, 
respecto a una medida legislativa o administrativa que pueda afectar directamente sus derechos colectivos. 
 
II. Finalidad 
 
Contar con un procedimiento que permita pronunciamiento de la entidad responsable ante peticiones formuladas por pueblos indígenas, respecto al derecho de 
consulta previa de una medida legislativa o administrativa que los afecta directamente. 
 
III. Alcance 
 
Órganos, unidades orgánicas, unidades ejecutoras, programas y proyectos del Ministerio de Cultura. 
 
V. Responsabilidad 
 
5.1. Para efectos de la presente directiva la Dirección de Consulta Previa es la instancia responsable, dentro del Ministerio de Cultura, de resolver solicitudes de 
petición sobre medidas que pudieran impulsar alguno de sus órganos, unidades orgánicas, unidades ejecutoras, programas o proyectos. De ser el caso, dicha 
dirección también se encarga de resolver los recursos de reconsideración que se presenten a los pronunciamientos que realice respecto de las peticiones 
formuladas. 
 
5.2. El Despacho Viceministerial de Interculturalidad del Ministerio de Cultura es la instancia responsable de resolver, en segunda instancia y de forma definitiva, 
el recurso de apelación que se formule dentro del procedimiento de petición. 
 
5.3. En la etapa de apelación, la Dirección General de Derechos de los Pueblos Indígenas es el órgano encargado de emitir informe sustentatorio al Despacho 
Viceministerial de Interculturalidad. 
 
5.4. La Oficina de Atención al Ciudadano y Gestión Documentaria es responsable de elevar al área correspondiente, en el mismo día de su presentación, los 
escritos relacionados con cualquier etapa del procedimiento petición que se presente ante el Ministerio de Cultura. 
 
VI. Disposiciones Generales 
 
6.1. Los órganos, unidades orgánicas, unidades ejecutoras, proyectos y programas del Ministerio de Cultura, responsables de la medida administrativa objeto de 
la petición, facilitan a la Dirección de Consulta Previa la documentación que tuvieran a su cargo para resolver en el término de la distancia. 
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6.2. El derecho de petición regulado en la presente Directiva se ejerce por una sola vez, y nunca simultáneamente, a través de las organizaciones representativas 
de pueblos indígenas. En tal sentido, se adoptará el criterio adoptando la prelación para dar trámite a los pedidos que se presenten. 
6.3. La solicitud que contiene un pedido de inclusión a un proceso de consulta previa, no suspende el desarrollo de las etapas del proceso en marcha. 
 
6.4. En los casos donde se resuelva favorablemente la petición, el órgano responsable de la consulta previa deberá implementar medidas necesarias que 
garanticen el ejercicio del derecho de consulta, entre ellas: 
6.4.1. Cumplir con dar inicio a las etapas del proceso de consulta previa, en caso que el objeto de la solicitud de petición haya sido la realización del mismo. 
 
6.4.2. Incorporar al pueblo solicitante, en la etapa en la que se encuentre el proceso de consulta que se encuentre en trámite, implementando medidas que 
garanticen el ejercicio del derecho de consulta, en caso que el objeto de la solicitud de petición haya sido la inclusión del mismo. 
 
6.5. Los requisitos para el ejercicio del derecho de petición desarrollados en la presente Directiva, no deben ser observados como limitaciones al derecho de los 
pueblos indígenas en el ejercicio su derecho de petición, por el contrario deben ser entendidos como elementos mínimos necesarios para un pronunciamiento de 
fondo. El funcionario o funcionaria responsable de pronunciarse sobre la petición apreciará en conjunto los documentos que sustentan el pedido, así como aquellos 
que puedan ser generados para mejor resolver. 
 
6.6. Sin perjuicio de los actos de notificación de los pronunciamientos que pueden generarse como resultado de los procedimientos establecidos en la presente 
directiva, se deberán realizar acciones que contribuyan con garantizar la publicidad de las decisiones adoptadas. Por lo cual, los respectivos pronunciamientos 
serán: a) publicados en la página web institucional, b) remitidos a las organizaciones de pueblos indígenas de carácter nacional que tengan domicilio en la ciudad 
de Lima, c) publicados, mediante panel, en la Dirección Desconcentrada del Ministerio de Cultura ubicada dentro de la región a la cual pertenece el pueblo 
solicitante o su organización representativa. 
 
6.7. Para la presente Directiva debe tenerse presente las siguientes definiciones: 
 
6.7.1. Derechos colectivos: Derechos que tienen por sujeto a los pueblos indígenas, reconocidos en la Constitución, en el Convenio 169 de la OIT, así como lo 
tratados internacionales ratificados por el Perú y la legislación nacional. 
 
6.7.2.Derecho de petición : Derecho cuyo titular es un pueblo indígena quien a través de sus organizaciones representativas puede solicitar su inclusión en un 
proceso de consulta o la realización del mismo respecto de una media administrativa o legislativa que consideren pueda afectar directamente sus derechos 
colectivos. 
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6.7.3. Documento: Se consideran a los escritos públicos o privados, los impresos, fotocopias, planos, dibujos, fotografías y demás objetos que recojan, contengan 
o representen algún hecho respecto al pueblo indígena, derechos colectivos o hechos expuestos en la petición. 
 
6.7.4. Entidad promotora: Cualquier entidad que forma parte del Poder Ejecutivo y que sea la responsable de dictar la medida legislativa o administrativa que 
debe ser objeto de consulta previa en el marco de la Ley de Consulta Previa y Reglamento. 
 
6.7.5. Medidas Administrativas : Normas reglamentarias de alcance general, así como el acto administrativo que faculte el inicio de la actividad o proyecto, o el 
que autorice a la Administración la suscripción de contratos con el mismo fin, en tanto puedan afectar directamente los derechos colectivos de los pueblos 
indígenas. 
 
En el caso de actos administrativos, el proceso de consulta a los pueblos indígenas se realiza a través de sus organizaciones representativas locales, conforme 
a sus usos y costumbres tradicionales, asentadas en el ámbito geográfico donde se ejecutaría el acto administrativo. 
 
6.7.6. Medidas Legislativas: Normas con rango de ley que puedan afectar directamente los derechos colectivos de los pueblos indígenas. 
 
VII. Disposiciones Específicas 
 
Sobre el derecho de petición 
 
7.1. Los pueblos indígenas, a través de sus organizaciones representativas, tienen derecho de solicitar, ante la entidad promotora de una medida legislativa o 
administrativa que pueda afectar directamente sus derechos colectivos, lo siguiente: 
 
7.1.1. La realización de un proceso de consulta previa. 
 
7.1.2. Ser incluidos dentro de un proceso de consulta previa. 
 
Requisitos, plazos y procedimiento para el trámite de pedidos de realización de procesos de consulta previa 
 
7.2. La petición debe ser presentada mediante documento y debe contener la siguiente información: 
 
7.2.1. Nombre, datos completos y firma de quien presenta el pedido. 
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7.2.2. Identificación del pueblo indígena afectado. 
 
7.2.3. Señalar de manera clara y precisa lo solicitado, para lo cual deberá observar el punto 7.1.1. 
 
7.2.4. Fundamentos en los que se justifica las razones por las que se considera que debe realizarse un proceso de consulta previa. Para lo cual, se debe identificar 
la medida, señalar los derechos colectivos que se estarían afectando de forma directa y los argumentos por los que se considera que los derechos alegados se 
lesionan con la medida. De ser posible, se deberá adjuntar los medios probatorios que sustenten la petición. 
7.2.5. Señalar domicilio donde se efectuará la notificación de los pronunciamientos que se emitan. El acto de notificación también podrá realizarse mediante correo 
electrónico, para lo cual deberá indicarse la dirección del destinatario. 
 
7.3. Asimismo, con la solicitud de petición debe adjuntarse el documento que acredite la representación del pueblo indígena del solicitante. Para lo cual, se 
considera como válido a cualquier instrumento que haya sido elaborado por el pueblo indígena, de acuerdo a sus usos y costumbres. 
 
7.4. En caso no se adjunte lo antes señalado, se otorgará un plazo de dos días hábiles para subsanar dicha omisión. 
 
7.5. El escrito que contiene la solicitud de petición debe ser presentado dentro de los quince días calendarios posteriores a la publicación de la propuesta de 
medida en el Diario Oficial, observándose lo previsto en el D.S. 001-2009-JUS, reglamento que establece disposiciones relativas a la publicidad, publicación de 
proyectos normativos y difusión de normas legales de carácter general. 
 
En el supuesto que no se haya publicado la propuesta de medida, la petición puede ser presentada hasta antes de que la medida sea emitida. 
 
7.6. En el plazo de siete días calendarios posteriores a la presentación o subsanación del escrito de petición, la Dirección de Consulta Previa se encargará de 
resolver la solicitud correspondiente. 
 
7.7. Para emitir pronunciamiento, la Dirección de Consulta Previa observa el cumplimiento de las normas previstas en el Reglamento de la Ley Nº 29785 y la 
normativa vigente aplicable, en especial aquellas relacionadas con la afectación que podría generarse a pueblos indígenas con la emisión de la medida 
administrativa. Asimismo, deberá contarse con un informe técnico que contenga el análisis sobre la propuesta de medida, así como sobre la posible afectación 
de derechos colectivos. 
 
7.8. La decisión adoptada por la Dirección de Consulta Previa se plasma en un oficio que se remitirá al peticionante, con el correspondiente sustento técnico y 
legal. Dicha comunicación dispondrá, en el supuesto de admitir la petición, que el responsable del proceso de consulta realice la identificación de la medida objeto 
de consulta y sus afectaciones, así como los pueblos a ser consultados. 
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7.9. La resolución respectiva es susceptible de ser reconsiderada o apelada. 
 
Requisitos, plazos y procedimiento para el trámite de pedidos de inclusión a procesos de consulta previa 
 
7.10. La petición debe ser presentada mediante documento y debe contener la siguiente información: 
 
 
7.10.1. Nombre, datos completos y firma de quien presenta el pedido. 
7.10.2. Identificación del pueblo indígena afectado. 
 
7.10.3. Señalar de manera clara y precisa lo solicitado, para lo cual deberá observar el punto 7.1.2. 
 
7.10.4. Fundamentos en los que se justifica las razones por las que se deba incluir al pueblo peticionante en un proceso de consulta previa. Para lo cual, se debe 
identificar la medida, señalar los derechos colectivos que se estarían afectando de forma directa y los argumentos por los que se considera que los derechos 
alegados se lesionan con la medida. De ser posible, se deberá adjuntar los medios probatorios que sustenten la petición. 
 
7.10.5. Señalar domicilio donde se efectuará la notificación de los pronunciamientos que se emitan. El acto de notificación también podrá realizarse mediante 
correo electrónico, para lo cual deberá señalarse la dirección del destinatario. 
 
7.11. Asimismo, con la solicitud de petición debe adjuntarse el documento que acredite la representación del pueblo indígena del solicitante. Para lo cual, se 
considera como válido a cualquier instrumento que haya sido elaborado por el pueblo indígena, de acuerdo a sus usos y costumbres. 
 
7.12. En caso no se adjunte lo antes señalado, se otorgará un plazo de dos días hábiles para subsanar dicha omisión. 
 
7.13. El escrito que contiene la solicitud de petición debe ser presentado dentro de los quince días calendarios posteriores a la publicación del plan de consulta, 
si se solicita la inclusión de un pueblo indígena a un proceso de consulta previa. Para tal efecto, el plazo para la interposición de la petición se cuenta a partir de 
la fecha de publicación del plan de consulta en el portal web de la entidad promotora, como parte de la etapa de publicidad de la medida previsto en el proceso 
de consulta. 
 
7.14. En el plazo de siete días calendarios posteriores a la presentación o subsanación del escrito de petición, la Dirección de Consulta Previa se encargará de 
resolver la solicitud correspondiente. 



 NIR – CONSULTA PREVIA  

 
 

 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL  Página 57 
 

 
7.15. Para emitir pronunciamiento, la Dirección de Consulta Previa observa el cumplimiento de las normas previstas en el Reglamento de la Ley Nº 29785 y la 
normativa vigente aplicable, en especial aquellas relacionadas con los criterios de identificación de pueblos indígenas. Asimismo, deberá contarse con un informe 
técnico que contenga el análisis sobre la identificación pueblo indígena peticionante, así como sobre la afectación de derechos colectivos alegados. 
 
7.16. La decisión adoptada por la Dirección de Consulta Previa se plasma en un oficio que se remitirá al peticionante, con el correspondiente sustento técnico y 
legal. Dicha comunicación dispondrá, en el supuesto de admitir la petición la inclusión del pueblo solicitante al proceso de consulta en trámite. 
 
7.17. La resolución respectiva es susceptible de ser reconsiderada o apelada. 
 
Sobre el Recurso de Reconsideración 
 
7.18. En caso que el pedido formulado por el pueblo indígena sea desestimado, la organización representativa de este podrá presentar, facultativamente, recurso 
de reconsideración. 
 
7.19. El peticionante tiene un plazo de 15 días hábiles de notificado con el pronunciamiento de la entidad para la interposición del recurso de reconsideración. 
 
7.20. La Dirección de Consulta Previa resuelve el recurso de reconsideración que haya sido presentado de acuerdo a Ley. 
 
Sobre el Recurso de apelación en procedimientos de petición iniciados ante el Ministerio de Cultura 
 
7.21. El recurso de apelación podrá ser interpuesto, por la organización representativa del pueblo indígena, en contra del pronunciamiento de cualquier entidad 
promotora que forme parte del Poder Ejecutivo y que desestima la solicitud de petición. 
 
7.22. En ningún caso la interposición del recurso de apelación suspende el proceso de consulta que se encuentre realizando. 
 
7.23. El plazo para presentar el recurso de apelación es de quince (15) días hábiles, posteriores a la notificación del documento que contiene la decisión de la 
entidad respecto al escrito de petición. 
 
7.24. El Viceministerio de Interculturalidad del Ministerio de Cultura es la instancia encarga de resolver el recurso de apelación. Para lo cual, cuenta con un plazo 
de siete días calendarios. 
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7.25. En el caso que la apelación sea contra el pronunciamiento emitido por la Dirección de Consulta Previa, el recurso correspondiente será elevado al despacho 
del Viceministerio de Interculturalidad, con todos los actuados, en el día. 
 
7.26. La decisión adoptada por el Viceministerio de Interculturalidad se plasma en una resolución viceministerial. Esto último, sin perjuicio de que la resolución 
respectiva se publique en el portal web institucional. Con la notificación de la referida resolución se agota de la vía administrativa. 
Sobre el Recurso de apelación en procedimientos de petición iniciados en otras entidades del Poder Ejecutivo 
 
7.27. En los procedimientos de petición iniciados ante otras entidades del Poder Ejecutivo distintas al Ministerio de Cultura, el trámite correspondiente a la elevación 
del recurso de apelación es el siguiente: 
 
7.27.1. La apelación se presenta ante la oficina de trámite documentario, la mesa de partes o la que haga sus veces en la entidad promotora. 
 
7.27.2. Debe tramitarse en cuaderno separado. 
 
7.27.3. El recurso de apelación y los actuados correspondientes al trámite del derecho de petición deben elevarse, en un plazo no mayor de 1 día hábil, al 
Viceministerio de Interculturalidad del Ministerio de Cultura. 
 
7.27.4. La entidad promotora podrá presentar sus descargos a la apelación ante el Viceministerio de Interculturalidad en un plazo no mayor a dos días útiles 
posteriores a la presentación del recurso de apelación. 
 
7.28. La decisión adoptada por el Viceministerio de Interculturalidad se plasma en una resolución viceministerial. Esto último, sin perjuicio de que la resolución 
respectiva se publique en el portal web institucional. Con la notificación de la referida resolución se agota de la vía administrativa. 
 

Resolución Ministerial 365-
2017-MC. Aprueban 

procedimientos internos del 
Ministerio en los que 
corresponde efectuar 

procesos de consulta previa a 
pueblos indígenas u 

originarios en la medida que 

Artículo 1.- Consulta previa y procedimientos internos aplicables 
 
Aprobar los procedimientos internos del Ministerio de Cultura en los que corresponde efectuar procesos de consulta previa, en la medida que se advierta afectación 
directa a los derechos colectivos de pueblos indígenas u originarios. 
 
Artículo 2.- Órganos competentes para el proceso de consulta previa 
 
El desarrollo del proceso de consulta comprende las siguientes acciones, estando a cargo de los siguientes órganos competentes: 
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se advierta afectación directa 
a sus derechos colectivos 

2.1. La etapa de identificación de pueblos indígenas u originarios y el análisis de las posibles afectaciones a los derechos colectivos de los pueblos indígenas u 
originarios es efectuada por la Dirección de Consulta Previa de la Dirección General de Derechos de los Pueblos Indígenas del Ministerio de Cultura, a solicitud 
y en coordinación con los órganos competentes de las medidas administrativas señaladas en la presente resolución. 
 
2.2. El desarrollo de las reuniones preparatorias es efectuada por la Dirección de Consulta Previa de la Dirección General de Derechos de los Pueblos Indígenas 
del Ministerio de Cultura, con la participación directa y permanente de los órganos competentes de las medidas administrativas señaladas en la presente 
resolución. 
 
2.3 Las etapas de publicidad, información, evaluación interna, diálogo y decisión del proceso de consulta previa serán desarrolladas por los órganos competentes 
de las medidas administrativas, en coordinación con la Dirección de Consulta Previa de la Dirección General de Derechos de los Pueblos Indígenas del Ministerio 
de Cultura. 
 
Artículo 3.- Asistencia técnica en el procedimiento de consulta previa 
 
La Dirección de Consulta Previa de la Dirección General de Derechos de los Pueblos Indígenas del Ministerio de Cultura, brinda capacitación y asistencia técnica 
a los órganos competentes de las medidas administrativas señaladas en el artículo 1 de la presente resolución, para el desarrollo de las etapas del proceso de 
consulta previa correspondientes, conforme a la Ley Nº 29785, Ley del Derecho a la Consulta Previa a los Pueblos Indígenas u Originarios, reconocido en el 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y demás normativa vigente. 
 
Artículo 4.- Materia presupuestal 
 
El órgano competente del Ministerio de Cultura en materia de planificación y presupuesto, realizará las gestiones para garantizar los recursos económicos 
correspondientes para la implementación de las etapas de los procesos de consulta previa que se realicen considerando lo dispuesto en el artículo 2 de la presente 
resolución. 
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ANEXO 2 
LEGISLACIÓN COMPARADA 

 
País 

 
Norma 

 

 
Artículo 

Argentina 

Constitución de la 
Nación Argentina16 

Artículo 75.- Corresponde al Congreso: 
 
(…). 
 
17. Reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos. 
 
Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural; reconocer la personería Jurídica de sus comunidades, y la 
posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo 
humano; ninguna de ellas será enajenable, transmisible ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegurar su participación en la gestión referida a 
sus recursos naturales y a los demás intereses que los afecten. Las provincias pueden ejercer concurrentemente estas atribuciones. 
 
(…). 
 

Ley 24071. Apruébase 
el Convenio 169 de la 

Organización 
Internacional del 

Trabajo sobre 
Pueblos Indígenas y 
Tribales en Países 
Independientes17 

Artículo 6 
 
1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: 
 
a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que 
se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente; 
 
b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros 
sectores de la población y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole 
responsables de políticas y programas que les conciernan; 

 
16 Argentina. Constitución de la Nación Argentina. 3.3.95. https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-24430-804/texto 
17 Argentina. Ley 24071. Apruébase el Convenio 169de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes. 7.4.92. https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-24071-
470/texto#:~:text=Los%20pueblos%20ind%C3%ADgenas%20y%20tribales%20deber%C3%A1n%20gozar%20plenamente%20de%20los,y%20mujeres%20de%20esos%20pueblos. 
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c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos 
necesarios para este fin. 
 
2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con 
la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. 
 
Artículo 7 
 
1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que 
éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida 
de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación 
de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente. 
 
2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, 
deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo para estas 
regiones deberán también elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento. 
 
3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la 
incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los 
resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas. 
 
4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios 
que habitan. 
 
Artículo 15 
 
1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos 
comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos. 
 
2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes 
en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los 
intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de 
los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales 
actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades. 
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Artículo 17 
 
1. Deberán respetarse las modalidades de transmisión de los derechos sobre la tierra entre los miembros de los pueblos interesados establecidas por 
dichos pueblos. 
 
2. Deberá consultarse a los pueblos interesados siempre que se considere su capacidad de enajenar sus tierras o de transmitir de otra forma sus 
derechos sobre estas tierras fuera de su comunidad. 
 
3. Deberá impedirse que personas extrañas a esos pueblos puedan aprovecharse de las costumbres de esos pueblos o de su desconocimiento de las 
leyes por parte de sus miembros para arrogarse la propiedad, la posesión o el uso de las tierras pertenecientes a ellos. 
 
 

Ley 25675. Política 
Ambiental Nacional. 18 

ARTICULO 19. — Toda persona tiene derecho a ser consultada19 y a opinar en procedimientos administrativos que se relacionen con la preservación 
y protección del ambiente, que sean de incidencia general o particular, y de alcance general. 
 
ARTICULO 20. — Las autoridades deberán institucionalizar procedimientos de consultas o audiencias públicas como instancias obligatorias para la 
autorización de aquellas actividades que puedan generar efectos negativos y significativos sobre el ambiente. 
 
La opinión u objeción de los participantes no será vinculante para las autoridades convocantes; pero en caso de que éstas presenten opinión contraria 
a los resultados alcanzados en la audiencia o consulta pública deberán fundamentarla y hacerla pública. 
 

Ley 23302. Ley sobre 
Política Indígena y 

apoyo a las 
Comunidades 
Aborígenes. 
Objetivos. 

Comunidades 
Indígenas. Instituto 

ARTICULO 1º — Declárase de interés nacional la atención y apoyo a los aborígenes y a las comunidades indígenas existentes en el país, y su defensa 
y desarrollo para su plena participación en el proceso socioeconómico y cultural de la Nación, respetando sus propios valores y modalidades. A ese fin, 
se implementarán planes que permitan su acceso a la propiedad de la tierra y el fomento de su producción agropecuaria, forestal, minera, industrial o 
artesanal en cualquiera de sus especializaciones, la preservación de sus pautas culturales en los planes de enseñanza y la protección de la salud de 
sus integrantes. 
 
II — DE LAS COMUNIDADES INDIGENAS 
 

 
18 Argentina. Ley 25675. Política Ambiental Nacional. 27.11.2002. https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-25675-79980/texto 
19 Argentina. (Expresión en negrita observada por art. 2° del Decreto N° 2413/2002 B.O. 28/11/2002.) 
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Nacional de Asuntos 
Indígenas. 

Adjudicación de 
Tierras. Planes de 

Educación, Salud y 
Vivienda.20 

ARTICULO 2º — A los efectos de la presente ley, reconócese personería jurídica a las comunidades indígenas radicadas en el país. 
 
Se entenderá como comunidades indígenas á los conjuntos de familias que se reconozcan como tales por el hecho de descender de poblaciones que 
habitaban el territorio nacional en la época de la conquista o colonización e indígenas o indios a los miembros de dicha comunidad. 
 
La personería jurídica se adquirirá mediante la inscripción en el Registro de Comunidades Indígenas y se extinguirá mediante su cancelación. 

Bolivia 
Constitución Política 

del Estado21 

Artículo 30.   
 
I. Es nación y pueblo indígena originario campesino toda la colectividad humana que comparta identidad cultural, idioma, tradición histórica, instituciones, 
territorialidad y cosmovisión, cuya existencia es anterior a la invasión colonial española.   
 
II. En el marco de la unidad del Estado y de acuerdo con esta Constitución las naciones y pueblos indígena originario campesinos gozan de los siguientes 
derechos:  
 
[…]   
 
15. A ser consultados mediante procedimientos apropiados, y en particular a través de sus instituciones, cada vez que se prevean medidas legislativas 
o administrativas susceptibles de afectarles. En este marco, se respetará y garantizará el derecho a la consulta previa obligatoria, realizada por el 
Estado, de buena fe y concertada, respecto a la explotación de los recursos naturales no renovables en el territorio que habitan. 
 
Artículo 352. La explotación de recursos naturales en determinado territorio estará sujeta a un proceso de consulta a la población afectada, convocada 
por el Estado, que será libre, previa e informada. Se garantiza la participación ciudadana en el proceso de gestión ambiental y se promoverá la 
conservación de los ecosistemas, de acuerdo con la Constitución y la ley. En las naciones y pueblos indígena originario campesinos, la consulta tendrá 
lugar respetando sus normas y procedimientos propios. 
 
Artículo 403 

 
20 Argentina. Ley 23302. Ley sobre Política Indígena y apoyo a las Comunidades Aborígenes. Objetivos. Comunidades Indígenas. Instituto Nacional de Asuntos Indígenas. Adjudicación de Tierras. Planes de Educación, Salud y 
Vivienda. 8.11.85. https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/23790/actualizacion 
21Bolivia. Constitución Política del Estado. 1.2009. https://www.minedu.gob.bo/index.php?option=com_content&view=article&id=1525:constitucion-politica-del-estado&catid=233&Itemid=933 
 



 NIR – CONSULTA PREVIA  

 
 

 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL  Página 64 
 

I. Se reconoce la integralidad del territorio indígena originario campesino, que incluye el derecho a la tierra, al uso y aprovechamiento exclusivo de los 
recursos naturales renovables en las condiciones determinadas por la ley; a la consulta previa e informada y a la participación en los beneficios por la 
explotación de los recursos naturales no renovables que se encuentran en sus territorios; la facultad de aplicar sus normas propias, administrados por 
sus estructuras de representación y la definición de su desarrollo de acuerdo a sus criterios culturales y principios de convivencia armónica con la 
naturaleza. Los territorios indígenas originario campesinos podrán estar compuestos por comunidades. 
 
II. El territorio indígena originario campesino comprende áreas de producción, áreas de aprovechamiento y conservación de los recursos naturales y 
espacios de reproducción social, espiritual y cultural. La ley establecerá el procedimiento para el reconocimiento de estos derechos. 
 

Ley 1257. Convenio 
169 de la OIT, 

ratificado por la 
presente Ley22 

ARTICULO UNICO. - De conformidad con el artículo 59º, atribución 12ª de la Constitución Política del Estado, se aprueba y ratifica el Convenio 169 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Paises Independientes, aprobado en la 76ª Conferencia de la Organización Internacional del Trabajo, realizada 
el 27 de junio de 1989. 

Ley. 3058. Ley de 
hidrocarburos23 

TITULO VII 
DERECHO DE LOS PUEBLOS CAMPESINOS, INDIGENAS Y 
 ORIGINARIOS 
CAPITULO I 
DE LOS DERECHOS A LA CONSULTA Y PARTICIPACION DE LOS PUEBLOS CAMPESINOS, INDIGENAS Y ORIGINARIOS 
 
ARTICULO 114º (Ambito de Aplicación). En cumplimiento a los Artículos 4º, 5º, 6º, 15º y 18º del Convenio 169 de la OIT, ratificado por Ley de la 
República N º 1257, de 11 de julio de 1991, las comunidades y pueblos campesinos, indígenas y originarios, independientemente de su tipo de 
organización deberán ser consultados de manera previa, obligatoria y oportuna cuando se pretenda desarrollar cualquier actividad hidrocarburífera 
prevista en la presente Ley. 
  
ARTICULO 115º (Consulta). En concordancia con los Artículos 6º y 15º del Convenio 169 de la OIT, la consulta se efectuará de buena fe, con principios 
de veracidad, transparencia, información y oportunidad. Deberá ser realizada por las autoridades competentes del Gobierno Boliviano y con 
procedimientos apropiados y de acuerdo a las circunstancias y características de cada pueblo indígena, para determinar en qué medida serían afectados 

 
22 Bolivia. Ley 1257. Convenio 169 de la OIT, ratificado por la presente Ley. 11.7.1991. http://www.silep.gob.bo/norma/3135/ley_actualizada 
23 Bolivia. Ley 3058. Ley de hidrocarburos. 17.5.2005. http://www.silep.gob.bo/norma/4205/ley_actualizada 
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y con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento de las Comunidades y los Pueblos Indígenas y Originarios. La Consulta tiene carácter 
obligatorio y las decisiones resultantes del proceso de Consulta deben ser respetadas. En todos los casos, la Consulta se realizará en dos momentos: 
a)      Previamente a la licitación, autorización, contratación, convocatoria y aprobación de las medidas, obras o proyectos hidrocarburíferos, siendo 

condición necesaria para ello; y, 
 
b)      Previamente a la aprobación de los Estudios de Evaluación de Impacto 
         Ambiental. Cuando se trate de Estudios de Evaluación de Impacto Ambiental para actividades, obras o proyectos hidrocarburíferos a desarrollarse 

en lugares de ocupación de las Comunidades y Pueblos Campesinos, Indígenas y Originarios y áreas de alto valor de biodiversidad, 
necesariamentetendrán que ser los de categoría 1 (Estudio de Evaluación de Impacto Ambiental Analítico Integral). 

  
ARTICULO 116º (Responsabilidad Estatal). Las resoluciones y consensos registrados por las Autoridades Competentes como producto del proceso de 
consulta en sus dos momentos, tienen validez para las actividades hidrocarburíferas del proyecto objeto de la consulta. En caso de tener la consulta, 
reconocida en el Artículo 115º, un resultado negativo, el Estado podrá promover un proceso de conciliación en el mejor interés nacional. 
  
ARTICULO 117º (Autoridad Competente para Ejecutar el Proceso de Consulta). Son responsables en forma conjunta de la ejecución del Proceso de 
Consulta las autoridades del Ministerio de Hidrocarburos, el Ministerio de Desarrollo Sostenible, y el Ministerio de Asuntos Indígenas y Pueblos 
Originarios, considerados autoridades competentes, para los fines del presente Capítulo. 
El Proceso de Consulta deberá ser financiado por el Poder Ejecutivo, con cargo al proyecto, obra o actividad hidrocarburífera de que se trate. 
  
ARTICULO 118º (Representación). Los procesos de consulta establecidos en el presente Capítulo, se realizarán con las instancias representativas de 
las Comunidades Campesinas y los Pueblos Indígenas y Originarios, independientemente de su tipo de organización, respetando su territorialidad, sus 
usos y costumbres, siendo nula cualquier otro tipo de consulta individual o sectorial. 
 

Ley 222. Ley de 
consulta a los 

pueblos indígenas del 
territorio indígena y 

parque nacional 
Isiboro Sécure-

Tipnis24 

Artículo 1. (Objeto). La presente Ley tiene por objeto convocar al proceso de Consulta Previa Libre e Informada a los pueblos indígenas del Territorio 
Indígena y Parque Nacional Isiboro Sécure – TIPNIS, y establecer el contenido de este proceso y sus procedimientos. 
Artículo 3. (Ámbito de la Consulta Previa Libre e Informada). La Consulta Previa Libre e Informada se realizará en el ámbito de las comunidades 
indígena originario campesinas Mojeño-Trinitarias, Chimanes y Yuracarés, que habitan el Territorio Indígena y Parque Nacional Isiboro Sécure – TIPNIS, 
en su doble categoría de Territorio Indígena y Área Protegida, respetando sus normas y procedimientos propios. 
 

 
24 Bolivia. Ley 222. Ley de consulta a los pueblos indígenas del territorio indígena y parque nacional Isiboro Sécure-Tipnis. 10.2.2012. http://www.silep.gob.bo/norma/4613/ley_actualizada 
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Artículo 4. (Finalidad de la consulta). Lograr un acuerdo entre el Estado Plurinacional de Bolivia y los pueblos indígenas originario campesinos Mojeño-
Trinitario, Chimane y Yuracaré, sobre los siguientes asuntos: 
  
a. Definir si el Territorio Indígena y Parque Nacional Isiboro Sécure – TIPNIS debe ser zona intangible o no, para viabilizar el desarrollo de las actividades 
de los pueblos indígenas Mojeño-Trinitario, Chimane y Yuracaré, así como la construcción de la Carretera Villa Tunari – San Ignacio de Moxos. 
  
b. Establecer las medidas de salvaguarda para la protección del Territorio Indígena y Parque Nacional Isiboro Sécure – TIPNIS, así como las destinadas 
a la prohibición y desalojo inmediato de asentamientos ilegales respetando la línea demarcatoria del TIPNIS. 
 
Artículo 5. (Sujetos del derecho a ser consultados). 
  
I. Son sujetos del derecho a ser consultados, en concordancia con el Artículo 1 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo – OIT 
(Ley Nº 1257 de 11 de julio de 1991), todas las comunidades Mojeño-Trinitarias, Chimanes y Yuracarés del Territorio Indígena y Parque Nacional Isiboro 
Sécure – TIPNIS. 
  
II. Los idiomas en el proceso de consulta serán: mojeño-trinitario, mojeño-ignaciano, chimane, yuracaré y castellano. 
  
Artículo 6. (Obligaciones de los Órganos del Estado Plurinacional de Bolivia). 
  
I. El Órgano Ejecutivo a través del Ministerio de Medio Ambiente y Agua, y el Ministerio de Obras Públicas, Servicios y Vivienda, en coordinación con 
las comunidades Mojeño-Trinitarias, Chimanes y Yuracarés, respetando sus normas y procedimientos propios, es el encargado de llevar adelante el 
proceso de Consulta Previa Libre e Informada. 
  
II. El Órgano Ejecutivo a través del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, debe garantizar los recursos suficientes para la implementación del 
proceso de consulta. 
  
III. El Órgano Ejecutivo a través de los Ministerios correspondientes, está obligado a brindar la información detallada de manera oportuna, a fin de 
garantizar que el proceso de consulta sea de buena fe, libre, informado, participativo y transparente. 
  
IV. Conforme a lo establecido en la Constitución Política del Estado y particularmente, de acuerdo al numeral 2 del Artículo 15 de la Declaración de 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (Ley Nº 3760 de 7 de noviembre de 2007, modificada por la Ley N° 3897 de 26 de junio 
de 2008), el Órgano Ejecutivo adoptará las medidas eficaces en consulta, coordinación y cooperación con los pueblos Mojeño-Trinitario, Chimane y 
Yuracaré, para combatir los prejuicios, eliminar la discriminación y promover la tolerancia, la comprensión y las buenas relaciones entre los pueblos 
indígenas, y entre ellos y todos los demás sectores de la sociedad. 
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Artículo 7. (Observación, acompañamiento e informe). 
  
I. El Órgano Electoral Plurinacional, a través del Servicio Intercultural de Fortalecimiento Democrático – SIFDE, será el encargado de la observación y 
acompañamiento de la Consulta Previa, Libre e Informada, debiéndosele informar sobre el cronograma y procedimiento establecido para la consulta 
con una anticipación de treinta (30) días. 
  
II. Concluido el proceso de observación y acompañamiento a la Consulta Previa Libre e Informada, el SIFDE elaborará el respectivo informe de 
acompañamiento, señalando los resultados de la consulta. 
  
III. El Estado Plurinacional de Bolivia invitará a las organizaciones internacionales, relacionadas con la temática de la consulta, en calidad de veedores 
internacionales. 
  
Artículo 8. (Plazo). La Consulta Previa Libre e Informada, se realizará desde su inicio hasta su conclusión, en un plazo máximo de hasta trescientos un 
(301) días, a partir de la promulgación de la Ley Nº 222 de 10 de febrero de 2012. 
  
Artículo 9. (Etapas del proceso). El proceso de consulta deberá cumplir, al menos, con las siguientes etapas: 
  
1.         Preparación de la consulta: 
  
a.         Cronograma y protocolo de la consulta. 
  
b.         Acopio de la información pertinente. 
  
c.         Notificación previa. 
  
d.         Publicidad de la consulta. 
  
e.         Provisión de información pertinente. 
  
2.         Instalación y desarrollo de la consulta: 
  
a. Comunicación a los pueblos Mojeño-Trinitario, Chimane y Yuracaré de toda la información necesaria y suficiente, para el desarrollo y cumplimiento 
de la finalidad de la Consulta. 
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b. Consideración y definición sobre si el Territorio Indígena y Parque Nacional Isiboro Sécure – TIPNIS es zona intangible o no, y sobre la construcción 
de la carretera Villa Tunari – San Ignacio de Moxos. 
  
c.  Consideración y decisión sobre las medidas de salvaguarda para la protección del Territorio Indígena y Parque Nacional Isiboro Sécure – TIPNIS, 
así como las destinadas a la prohibición y desalojo inmediato de asentamientos ilegales, respetando la línea demarcatoria, y determinar si fuera el caso, 
los mecanismos para mantener la zonificación establecida en el Plan de Manejo del TIPNIS. 
  
3. Resultados de la Consulta: 
  
a.  Suscripción de actas de conclusiones. 
  
b.  Notificación de las decisiones. 
  
Artículo 10. (Carácter de los acuerdos de la Consulta). Los acuerdos logrados en el proceso de Consulta son de cumplimiento obligatorio para el Estado 
Plurinacional y los pueblos indígena originario campesinos Mojeño-Trinitario, Chimane y Yuracaré. 
  
Artículo 11. (Ejecución de los acuerdos). Los acuerdos logrados en materia legislativa o administrativa, serán ejecutados inmediatamente después de 
la Consulta, por la Asamblea Legislativa Plurinacional y por el Órgano Ejecutivo, según corresponda. 
 

Ley 026. Del régimen 
electoral25 

CAPÍTULO IV PROCESO DE CONSULTA PREVIA 
 
ARTÍCULO 39. (ALCANCE). La Consulta Previa es un mecanismo constitucional de democracia directa y participativa, convocada por el Estado 
Plurinacional de forma obligatoria con anterioridad a la toma de decisiones respecto a la realización de proyectos, obras o actividades relativas a la 
explotación de recursos naturales. La población involucrada participará de forma libre, previa e informada.  
 
En el caso de la participación de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, la consulta tendrá lugar respetando sus normas y 
procedimientos propios.  
 

 
25 Bolivia. Ley 026. Del régimen electoral. 30.6.2010. https://www.oep.org.bo/wp-content/uploads/2019/07/LEY_026.pdf 
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Las conclusiones, acuerdos o decisiones tomadas en el marco de la consulta previa no tienen carácter vinculante, pero deberán ser considerados por 
las autoridades y representantes en los niveles de decisión que corresponda. 
 

Chile 

Ley 19253. Establece 
normas sobre 

protección, fomento y 
desarrollo de los 

indígenas, y crea la 
cooperación nacional 

de desarrollo 
indígena26 

TITULO V 
     
SOBRE LA PARTICIPACION 
 
Párrafo 1° 
     
De la Participación Indígena 
 
Artículo 34.- Los servicios de la administración del Estado y las organizaciones de carácter territorial, cuando traten materias que tengan injerencia o 
relación con cuestiones indígenas, deberán escuchar y considerar la opinión de las organizaciones indígenas que reconoce esta ley. 
     
Sin perjuicio de lo anterior, en aquellas regiones y comunas de alta densidad de población indígena, éstos a través de sus organizaciones y cuando así 
lo permita la legislación vigente, deberán estar representados en las instancias de participación que se reconozca a otros grupos intermedios. 
 

Decreto 66. Aprueba 
Reglamento que 

regula el 
procedimiento de 

consulta indígena en 
virtud del artículo 6 

N° 1 letra A) N° 2 del 
Convenio N° 169 de la 

Organización 
Internacional del 
Trabajo y deroga 

Artículo 1º.- Objeto del reglamento. El presente reglamento tiene por objeto dar ejecución al ejercicio del derecho de consulta a los pueblos indígenas, 
el cual se realiza a través del procedimiento establecido en el presente instrumento por parte de los órganos señalados en el artículo 4º del presente 
reglamento, de acuerdo al artículo 6 Nº 1 letra a) y Nº 2 del convenio  Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo, promulgado por el decreto 
supremo Nº 236, de 2008, del Ministerio de Relaciones Exteriores, los tratados internacionales ratificados por Chile que versen sobre la materia que se 
encuentran vigentes y de conformidad a la Constitución Política  de la República de Chile. 
 
 
Artículo 2º.- Consulta. La consulta es un deber de los órganos de la Administración del Estado y un derecho de los pueblos indígenas susceptibles de 
ser afectados directamente por la adopción de medidas legislativas o administrativas, que se materializa a través de un procedimiento apropiado y de 
buena fe, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas susceptibles de afectarlos directamente y que debe 
realizarse de conformidad con los principios recogidos en el Título II del presente reglamento. 
 

 
26 Chile. Ley 19253. Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la cooperación nacional de desarrollo indígena. 5.10.93. https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=30620 
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normativa que 
indica27 

Artículo 3º.- Cumplimiento del deber de Consulta. El órgano responsable deberá realizar los esfuerzos necesarios para alcanzar el acuerdo o el 
consentimiento de los pueblos afectados, dando cumplimiento a los principios de la consulta a través del procedimiento establecido en este reglamento. 
Bajo estas condiciones, se tendrá por cumplido el deber de consulta, aun cuando no resulte posible alcanzar dicho objetivo. 
 
Artículo 4º.- Órganos a los que se aplica el presente reglamento. El presente reglamento se aplica a los ministerios, las intendencias, los gobiernos 
regionales, las gobernaciones y los servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa. 
     
Para los efectos de cumplir con la obligación de consulta, los órganos constitucionalmente autónomos podrán sujetarse a las disposiciones del presente 
reglamento. Sin embargo, no se entenderán exentos del deber de consultar a los pueblos indígenas, cuando ello sea procedente en conformidad a la 
legislación vigente. 
     
Las referencias que este reglamento haga a los órganos de la Administración, órgano responsable, Administración, Administración del Estado o Estado, 
se entenderán efectuadas a los órganos y organismos señalados en el inciso 1º del presente artículo. 
 
Artículo 5º.- Pueblos indígenas. Para efectos de este reglamento, se consideran pueblos indígenas aquellos que define el artículo primero del convenio 
Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo y que estén reconocidos en el artículo 1º de la ley Nº 19.253. 
     
Se entenderá que una persona es miembro de alguno de los pueblos indígenas señalados en el inciso anterior cuando cumpla con lo establecido en el 
artículo 2º de la ley Nº 19.253. 
 
 
Artículo 6º.- Sujetos e instituciones representativas. La consulta se realizará a los pueblos indígenas que correspondan a través de sus instituciones 
representativas nacionales, regionales o locales, según el alcance de la afectación de la medida que sea susceptible de afectarles directamente. 
     
Una vez efectuada la convocatoria de conformidad con el artículo 15 del presente reglamento, cada pueblo deberá determinar libremente sus 
instituciones representativas, tales como las organizaciones indígenas tradicionales, comunidades indígenas o asociaciones reconocidas en 
conformidad a la ley Nº 19.253.  
          

 
27 Chile. Decreto 66. Aprueba Reglamento que regula el procedimiento de consulta indígena en virtud del artículo 6 N° 1 letra A) N° 2 del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo y deroga normativa que 
indica. 4.3.2014. https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1059961 
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Artículo 7º.- Medidas susceptibles de afectar directamente a los pueblos indígenas. Los órganos de la Administración del Estado señalados en el 
artículo 4º de este reglamento, deberán consultar a los pueblos indígenas cada vez que se prevean medidas administrativas o legislativas susceptibles 
de afectarles directamente. 
     
Son medidas legislativas susceptibles de afectar directamente a los pueblos indígenas los anteproyectos de ley y anteproyectos de reforma 
constitucional, ambos iniciados por el Presidente de la República, o la parte de éstos cuando sean causa directa de un impacto significativo y específico 
sobre los pueblos indígenas en su calidad de tales, afectando el ejercicio de sus tradiciones y costumbres ancestrales, prácticas religiosas, culturales o 
espirituales, o la relación con sus tierras indígenas. 
     
Son medidas administrativas susceptibles de afectar directamente a los pueblos indígenas aquellos actos formales dictados por los órganos que formen 
parte de la Administración del Estado y que contienen una declaración de voluntad, cuya propia naturaleza no reglada permita a dichos órganos el 
ejercicio de un margen de discrecionalidad que los habilite para llegar a acuerdos u obtener el consentimiento de los pueblos indígenas en su adopción, 
y cuando tales medidas sean causa directa de un impacto significativo y específico sobre los pueblos indígenas en su calidad de tales, afectando el 
ejercicio de sus tradiciones y costumbres ancestrales, prácticas religiosas, culturales o espirituales, o la relación con sus tierras indígenas. 
     
Las medidas dictadas en situaciones de excepción o emergencia, incluyendo terremotos, maremotos, inundaciones y otras catástrofes naturales, no 
requerirán consulta por su carácter de urgente. 
     
Los actos de mero trámite y las medidas de ejecución material o jurídica se entenderán comprendidas en la consulta del acto terminal o decisorio al que 
han servido de fundamento o que deban aplicar. 
Las medidas administrativas que no producen una afectación directa respecto de los pueblos indígenas no estarán sujetas a consulta, como sucede 
con aquellos actos que no producen un efecto material o jurídico directo respecto de terceros, como ocurre con los dictámenes, actos de juicio, 
constancia o conocimiento, así como los actos que dicen relación con la actividad interna de la Administración, como los nombramientos de las 
autoridades y del personal, el ejercicio de la potestad jerárquica o las medidas de gestión presupuestaria. 
 
Artículo 8º.- Medidas que califican proyectos o actividades que ingresan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. La resolución de calificación 
ambiental de los proyectos o actividades que ingresan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, de conformidad a lo establecido en el artículo 
10 de la ley Nº 19.300, y que requieran un proceso de consulta indígena según lo dispuesto en dicha normativa y su reglamento, se consultarán de 
acuerdo a la normativa del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, dentro de los plazos que tal normativa establece, pero respetando el artículo 
16 del presente instrumento en lo que se refiere a las etapas de dicha consulta. 
     
La evaluación ambiental de un proyecto o actividad susceptible de causar impacto ambiental que deba cumplir con la realización de un proceso de 
consulta indígena acorde a la ley Nº 19.300 y su reglamento, incluirá, en todo caso, las medidas de mitigación, compensación o reparación que se 
presenten para hacerse cargo de los efectos del artículo 11 de la ley Nº 19.300. 
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Para la realización de los procesos de consulta que se realicen en el marco del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, la autoridad ambiental 
podrá solicitar la asistencia técnica de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en los términos señalados en el artículo 14 de este reglamento. 
    
TÍTULO II 
     
Principios de la Consulta 
     
Artículo 9º.- Buena fe. La buena fe es un principio rector de la consulta, en virtud del cual todos los intervinientes deberán actuar de manera leal y 
correcta con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento previo, libre e informado en el marco del procedimiento establecido en el Título 
III, mediante un diálogo sincero, de confianza y de respeto mutuo, sin presiones, de manera transparente, generando las condiciones necesarias para 
su desarrollo y con un comportamiento responsable. 
     
Para el Estado la buena fe también implicará actuar con debida diligencia, entendiéndose por tal la disposición de medios que permitan la generación 
de condiciones para que los pueblos indígenas puedan intervenir en un plano de igualdad según lo dispuesto en el artículo siguiente. 
     
Los intervinientes no podrán realizar conductas, acciones u omisiones que obstaculicen el normal desarrollo del proceso de consulta previa o impidan 
alcanzar su finalidad, así como aquellas que pretendan burlar o desconocer los acuerdos alcanzados. 
 
Artículo 10.- Procedimiento apropiado. El procedimiento de consulta establecido en el artículo 16 deberá aplicarse con flexibilidad. 
     
Para efecto de lo anterior, éste deberá ajustarse a las particularidades del o los pueblos indígenas consultados, debiendo respetar su cultura y 
cosmovisión, reflejada en costumbres, aspectos lingüísticos, tradiciones, ritos o manifestaciones de sus creencias. 
Asimismo, los órganos responsables indicados en el artículo 4º del presente reglamento deberán considerar la naturaleza, contenido y complejidad de 
la medida a ser consultada. 
 
Artículo 11.- Carácter previo de la consulta. La consulta a los pueblos indígenas será previa, entendiéndose por tal aquella que se lleve a cabo con la 
debida antelación y entregue al pueblo indígena afectado la posibilidad de influir de manera real y efectiva en la medida que sea susceptible de afectarle 
directamente. 
     
A fin de dar cumplimiento a lo anterior, el órgano responsable deberá determinar, con la debida antelación, la procedencia de la consulta de acuerdo a 
lo establecido en el artículo 13 del presente reglamento. 
     
Con todo, el órgano responsable siempre realizará la consulta antes de la dictación de la medida administrativa y, en el caso de las medidas legislativas, 
deberá realizarse antes del envío al Congreso del mensaje del Presidente de la República, conforme a las etapas y plazos del procedimiento establecidos 
en los artículos 16 y 17 del presente reglamento. 
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TÍTULO III 
 
Del Procedimiento de Consulta 
  
Artículo 12.- Responsable de los procesos de consulta. El órgano de la Administración del Estado que deba adoptar la medida objeto de consulta, será 
el responsable de coordinar y ejecutar el proceso de consulta. 
 
Artículo 13.- Procedencia de la consulta. El proceso de consulta se realizará de oficio cada vez que el órgano responsable prevea la adopción de una 
medida susceptible de afectar directamente a los pueblos indígenas en los términos del artículo 7º de este reglamento. Para efectos de lo anterior, podrá 
solicitar un informe de procedencia a la Subsecretaría de Servicios Sociales del Ministerio de Desarrollo Social, la que tendrá un plazo máximo de 10 
días hábiles para pronunciarse. 
     
Asimismo, cualquier persona interesada, natural o jurídica, o instituciones representativas podrán solicitar fundadamente, al órgano responsable de la 
medida, la realización de un proceso de consulta. Se entenderán por solicitudes fundadas aquellas peticiones que indiquen a lo menos los hechos y 
razones que las sustentan. 
     
El Consejo Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena también podrá solicitar al órgano responsable de la medida, la evaluación de la 
procedencia de realizar una consulta, en los mismos términos que establece este reglamento. 
     
El órgano responsable deberá, mediante resolución fundada, pronunciarse sobre la solicitud en los términos de este reglamento, en un plazo no superior 
a 10 días hábiles, plazo que se suspenderá cuando el órgano responsable solicite un informe de procedencia a la Subsecretaría de Servicios Sociales 
del Ministerio de Desarrollo Social, hasta que ésta emita su informe dentro del plazo señalado en el inciso 1º del presente artículo, vencido el cual se 
resolverá prescindiendo de aquel. 
     
La decisión sobre la procedencia de realizar un proceso de consulta deberá constar en una resolución dictada al efecto por el órgano responsable. 
     
Todo requerimiento que tenga por fin impugnar la decisión de no realizar una consulta deberá acreditar su eventual procedencia, señalando de manera 
clara y específica la forma en la que se produce la afectación directa invocada, de acuerdo al contenido del artículo 7º del presente reglamento. 
 
Artículo 14.- De la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena. De conformidad con la ley, la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena es el 
organismo encargado de promover, coordinar y ejecutar, en su caso, la acción del Estado en favor del desarrollo integral de las personas y comunidades 
indígenas, especialmente en lo económico, social y cultural y de impulsar su participación en la vida nacional. 
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Le corresponderá especialmente la coordinación y ejecución en su caso de la asistencia técnica que requieran los órganos de la Administración del 
Estado, señalados en el artículo 4º del presente reglamento, para la realización de procedimientos de consulta. 
     
Dicha asistencia técnica podrá consistir en: 
 
a) La identificación de las comunidades, asociaciones e instituciones, representativas de los pueblos indígenas, que sean susceptibles de ser afectadas 
directamente. La identificación deberá considerar como principal fuente de información aquella contenida en los registros que la Corporación mantiene 
de conformidad a la ley; 
     
b) Prestar asesoría mediante el apoyo para que en dichos procesos se resguarden las características y particularidades de los pueblos indígenas 
susceptibles de ser afectados directamente, y 
 
c) Cualquier otra acción de colaboración o apoyo que pueda brindar la Corporación dentro del ámbito de su competencia. 
 
Artículo 15.- Inicio del proceso. Se dará inicio al proceso mediante la convocatoria a la primera reunión de planificación del proceso de consulta que 
realice el órgano responsable a los pueblos indígenas susceptibles de ser afectados directamente, según el alcance, nacional, regional y local, de la 
afectación que produzca la medida. Esta convocatoria se sujetará a las siguientes reglas: 
 
a) Las instituciones representativas de los pueblos indígenas serán convocadas por el órgano responsable mediante dos publicaciones en un diario que 
tenga circulación en la región donde residan los pueblos indígenas susceptibles de ser afectados directamente. La reunión tendrá lugar a lo menos 15 
días después de la última publicación, debiendo mediar un plazo no inferior a 5 días ni superior a 10 días entre la primera y segunda publicación. 
     
b) La convocatoria será publicada en las páginas web del órgano responsable y de la Corporación. 
     
c) A las comunidades y asociaciones registradas conforme a la ley Nº 19.253 se les convocará mediante carta certificada enviada al domicilio señalado 
en el registro correspondiente de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena. 
d) Además, se realizará la convocatoria mediante cualquier otro medio adecuado que permita facilitar el oportuno conocimiento de la convocatoria, tales 
como: avisos en radios, oficios a las municipalidades respectivas y a otras entidades públicas que puedan facilitar su difusión o cualquier otro medio 
idóneo. 
     
e) La convocatoria deberá hacerse en español y en un idioma que pueda ser comprendido por los pueblos indígenas afectados directamente, cuando 
sea necesario. Se considerará necesario realizarlo en el idioma del pueblo indígena afectado cuando éstos se comuniquen mayoritariamente en su 
propio idioma. Lo anterior deberá ser determinado por el órgano responsable de acuerdo a las particularidades de cada pueblo. 
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f) La convocatoria deberá señalar el órgano responsable, el motivo de la consulta y el día, hora y lugar de inicio de la etapa de planificación, así como 
también un teléfono y un correo electrónico al que se puedan hacer preguntas sobre el proceso. 
 
Artículo 16.- Procedimiento de consulta. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 del presente reglamento, todo procedimiento apropiado de 
consulta deberá contemplar las siguientes etapas: 
 
     
a) Planificación del Proceso de Consulta: Esta etapa tiene por finalidad: i) entregar la información preliminar sobre la medida a consultar a los pueblos 
indígenas; ii) determinar por parte de los pueblos indígenas y del órgano responsable los intervinientes, sus roles y funciones, y iii) determinar 
conjuntamente entre el órgano responsable y los pueblos indígenas la metodología o forma de llevar a cabo el proceso; el registro de las reuniones por 
medios audiovisuales, actas u otros medios que dejen constancia del proceso; y la pertinencia de contar con observadores, mediadores y/o ministros 
de fe. 
     
La metodología deberá considerar a lo menos la forma de intervenir en el proceso de consulta, la formalización de los acuerdos, los lugares, los plazos, 
la disposición de medios que garanticen la generación de un plano de igualdad, así como los mecanismos de difusión y logística en general. 
     
Esta etapa comprenderá al menos tres reuniones: Una para la entrega preliminar de información sobre la medida a consultar; otra para determinar los 
intervinientes y la metodología, para lo cual los pueblos indígenas contarán con el tiempo suficiente para acordarla de manera interna; y, finalmente, 
otra para consensuarla con el órgano respectivo. 
     
Los acuerdos de esta etapa constarán en un acta que contendrá la descripción detallada de la metodología establecida, debiendo ser suscrita por los 
intervinientes designados para dicho efecto. 
     
De no haber acuerdo en todo o en algunos de los elementos indicados precedentemente, el órgano responsable deberá dejar constancia de esta 
situación y de la metodología que se aplicará, la cual deberá resguardar los principios de la consulta. 
     
b) Entrega de información y difusión del proceso de consulta: Esta etapa tiene por finalidad entregar todos los antecedentes de la medida a consultar a 
los pueblos indígenas, considerando los motivos que la justifican, la naturaleza de la medida, su alcance e implicancias. 
     
La información debe ser entregada oportunamente, empleando métodos y procedimientos socioculturalmente adecuados y efectivos, en español y en 
la lengua del pueblo indígena, cuando sea necesario, de acuerdo a las particularidades del pueblo indígena afectado. 
     
La información de la medida a consultar y del proceso se deberá actualizar permanentemente en los sitios web del Ministerio de Desarrollo Social, de 
la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y del órgano responsable. 
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c) Deliberación interna de los pueblos indígenas: Esta etapa tiene por finalidad que los pueblos indígenas analicen, estudien y determinen sus posiciones 
mediante el debate y consenso interno respecto de la medida a consultar, de manera que puedan intervenir y preparar la etapa de diálogo. 
     
d) Diálogo: Esta etapa tiene por finalidad propiciar la generación de acuerdos respecto de la medida consultada mediante el intercambio de posiciones 
y contraste de argumentos. Dentro del plazo establecido para esta etapa, deberán realizarse las reuniones que sean necesarias para cumplir con el 
objetivo de la consulta. 
     
En esta instancia se deberá respetar la cultura y métodos de toma de decisiones de los pueblos indígenas. 
     
Los acuerdos y desacuerdos de esta etapa constarán en un acta que deberá también dar cuenta de los mecanismos y acciones de seguimiento y 
monitoreo. 
     
e) Sistematización, comunicación de resultados y término del proceso de consulta: Esta etapa tiene por finalidad elaborar una relación detallada del 
proceso llevado a cabo, desde la evaluación de la procedencia, las distintas etapas y los acuerdos alcanzados y la explicación fundada de los disensos 
producidos, lo que deberá constar en un informe final. 
 
Artículo 17.- Plazos. Las consultas de las medidas administrativas o legislativas susceptibles de afectar directamente a los pueblos indígenas, 
considerarán los siguientes plazos de acuerdo a las etapas establecidas en el artículo anterior: 
 
a) Tratándose de medidas legislativas que se deban iniciar por mensaje del Presidente de la República, cada una de las etapas deberá ser ejecutada 
en un plazo no superior a 25 días hábiles. 
     
b) Tratándose de medidas administrativas, cada una de las etapas deberá ser ejecutada en un plazo no superior a 20 días hábiles. 
     
Sin perjuicio de lo anterior, el órgano responsable de la medida, previo diálogo con las instituciones representativas de los pueblos indígenas susceptibles 
de ser afectados directamente, podrá, en la etapa de planificación, modificar los plazos señalados por motivos justificados, considerando la necesidad 
de establecer procedimientos flexibles que se adecuen a las circunstancias propias de cada consulta en particular. 
 
Artículo 18.- Suspensión del proceso de consulta. Si durante el proceso de consulta se produjeran actos o hechos ajenos a las partes que impidan la 
realización u obstaculicen gravemente cualquiera de las etapas de la misma, el órgano responsable de la medida podrá suspender fundadamente el 
mismo hasta que se den las condiciones requeridas para su continuación. 
Asimismo, el pueblo indígena susceptible de ser afectado directamente podrá solicitar fundadamente al órgano responsable, la suspensión del proceso 
de consulta conjuntamente con el plazo de la etapa correspondiente. 
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En ambos casos, el órgano responsable de la medida deberá evaluar la procedencia  de la suspensión. La decisión de suspensión se sustentará en un 
informe motivado sobre los actos o hechos que afectan cualquiera de las etapas del procedimiento de consulta, no pudiendo dicha suspensión, de ser 
el caso, superar el plazo de quince días hábiles. 
     
Cumplido ese plazo, el organismo respectivo podrá reanudar la etapa de  la consulta que se hubiese suspendido, en un lugar y en condiciones que 
garanticen la continuidad del proceso, en coordinación con los o las representantes del o de los pueblos indígenas. 
     
Artículo 19.- Expediente. El proceso de consulta deberá constar en un expediente escrito, pudiendo tener un soporte físico o electrónico, que llevará y 
mantendrá el órgano responsable, en el que se incorporará un registro de todas las actuaciones llevadas a cabo en cada una de las etapas del proceso, 
tales como la documentación que dé cuenta de la difusión de la información del proceso, el registro audiovisual de las reuniones sostenidas y las actas 
de las reuniones convocadas, las que deberán dar cuenta de los asistentes y la forma de invitación de los convocados, así como los documentos 
presentados por las instituciones representativas de los pueblos indígenas y por otros órganos públicos, con expresión de la fecha de su recepción. 
Asimismo, se incorporarán las actuaciones, los documentos y resoluciones que el órgano responsable remita a las instituciones representativas de los 
pueblos indígenas, a los órganos públicos, y las notificaciones o comunicaciones que se realicen. 
     
En caso de negativa o abstención a participar de los consultados, deberán quedar registradas en el expediente las actuaciones que den cuenta de esta 
situación. Dicha negativa o abstención se evaluará al momento de dictar la medida, una vez terminado el proceso de consulta. 
     
Cualquier pueblo indígena o institución representativa afectada directamente por la medida en proceso de consulta se podrá hacer parte de dicho 
proceso en cualquier tiempo, pero respetando lo obrado. 
     
Asimismo, al término del proceso de consulta, el expediente deberá contener el informe final, el que deberá dar cuenta de la realización del proceso de 
consulta en sus distintas etapas.". 
 

Decreto 40. Aprueba 
Reglamento del 

Sistema de 
Evaluación de 

Impacto Ambiental28 

Artículo 85.- Consulta a Pueblos Indígenas. 
     
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 83 de este Reglamento, en el caso que el proyecto o actividad genere o presente alguno de los efectos, 
características o circunstancias indicados en los artículos 7, 8 y 10 de este Reglamento, en la medida que se afecte directamente a uno o más grupos 
humanos pertenecientes a pueblos indígenas, el Servicio deberá, de conformidad al inciso segundo del artículo 4 de la Ley, diseñar y desarrollar un 
proceso de consulta de buena fe, que contemple mecanismos apropiados según las características socioculturales propias de cada pueblo y a través 

 
28 Chile. Decreto 40. Aprueba Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 12.8.2013. https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1053563 
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de sus instituciones representativas, de modo que puedan participar de manera informada y tengan la posibilidad de influir durante el proceso de 
evaluación ambiental. De igual manera, el Servicio establecerá los mecanismos para que estos grupos participen durante el proceso de evaluación de 
las aclaraciones, rectificaciones y/o ampliaciones de que pudiese ser objeto el Estudio de Impacto Ambiental. 
En el proceso de consulta a que se refiere el inciso anterior, participarán los pueblos indígenas afectados de manera exclusiva y deberá efectuarse con 
la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento. No obstante, el no alcanzar dicha finalidad no implica la afectación del derecho a la 
consulta. 
     
En caso que no exista constancia que un individuo tenga la calidad de indígena conforme a la ley N° 19.253, deberá acreditar dicha calidad según lo 
dispuesto en la normativa vigente. 
 
Artículo 86.- Reunión con grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas. 
     
Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo 2º de este Título, cuando el proyecto o actividad sometido a evaluación mediante un Estudio de Impacto 
Ambiental que indique la no generación o presencia de los efectos, características o circunstancias a que se refiere el artículo anterior, se emplace en 
tierras indígenas, áreas de desarrollo indígena o en las cercanías a grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas, el Director Regional o el 
Director Ejecutivo del Servicio realizará reuniones con los grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas localizados en el área en que se 
desarrollará el proyecto o actividad, por un período no superior a treinta días contados desde la declaración de admisibilidad del proyecto, con el objeto 
de recoger sus opiniones, analizarlas y, si corresponde, determinar la procedencia de la aplicación del artículo 36 del presente Reglamento. El Servicio 
generará un acta de cada una de las reuniones en donde se recogerán las opiniones de los referidos grupos. 
     
Cuando el proyecto o actividad sometido a evaluación mediante una Declaración de Impacto Ambiental, se emplace en tierras indígenas, áreas de 
desarrollo indígena o en las cercanías a grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas, el Director Regional o el Director Ejecutivo del Servicio 
realizará reuniones con aquellos grupos humanos localizados en el área en que se desarrollará el proyecto o actividad, por un período no superior a 
veinte días, con el objeto de recoger sus opiniones, analizarlas y, si corresponde, determinar la procedencia de la aplicación del artículo 48 del presente 
Reglamento. El Servicio generará un acta de cada una de las reuniones en donde se recogerán las opiniones de los referidos grupos. 
     
Las actas de las reuniones a que se refieren los incisos anteriores podrán servir de motivación de las resoluciones fundadas de los artículos 36 y 48 del 
presente Reglamento, o bien a la Resolución de Calificación Ambiental según corresponda. 
 
Artículo 87.- Aviso radial. El proponente deberá anunciar la presentación del Estudio o Declaración de Impacto Ambiental mediante la emisión de, al 
menos, cinco avisos transmitidos a su costa, en medios de radiodifusión de alcance local de la comuna o comunas del área de influencia del proyecto 
o actividad, y si no existieren, de la provincia respectiva, entre las 9:00 y 21:00 horas, en días distintos y dentro de los cinco días siguientes a la 
publicación del extracto o listado de proyecto o actividad, respectivamente. 
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Para efectos de lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley Nº 20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Urbana, se entenderá que estos 
avisos constituyen menciones de servicios.  
     
En su presentación, el titular propondrá el medio de radiodifusión y el texto del aviso, lo que será visado por el Director Regional o el Director Ejecutivo 
del Servicio, según corresponda. El texto del aviso deberá ser elaborado en un lenguaje sencillo, directo y de fácil comprensión para la comunidad. 
     
Cada aviso contendrá, al menos, lo siguiente: 
 
    1) Nombre del proyecto o actividad; 
    2) Nombre de la persona natural o jurídica titular del proyecto o actividad; 
    3) Lugar de emplazamiento del proyecto o actividad; 
    4) El lugar donde se encuentran disponibles los antecedentes del Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, para su acceso al público; 
    5) La fecha hasta la cual se podrán formular observaciones y la forma de hacerlo, en el caso de los Estudios de Impacto Ambiental, y la fecha hasta 

la cual se podrá solicitar el proceso de participación ciudadana en las Declaraciones de Impacto Ambiental a que se refiere el artículo 94 de este 
reglamento. 

     
La emisión de estos avisos deberá ser acreditada por el proponente por medio de la entrega de una grabación contenida en un soporte electrónico o 
digital, así como de un certificado expedido por el respectivo medio de radiodifusión, donde indique los días y horarios en que los avisos fueron 
transmitidos, los que serán incorporados al expediente. Este certificado deberá ser entregado dentro de los diez días siguientes al último aviso radial. 
     
Con todo, los proponentes podrán solicitar al Director Regional o al Director Ejecutivo del Servicio, según corresponda, reemplazar el proceso de 
radiodifusión por otro de similar alcance, en aquellos casos en que éste resulte en extremo oneroso, o bien, cuando no sea posible realizarlo por razones 
técnicas. El Director Regional o el Director Ejecutivo del Servicio resolverán mediante resolución fundada. En caso de acoger la solicitud, se establecerá 
de manera precisa el medio y forma en la cual se cumplirá la obligación establecida en este artículo. 
     
En caso que los avisos no cumplan con las condiciones establecidas en el presente artículo y dicho incumplimiento sea susceptible de afectar la 
adecuada participación de la comunidad, el Director Ejecutivo o el Director Regional, según corresponda, podrá suspender la tramitación del proceso 
de evaluación, ordenando que se realice nuevamente la publicación a que se refieren los artículos 28 y 30 de la ley, así como también los avisos a que 
se refiere este artículo. 
 
Párrafo 2º 
     
Participación ciudadana en los Estudios de Impacto Ambiental. 
 
Artículo 88.- Publicación del extracto. 
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Dentro de los diez días siguientes a la presentación del Estudio de Impacto Ambiental, el titular del proyecto o actividad deberá publicar a su costa en 
el Diario Oficial y en un diario o periódico de la capital de la región o de circulación nacional, según sea el caso, un extracto visado por el Servicio que 
contendrá, a lo menos, los siguientes antecedentes: 
 
a)  Nombre de la persona natural o jurídica responsable del proyecto o actividad, indicando el nombre del proyecto o actividad. 
b)  Indicación y breve descripción del tipo de proyecto o actividad de que se trata. 
c)  Ubicación del lugar o zona en la que el proyecto o actividad se pretende ejecutar, indicando los principales elementos del medio ambiente 
considerados en la línea de base. 
d)  Monto de la inversión estimada. 
e)  Indicación de los principales efectos ambientales que el proyecto o actividad generará o presentará y las medidas de mitigación, compensación y 
reparación que se proponen. 
f)  Indicación de las instituciones o lugares, incluyendo dirección y horarios de atención, en que se pondrá a disposición el Estudio de Impacto Ambiental 
para su consulta y/o para su reproducción, y la indicación de los plazos dentro de los cuales se podrán formular observaciones, incluyendo la dirección 
de los órganos donde deberán remitirse. 
g)  Indicación de las materias sobre las cuales se solicita la reserva de información a que se refiere el artículo 27 de la Ley, en el caso que dicha solicitud 
se hubiere presentado. 
 
Dentro del mismo plazo y con los antecedentes señalados en el inciso anterior, el titular deberá instalar uno o más carteles informativos, dependiendo 
de la cantidad de obras y faenas, en el sitio donde se ubicará el proyecto o actividad. Dichos carteles deberán estar ubicados en lugares visibles para 
la comunidad y en un tamaño y formato que facilite su lectura. El titular será responsable de que el o los carteles informativos contemplados en este 
inciso se conserven durante toda la evaluación del proyecto o actividad. 
     
Dicho extracto debe señalar expresamente que ha sido visado. 
     
Una vez publicado el extracto a que se refiere este artículo, el titular del proyecto o actividad remitirá un ejemplar o copia autorizada del diario o periódico 
de la capital de la región o de circulación nacional donde se hubiere realizado la publicación y fotografías correspondientes a la instalación de carteles 
en la ubicación del proyecto, para que sean incorporados al expediente. 
 
Artículo 89.- Derecho a acceder y conocer el expediente. 
     
Las personas podrán conocer el contenido del Estudio de Impacto Ambiental y el tenor de los documentos acompañados, sin perjuicio de lo expresado 
en el artículo 22 del presente Reglamento, en cualquier etapa de tramitación del procedimiento. 
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Los interesados en acceder al contenido del Estudio de Impacto Ambiental podrán solicitar, a su costa, reproducciones parciales o totales del ejemplar 
que se encuentra a disposición de la comunidad en los lugares que indica la publicación, el que podrá ser entregado en medios magnéticos o 
electrónicos. 
     
Para su adecuada publicidad, una copia del extracto a que se refiere el artículo anterior, se exhibirá en un lugar de acceso público en las oficinas de la 
municipalidad respectiva y del Director Regional o del Director Ejecutivo del Servicio, según sea el caso. 
Artículo 90.- Derecho a formular observaciones. 
     
Cualquier persona natural o jurídica podrá formular observaciones al Estudio de Impacto Ambiental, ante el organismo competente. Para ello dispondrán 
de un plazo de sesenta días, contado desde el día hábil siguiente a la última publicación del extracto, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 92 de 
este Reglamento. 
     
Las observaciones a que se refiere el inciso anterior, deberán formularse por escrito, contener sus fundamentos y referirse a la evaluación ambiental 
del proyecto o actividad. Dichas observaciones deberán señalar, al menos, el nombre del proyecto o actividad de que se trata, el nombre completo de 
la persona natural o de la persona jurídica y de su representante que las hubiere formulado, y los respectivos domicilios. En caso que las observaciones 
se expresen a través de medios electrónicos, se deberá suplir la indicación del domicilio por el señalamiento de una dirección de correo electrónico, 
caso en el cual las notificaciones electrónicas a que se refiere el artículo 162 de este Reglamento, se efectuarán en dicha dirección. 
     
Asimismo, en el caso de las personas jurídicas, éstas deberán acreditar su personalidad jurídica y representación, además de la vigencia de ambas, la 
que no podrá exceder de seis meses. 
 
Artículo 91.- Derecho a obtener respuesta fundada. 
     
Las observaciones que se hubieren recibido dentro del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo anterior y que cumplan los demás requisitos 
señalados en ese artículo, serán evaluadas técnicamente y consideradas en el Informe Consolidado de Evaluación, el que deberá estar disponible en 
el sitio web del Servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto o actividad. 
     
Además, las observaciones ciudadanas deberán ser consideradas en los fundamentos de la Resolución de Calificación Ambiental, la que deberá ser 
notificada a quienes hubieren formulado dichas observaciones. 
     
Cuando la resolución deba comunicarse a un gran número de personas y ello dificulte considerablemente la práctica de la diligencia, se podrá publicar 
un aviso en el Diario Oficial y en un diario o periódico de la capital de la región o de circulación nacional, según corresponda. 
 
Artículo 92.- Derecho a participar cuando existan modificaciones al Estudio. 
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Si durante el procedimiento de evaluación el Estudio de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones de 
conformidad a lo señalado en los artículos 38 y 39 del Reglamento, y estas modifican sustantivamente el proyecto o actividad o los impactos ambientales 
que éste genera o presenta, la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo, según corresponda, deberá abrir una nueva etapa de participación 
ciudadana, esta vez por treinta días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación del Estudio de Impacto Ambiental. 
     
Se entenderá que las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones afectan sustantivamente al proyecto o actividad o a los impactos ambientales, cuando 
incorporadas éstas en la Adenda, de acuerdo a lo establecido en el inciso primero del artículo 39 del Reglamento, es posible apreciar una alteración 
significativa en la ubicación de las partes, obras y/o acciones del proyecto o actividad que afecte a la comunidad o grupo humano, así como la generación 
de nuevos impactos significativos o aumento significativo en la extensión, magnitud o duración de los impactos ambientales generados. 
     
En caso que la evaluación de impacto ambiental haya considerado un proceso de consulta indígena de acuerdo al artículo 85 del Reglamento, el Servicio 
deberá abrir un nuevo proceso de consulta con aquellos grupos humanos pertenecientes a pueblos indígenas, esta vez por treinta días, período en el 
cual se suspenderá el plazo de tramitación del Estudio de Impacto Ambiental. 
     
En tales casos el interesado deberá publicar en las mismas condiciones previstas en el artículo 88 del presente Reglamento, debiendo individualizarse 
claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones. 
 
Párrafo 3º 
     
Participación ciudadana en las Declaraciones de Impacto Ambiental. 
 
Artículo 93.- Publicación del listado de Declaraciones de Impacto Ambiental que se hubieren presentado a tramitación. 
     
El primer día hábil de cada mes se publicará en el Diario Oficial y en un periódico de circulación regional o nacional, según corresponda, una lista de 
los proyectos o actividades sujetos a Declaración de Impacto Ambiental que se hubieren presentado a tramitación en el mes inmediatamente anterior, 
con el objeto de mantener debidamente informada a la ciudadanía. 
     
Dicha lista contendrá, al menos, los siguientes antecedentes: 
 
a)  Nombre de la persona natural o jurídica responsable del proyecto o actividad. 
b)  Ubicación del lugar o zona y comuna en la que el proyecto o actividad se pretenda ejecutar. 
c)  Indicación del tipo de proyecto o actividad de que se trata, indicando especialmente aquellos que generan cargas ambientales. 
d)  Fecha en que el proyecto o actividad se presentó a evaluación. 
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El listado indicará que, a partir de la fecha de publicación, las organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, a través de sus representantes, y/o 
las personas naturales directamente afectadas podrán solicitar al Director Regional o al Director Ejecutivo del Servicio, según corresponda, que se 
decrete la realización de un proceso de participación ciudadana, en conformidad al artículo siguiente. 
     
Una copia del listado a que se refiere este artículo se remitirá a las municipalidades en cuyo ámbito comunal se realizarían las obras o acciones que 
contemple el proyecto o actividad en evaluación. 
     
Para su adecuada publicidad, una copia de dicho listado se exhibirá en un lugar de acceso público, tanto en la Dirección Regional respectiva o del 
Director Ejecutivo del Servicio, según sea el caso, como en las municipalidades que corresponda. 
     
Asimismo, el titular deberá instalar uno o más carteles informativos en el sitio donde se ubicará el proyecto o actividad. Los contenidos, oportunidad y 
requisitos de esta obligación serán los establecidos en el artículo 88 inciso segundo, señalando la fecha hasta la cual se podrá solicitar la apertura de 
un proceso de participación ciudadana, conforme lo establecido en el artículo 94 inciso tercero. 
  
Artículo 94.- Derecho a la participación. 
     
Las personas podrán conocer el contenido de la Declaración de Impacto Ambiental y el tenor de los documentos acompañados, sin perjuicio de lo 
expresado en el artículo 22 del presente Reglamento, en cualquier etapa de tramitación del procedimiento. 
     
Los interesados en acceder al contenido de la Declaración de Impacto Ambiental podrán solicitar, a su costa, reproducciones parciales o totales, la que 
podrá ser entregada en medios magnéticos o electrónicos. 
     
Las Direcciones Regionales o el Director Ejecutivo, según corresponda, podrán decretar la realización de un proceso de participación ciudadana por un 
plazo de veinte días, en las Declaraciones de Impacto Ambiental que se presenten a evaluación y se refieran a proyectos o actividades que generen 
cargas ambientales para las comunidades próximas, entendiendo por éstas, aquellas que se ubican o hacen uso del área donde se manifiestan los 
impactos. Todo ello, siempre que lo soliciten a lo menos dos organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, a través de sus representantes, o 
como mínimo diez personas naturales directamente afectadas. Esta solicitud deberá hacerse por escrito y presentarse dentro del plazo de treinta días, 
contado desde la publicación en el Diario Oficial del proyecto o actividad sometido a Declaración de Impacto Ambiental de que se trate. 
     
La resolución que decrete la realización del proceso indicado en el inciso anterior se notificará mediante la publicación de un aviso en el Diario Oficial y 
en un diario o periódico de la capital de la región o de circulación nacional, según corresponda, a costa del titular. 
     
Tratándose de los proyectos o actividades sometidos a evaluación de conformidad de acuerdo a lo establecido en el artículo 18 ter de la ley y del artículo 
68 del Reglamento, el plazo para la realización del proceso de participación ciudadana será de diez días. 
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Se entenderá que provocan cargas ambientales aquellos proyectos o actividades que generan beneficios sociales y que ocasionan externalidades 
ambientales negativas para las comunidades próximas durante su construcción, operación o cierre. 
     
Se considera que generan beneficios sociales aquellos proyectos o actividades o sus modificaciones que, como consecuencia de su construcción, 
operación o cierre, satisfacen alguna necesidad de la comunidad o reportan utilidad o provecho para las personas. Por su parte, se considera que 
generan externalidades negativas aquellos proyectos o actividades que generan impactos, afectaciones o alteraciones ambientales que afectan el 
bienestar social, las condiciones de vida de las comunidades próximas o a los ecosistemas. 
 
Artículo 95.- Derechos derivados de la participación ciudadana. 
     
Si se realiza un procedimiento de participación ciudadana, decretado de conformidad a las reglas señaladas en el artículo anterior, las personas que 
intervengan tendrán los derechos y obligaciones establecidos en los artículos 90 y 91, según corresponda, de este Reglamento, así como el derecho a 
reclamar en conformidad al artículo 78 del presente Reglamento cuando estimen que sus observaciones no hubieren sido debidamente consideradas 
en los fundamentos de la respectiva Resolución de Calificación Ambiental. 
 
Artículo 96.- Derecho a participar cuando existan modificaciones sustantivas a la Declaración. 
     
Si durante el procedimiento de evaluación de la Declaración de Impacto Ambiental, que ha tenido participación ciudadana de conformidad a lo señalado 
en el artículo 94, ésta hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones de conformidad a lo señalado en los artículos 50 y 51 de este 
Reglamento, y estas modifican sustantivamente el proyecto o actividad o los impactos ambientales que esta genera o presenta, la Comisión de 
Evaluación o el Director Ejecutivo , según corresponda, deberá abrir de oficio una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por diez días, 
período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación de la Declaración de Impacto Ambiental. Este plazo de diez días podrá ser 
ampliado por el Servicio por un máximo de cinco días, previa solicitud fundada, por escrito, de uno o más observantes de participación ciudadana. 
     
En tal caso el proponente deberá publicar los contenidos señalados en el artículo 93 del presente Reglamento, sólo con fines de publicidad, debiendo 
individualizarse claramente el contenido de las aclaraciones, rectificaciones y ampliaciones. 
     
Se entenderá que las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones afectan sustantivamente al proyecto o actividad o a los impactos ambientales, cuando 
incorporadas éstas en la Adenda de acuerdo a lo establecido en el artículo 51 del Reglamento, es posible apreciar una alteración significativa en la 
ubicación de las partes, obras o acciones del proyecto o actividad y/o en la extensión, magnitud o duración de los impactos ambientales generados. 
     
En caso que el Servicio haya efectuado reuniones de acuerdo al inciso segundo del artículo 86, el Director Regional o Ejecutivo del Servicio, según 
corresponda, podrá realizar nuevas reuniones de conformidad a la misma disposición, esta vez por un periodo no superior a diez días. 
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Colombia 

Constitución Política 
de la República de 

Colombia29 

ARTICULO 7o. El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana. 
 
ARTICULO 246. Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con 
sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y leyes de la República. La ley establecerá las formas de 
coordinación de esta jurisdicción especial con el sistema judicial nacional. 
 
ARTICULO 287. Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley. En 
tal virtud tendrán los siguientes derechos: 
 
1. Gobernarse por autoridades propias. 
 
2. Ejercer las competencias que les correspondan. 
 
3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 
 
4. Participar en las rentas nacionales. 
 
ARTICULO 330. De conformidad con la Constitución y las leyes, los territorios indígenas estarán gobernados por consejos conformados y reglamentados 
según los usos y costumbres de sus comunidades y ejercerán las siguientes funciones: 
 
(…). 
 
PARAGRAFO. La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica 
de las comunidades indígenas. En las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el Gobierno propiciará la participación de los 
representantes de las respectivas comunidades. 
 

Ley 21 de 1991 (Marzo 
4). Por medio de la 

ARTICULO 6° 
 

 
29 Colombia. Constitución Política de la República de Colombia. 20.7.1991. http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991.html 
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cual se aprueba el 
Convenio número 169 

sobre pueblos 
indígenas y tribales 

en países 
independientes, 

adoptado por la 76a. 
reunión de la 

Conferencia General 
de la O.I.T., Ginebra 

198930 

1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: 
 
a). Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que 
se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente; 
 
b). Establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros 
sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole 
responsables de políticas y programas que les conciernan; 
 
c). Establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos y en los casos apropiados proporcionar los recursos 
necesarios para este fin. 
2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con 
la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. 
 
ARTICULO 7° 
 
1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que 
éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida 
de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación 
de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente. 
 
2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, 
deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo para estas 
regiones deberán también elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento. 
 
3. Los gobiernos deberán velar porque, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la 
incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los 
resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas. 
 

 
30 Colombia. Ley 21 de 1991 (Marzo 4). Por medio de la cual se aprueba el Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, adoptado por la 76a. reunión de la Conferencia General de la O.I.T., 
Ginebra 1989. 4.3.1991. https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=37032 
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4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios 
que habitan. 
 
ARTICULO 15 
 
1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos 
comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos. 
 
2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes 
en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los 
intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de 
los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales 
actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades. 
 

Decreto 1066 de 2015 
(mayo 26). por medio 
del cual se expide el 

Decreto Único 
Reglamentario del 

Sector Administrativo 
del Interior.31 

Capítulo 4 
 
Espacio nacional de consulta previa de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras 
 
Artículo 2.5.1.4.1.Objeto. Regular el Espacio Nacional de Consulta Previa de las medidas legislativas y administrativas de carácter general, susceptibles 
de afectar directamente a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras rurales y urbanas del país, como una institución 
representativa, legítima y operativa. 
 
Artículo 2.5.1.4.3.Integrantes y participantes. El Espacio Nacional de Consulta Previa estará integrado por los delegados de las comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras; así mismo, participará el Ministerio del Interior. También participarán las demás entidades y personas que se 
considere pertinente invitar.   
 
Para cada una de las consultas previas, cuya responsabilidad sea de un Ministerio o entidad adscrita o vinculada, distinta al Ministerio del Interior, 
además de este, deberá participar el Ministro o Viceministro del ramo, Director o Gerente de dicha entidad.   

 
31 Colombia. Decreto 1066 de 2015 (mayo 26). por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior. 26.5.2015. https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30019912 
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Parágrafo. El Espacio Nacional de Consulta Previa se reunirá por convocatoria del Ministerio del Interior, al cual deberá invitarse a los organismos de 
control y las sesiones serán instaladas por el Ministro del Interior, quien solo podrá delegar dicha función en el Viceministro para la Participación e 
Igualdad de Derechos o quien haga sus veces. 
 
Artículo 2.5.1.4.4. Funciones. El Espacio Nacional de Consulta Previa de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras tendrá las 
siguientes funciones:   
 
1. Servir de instancia de diálogo e interlocución con el Gobierno nacional para adelantar las diferentes etapas de la consulta previa de las medidas 
medidas legislativas y administrativas de carácter general, susceptibles de afectar directamente a dichas comunidades, de conformidad con la Ley 21 
de 1991, aprobatoria del Convenio 169 de la OIT, con la finalidad de llegar a acuerdos o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.   
Para tal efecto, el Espacio Nacional de Consulta Previa deberá promover la difusión y discusión de los proyectos de actos legislativos, proyectos de ley 
o actos administrativos de carácter general susceptibles de afectar directamente a las mencionadas comunidades, con los delegados de consejos 
comunitarios, expresiones organizativas de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras en sus territorios, para incorporar propuestas 
y tramitar sus recomendaciones.   
 
2. Adelantar la etapa de protocolización de la consulta previa de las medidas legislativas o administrativas de carácter general susceptibles de afectar 
directamente a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras del país.   
 
3. Darse su propio reglamento.   
 
4. Crear y adoptar un Protocolo de Consulta Previa, utilizando como punto de referencia las propuestas de protocolo de consulta previa, libre, informada, 
con consentimiento y vinculante para las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras de áreas rurales y urbanas, aprobadas en el 
marco del Primer Congreso Nacional Autónomo del Pueblo Negro, Afrocolombiano, Palenquero y Raizal, celebrado en el municipio de Quibdó, Chocó, 
entre el 23 y el 27 de agosto del 2013, teniendo en cuenta las observaciones resultantes del proceso de consulta y las demás propuestas discutidas en 
el citado congreso.   
 
Artículo 2.5.1.4.5. Etapas del proceso de consulta previa. El proceso de consulta previa de medidas legislativas y administrativas de carácter general 
susceptibles de afectar directamente a dichas comunidades se desarrollará mediante las siguientes etapas:   
 
1. Preconsulta: En esta etapa se concretarán la ruta metodológica, las actividades, costos técnicos, operativos, logísticos y los cronogramas de los 
procesos de consulta previa.   
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2. Consulta previa: En esta etapa se abordará el estudio del proyecto de medidas legislativas o administrativas de carácter general, con la finalidad de 
llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas, en el marco del Convenio 169 de la OIT y la jurisprudencia 
constitucional.   
 
3. Protocolización: En esta etapa se suscribirán los acuerdos y los puntos de desacuerdo respecto a los proyectos de medidas legislativas o 
administrativas de carácter general.   
 
4. Seguimiento: En esta etapa se verificará y evaluará el cumplimiento de los acuerdos que surjan de los diferentes procesos de consulta previa de 
medidas legislativas y administrativas de carácter general que afecten directamente a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.   
 
Parágrafo. En todo caso, la protocolización de las medidas legislativas y administrativas susceptibles de afectar directamente a las comunidades 
afrocolombianas, raizales y palenqueras se hará en sesión plenaria del Espacio Nacional de Consulta Previa. 
Artículo 2.5.1.4.6. Elección de los delegados. Los delegados de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras del Espacio Nacional 
de Consulta Previa de que trata el presente decreto serán elegidos por consenso o por votación, en asambleas departamentales y distritales según 
corresponda, mediante convocatoria realizada por el Ministerio del Interior en concertación con los delegados al Espacio Nacional de Consulta Previa, 
según corresponda, elección que se llevará a cabo dentro de los dos (2) meses anteriores al vencimiento del periodo del respectivo Espacio Nacional 
de Consulta Previa. 
 
Artículo 2.5.1.4.8. Funcionamiento y operatividad. El Espacio Nacional de Consulta Previa se dará su propio reglamento interno, en el cual se regulará 
su funcionamiento operativo, decidirá cuándo invitar a funcionarios del Gobierno o a un tercero, según la naturaleza de la medida por consultar; y el 
número de los integrantes de las comisiones, que no podrá ser superior a cincuenta (50) delegados.   
 
Parágrafo 1°. Cada uno de los delegados de los departamentos y el distrito capital participarán en una comisión permanente. En todo caso, en los 
departamentos en los que su número de delegados sea inferior al número de comisiones, estos escogerán entre sus miembros quiénes deberán cubrir 
las comisiones permanentes faltantes.   
 
Ninguno de los delegados de los departamentos que tienen un número de delegados inferior al número de comisiones permanentes podrá pertenecer 
a más de dos comisiones.  
 
Parágrafo 2°. Los delegados del distrito capital y los departamentos que tengan un número igual o superior al número de comisiones existentes deberán 
hacer parte de una sola comisión permanente, distribuidos de manera equitativa en las diferentes comisiones permanentes. 
 
Artículo 2.5.1.4.9. Responsabilidades del Ministerio del Interior. El Ministerio del Interior, en garantía del derecho fundamental a la consulta previa, 
coordinará y articulará el proceso de consulta previa, y para ello deberá cumplir con las siguientes responsabilidades:  
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1. Coordinar las reuniones en cada una de las etapas del proceso de consulta previa.  
 
2. Promover y propiciar el diálogo entre el Espacio Nacional de Consulta y la entidad que lidera la medida administrativa o legislativa en consulta.  
 
3. Apoyar la concertación de las rutas metodológicas entre el Espacio Nacional de Consulta Previa y la entidad que lidera la iniciativa en consulta.  
 
4. Realizar las convocatorias a las partes del proceso (delegados del Espacio Nacional de Consulta Previa, entidad que lidera la medida administrativa 
o legislativa, y Ministerio Público).  
 
5. Inscribir los asistentes, tomar registro fotográfico y audiovisual de cada una de las reuniones en el marco de los procesos de consulta previa.  
 
6. Elaborar conjuntamente las actas con el delegado designado por el espacio autónomo del Espacio Nacional de Consulta Previa en cada sesión.  
 
7. Custodiar y salvaguardar la información de los procesos y reuniones que se adelanten con el Espacio Nacional de Consulta Previa.  
 
Artículo 2.5.1.4.10. Sesiones. El Espacio Nacional de Consulta Previa deberá ser convocado, como mínimo, dos veces al año para tratar los asuntos 
de su competencia. 
 
Artículo 2.5.1.4.12. Financiación del proceso de consulta previa. El órgano o entidad interesado en el trámite y aprobación de una medida administrativa 
y legislativa asumirá los costos derivados del desarrollo del proceso de consulta previa. Cuando una norma de la misma naturaleza sea objeto de 
iniciativa popular, el costo será asumido por el órgano o la entidad competente. Lo anterior estará sujeto a las disponibilidades presupuestales de cada 
vigencia y al marco de gastos de mediano plazo. 
 
Artículo 2.5.1.4.13. Articulación con el nivel territorial. El Gobierno nacional gestionará lo pertinente, a fin de promover las consultas previas de medidas 
que afecten directamente a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales palenqueras en el nivel territorial, a instancias de los delegados del 
respectivo ente territorial, que integran el Espacio Nacional de Consulta. 
 
Artículo 2.5.2.2.3.1. Consulta previa en el caso de los Pueblos Indígenas en Aislamiento. Salvo los eventos señalados en el artículo 193 del Decreto-
ley 4633 de 2011, en concordancia con los principios de autodeterminación y no contacto e intangibilidad territorial, en el caso de los Pueblos Indígenas 
en Aislamiento el derecho de consulta previa debe interpretarse teniendo en cuenta su decisión de mantenerse en aislamiento y la necesidad de otorgar 
mayor protección a dichos pueblos dada su situación de vulnerabilidad, por lo que no se recurrirá a este tipo de mecanismos de participación y consulta. 
 
TÍTULO 3 
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Consulta previa para actos administrativos y legislativos de carácter general y consulta previa para proyectos, obras o actividades 
 
CAPÍTULO 1 
 
Consulta previa con las Comunidades Indígenas y Negras para la explotación de los recursos naturales dentro de su territorio 
 
Artículo 2.5.3.1.1. Objeto. La consulta previa tiene por objeto analizar el impacto económico, ambiental, social y cultural que puede ocasionarse a una 
comunidad indígena o negra por la explotación de recursos naturales dentro de su territorio, conforme a la definición del artículo 2.5.3.1.2 del presente 
decreto, y las medidas propuestas para proteger su integridad. 
 
Artículo 2.5.3.1.2. Determinación de territorio. La consulta previa se realizará cuando el proyecto, obra o actividad se pretenda desarrollar en zonas de 
resguardo o reservas indígenas o en zonas adjudicadas en propiedad colectiva a comunidades negras. Igualmente, se realizará consulta previa cuando 
el proyecto, obra o actividad se pretenda desarrollar en zonas no tituladas y habitadas en forma regular y permanente por dichas comunidades indígenas 
o negras, de conformidad con lo establecido en el siguiente artículo. 
 
Artículo 2.5.3.1.3. Identificación de comunidades indígenas y negras. Cuando el proyecto, obra o actividad se pretenda realizar en zonas no tituladas 
y habitadas en forma regular y permanente por comunidades indígenas o negras susceptibles de ser afectadas con el proyecto, le corresponde al 
Ministerio del Interior certificar la presencia de dichas comunidades, el pueblo al que pertenecen, su representación y ubicación geográfica. El Instituto 
Colombiano de Desarrollo Rural - INCODER, certificará sobre la existencia de territorio legalmente constituido.  
 
Las anteriores entidades expedirán dicha certificación dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud que para el efecto 
haga el interesado en el proyecto obra o actividad, la cual contendrá:  
 
1. Identificación del interesado;  
 
2. Fecha de la solicitud;  
 
3. Breve descripción del proyecto, obra o actividad;  
 
4. Identificación del área de influencia directa del proyecto, obra o actividad, acompañada de un mapa que precise su localización con coordenadas 
geográficas o con sistemas Gauss.  
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Parágrafo 1°. De no expedirse las certificaciones por parte de las entidades previstas en este artículo, en el término señalado, podrán iniciarse los 
estudios respectivos. No obstante, si durante la realización del estudio el interesado verifica la presencia de tales comunidades indígenas o negras 
dentro del área de influencia directa de su proyecto, obra o actividad, deberá integrarlas a los estudios correspondientes, en la forma y para los efectos 
previstos en este decreto e informará al Ministerio del Interior para garantizar la participación de tales comunidades en la elaboración de los respectivos 
estudios.  
 
Parágrafo 2°. En caso de existir discrepancia en torno a la identificación del área de influencia directa del proyecto, obra o actividad, serán las autoridades 
ambientales competentes quienes lo determinen.  
 
Parágrafo 3°. Las certificaciones de que trata el presente artículo se expedirán transitoriamente, mientras el Ministerio del Interior en coordinación con 
el Instituto Geográfico Agustín Codazzi-IGAG y el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural - INCODER elaboran una cartografía georreferenciada a 
escala apropiada respecto de las áreas donde existan comunidades indígenas o negras de las que trata la Ley 70 de 1993, en los términos de ocupación 
territorial de que tratan los artículos 2.5.3.1.2 y 2.5.3.1.3. La cartografía de que trata este parágrafo deberá ser actualizada cada seis (6) meses. 
 
Artículo 2.5.3.1.4. Extensión del procedimiento. Cuando los estudios ambientales determinen que de las actividades proyectadas se derivan impactos 
económicos, sociales o culturales sobre las comunidades indígenas o negras, de conformidad con las definiciones de este Capítulo y dentro del ámbito 
territorial de los artículos 2.5.3.1.2 y 2.5.3.1.3, se aplicará el procedimiento establecido en los artículos siguientes. 
 
Artículo 2.5.3.1.5. Participación de las Comunidades Indígenas y Negras en la elaboración de los estudios ambientales. El responsable del proyecto, 
obra o actividad que deba realizar consulta previa, elaborará los estudios ambientales con la participación de los representantes de las comunidades 
indígenas o negras.  
Para el caso de las comunidades indígenas con la participación de los representantes legales o las autoridades tradicionales y frente a las comunidades 
negras con la participación de los miembros de la Junta del Consejo Comunitario o, en su defecto, con los líderes reconocidos por la comunidad de 
base.  
 
El responsable del proyecto, obra o actividad acreditará con la presentación de los estudios ambientales, la forma y procedimiento en que vinculó a los 
representantes de las comunidades indígenas y negras en la elaboración de los mismos, para lo cual deberá enviarles invitación escrita.  
 
Transcurridos veinte (20) días de enviada la invitación sin obtener respuesta de parte de los pueblos indígenas o comunidades negras, el responsable 
del proyecto, obra o actividad informará al Ministerio del Interior para que verifique dentro de los diez (10) días siguientes al recibo de la comunicación, 
si existe voluntad de participación de los representantes de dichas comunidades y lo informará al interesado.  
 
En caso que los representantes de las comunidades indígenas y/o negras se nieguen a participar, u omitan dar respuesta dentro de los términos antes 
previstos, el interesado elaborará el estudio ambiental prescindiendo de tal participación. 
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Artículo 2.5.3.1.6. Términos de referencia. Dentro de los términos de referencia que expida la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales o la 
autoridad ambiental competente, para la elaboración de los estudios ambientales se incluirán los lineamientos necesarios para analizar el componente 
socioeconómico y cultural de las comunidades indígenas o negras. 
 
Artículo 2.5.3.1.7. Proyectos que cuentan con términos de referencia genéricos. Cuando el proyecto, obra o actividad, cuente con términos de referencia 
genéricos expedidos por la autoridad ambiental respectiva, el interesado deberá informar al Ministerio del Interior sobre la participación de las 
comunidades indígenas o negras susceptibles de ser afectadas, en la elaboración de los estudios. 
 
Artículo 2.5.3.1.8. Solicitud de licencia ambiental o de establecimiento del plan de manejo ambiental. Cuando se pretenda desarrollar un proyecto, obra 
o actividad dentro del ámbito territorial previsto en los artículos 2.5.3.1.2 y 2.5.3.1.3 de este decreto, a la solicitud de licencia ambiental o de 
establecimiento del Plan de Manejo Ambiental, se anexará las certificaciones de que trata el artículo 2.5.3.1.3 del presente decreto. 
 
Artículo 2.5.3.1.9. Proyectos que no cuentan con términos de referencia genéricos. Recibida la solicitud de términos de referencia y establecida la 
necesidad de hacer consulta previa, la autoridad ambiental competente al momento de expedirlos, informará al Ministerio del Interior sobre la 
participación de las comunidades indígenas y/o negras susceptibles de ser afectadas, en la elaboración de los estudios. 
 
Artículo 2.5.3.1.10. Contenido de los estudios ambientales frente al componente socioeconómico y cultural. En relación con el componente 
socioeconómico y cultural, los estudios ambientales deberán contener por lo menos lo siguiente:  
 
1. En el diagnóstico ambiental de alternativas:  
 
Características de la cultura de las comunidades indígenas y/o negras. Este elemento se tendrá en cuenta por parte de la autoridad ambiental para 
escoger la alternativa para desarrollar el estudio de impacto ambiental.  
 
2. En el estudio de impacto ambiental o plan de manejo ambiental:  
 
2.1. Características de la cultura de las comunidades indígenas y/o negras;  
 
2.2. Los posibles impactos sociales, económicos y culturales que sufrirán las comunidades indígenas y/o negras estudiadas, con la realización del 
proyecto, obra o actividad;  
 
2.3. Las medidas que se adoptarán para prevenir, corregir, mitigar, controlar o compensar los impactos que hayan de ocasionarse. 



 NIR – CONSULTA PREVIA  

 
 

 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL  Página 94 
 

 
Artículo 2.5.3.1.11. Comunicación a la comisión técnica de que trata la Ley 70 de 1993. Hasta cuando se adjudique en debida forma la propiedad 
colectiva de las comunidades negras susceptibles de ser afectadas por el proyecto, obra o actividad, la autoridad ambiental competente remitirá copia 
del auto de iniciación de trámite a la Comisión Técnica de que trata el artículo 8° de la Ley 70 de 1993, para que emita el concepto exigido en el artículo 
17 de la misma ley. 
 
Artículo 2.5.3.1.12. Reunión de consulta. Dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de la solicitud de licencia ambiental o de establecimiento 
del Plan de Manejo Ambiental, la autoridad ambiental competente comprobará la participación de las comunidades interesadas en la elaboración del 
estudio de Impacto Ambiental, o la no participación, y citará a la reunión de consulta previa que deberá celebrarse dentro de los treinta (30) días 
siguientes al auto que así lo ordene preferiblemente en la zona donde se encuentre el asentamiento.  
Dicha reunión será presidida por la autoridad ambiental competente, y deberá contar con la participación del Ministerio del Interior. En ella deberán 
participar el responsable del proyecto, obra o actividad y los representantes de las comunidades indígenas y/o negras involucradas en el estudio.  
 
Sin perjuicio de sus facultades constitucionales y legales, podrán ser igualmente invitados la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del 
Pueblo y las demás entidades del Estado que posean interés en el asunto, de conformidad con la naturaleza del impacto proyectado.  
 
Parágrafo 1°. Cuando para un proyecto, obra o actividad hayan de consultarse varias comunidades indígenas y negras se realizará una sola reunión 
de consulta, salvo cuando no sea posible realizarla en conjunto por existir conflictos entre ellas.  
 
Parágrafo 2°. La reunión se celebrará en idioma castellano, con traducción a las lenguas de las comunidades indígenas y negras presentes, cuando 
sea del caso. De ella se levantará un acta en la que conste el desarrollo de la misma, que será firmada por los representantes de las comunidades 
indígenas y negras; Igualmente será firmada por los representantes de la autoridad ambiental competente, del Ministerio del Interior y de las autoridades 
de control que asistan a ella. 
 
Artículo 2.5.3.1.13. Desarrollo de la reunión. En la reunión de consulta se seguirá el siguiente procedimiento:  
 
1. Instalada la reunión y verificada la asistencia, el responsable del proyecto, obra o actividad hará una exposición del contenido del estudio respectivo, 
con especial énfasis en la identificación de los posibles impactos frente a las comunidades indígenas y a las comunidades negras, y la propuesta de 
manejo de los mismos;  
 
2. Acto seguido, se escuchará a los representantes de las comunidades indígenas y negras consultadas;  
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3. Si existe acuerdo en torno a la identificación de impactos y a las medidas propuestas dentro del plan de manejo ambiental, y las demás a que hubiere 
lugar, según el caso, en lo relacionado con las comunidades indígenas y negras, se levantará la reunión dejando en el acta constancia expresa del 
hecho;  
 
4. En caso de no existir acuerdo sobre las medidas propuestas dentro del plan de manejo ambiental y las demás a que hubiere lugar, la autoridad 
ambiental competente suspenderá la reunión por una sola vez, con el fin de que las partes evalúen las propuestas. Si después de reanudada la reunión, 
se llegare a un acuerdo deberá darse aplicación a lo establecido en el literal anterior, en caso de que continúe el desacuerdo, se procederá de 
conformidad con el siguiente literal del presente artículo;  
 
5. En caso de no existir acuerdo respecto de las medidas contenidas en el Plan de Manejo Ambiental, se dará por terminada la reunión dejando en el 
acta constancia expresa de tal hecho y la autoridad ambiental competente decidirá sobre el particular en el acto que otorgue o niegue la licencia 
ambiental;  
 
6. Si cualquiera de las comunidades indígenas o negras involucradas no asiste a la reunión de consulta, deberá justificar su inasistencia ante la autoridad 
ambiental, dentro de los ocho (8) días siguientes a la fecha programada para su celebración. En caso de que no exista justificación válida se entenderá 
que se encuentra de acuerdo con las medidas de prevención, corrección, mitigación, control o compensación de los impactos que se le puedan 
ocasionar;  
 
7. Justificada la inasistencia, la autoridad ambiental, dentro de los quince (15) días siguientes, citará a una nueva reunión para el efecto;  
 
8. Agotado el objeto de la reunión, la autoridad ambiental competente, la dará por terminada, dejando constancia de lo ocurrido en el acta y continuará 
con el trámite establecido en la Ley 99 de 1993 y en el Decreto 1753 de 1994 compilado en el Decreto Reglamentario Único del Sector Administrativo 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, con el objeto de tomar una decisión sobre el otorgamiento o negación de la licencia ambiental o del establecimiento 
del plan de manejo ambiental. 
 
Artículo 2.5.3.1.14. Documento de evaluación y manejo ambiental. Cuando quiera que se den los supuestos del artículo 2.5.3.1.2 del presente decreto 
para los proyectos, obras o actividades cobijados por lo dispuesto en las disposiciones que hayan sustituido el Decreto 883 de 1997, se deberá realizar 
la consulta previa con las comunidades indígenas y negras.  
 
En tal caso, el documento de evaluación y manejo ambiental deberá elaborarse de conformidad con lo establecido en los artículos 2.5.3.1.5 y 2.5.3.1.10, 
numeral 2. El interesado antes de elaborar el documento de evaluación y manejo ambiental deberá informar al Ministerio del Interior para que constate 
la participación de las comunidades indígenas o negras susceptibles de ser afectadas en la elaboración de los estudios.  
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La consulta previa se realizará una vez elaborado el documento de evaluación y manejo ambiental y con anterioridad a la entrega ante la autoridad 
ambiental competente, en las formas y condiciones establecidas en los artículos 2.5.3.1.11 y 2.5.3.1.12. Para tal fin, se deberá dar aviso oportunamente 
a la autoridad ambiental competente.  
 
Dentro de los diez (10) días siguientes a la presentación del documento de evaluación y manejo ambiental, la autoridad ambiental competente se 
pronunciará indicando si es procedente o no dar inicio a las obras. 
 
Artículo 2.5.3.1.15. Permisos de uso, aprovechamiento o afectación de Recursos Naturales Renovables. Cuando se pretenda desarrollar un proyecto, 
obra o actividad dentro del ámbito territorial previsto en los artículos 2.5.3.1.2 y 2.5.3.1.3, a la solicitud presentada ante la autoridad ambiental competente 
para acceder al uso, aprovechamiento o afectación de los recursos naturales renovables que no vayan implícitos dentro de una licencia ambiental, se 
anexarán las certificaciones de que trata el artículo 2.5.3.1.3.  
 
Recibida la solicitud y establecida la necesidad de hacer consulta previa, la autoridad ambiental competente informará al Ministerio del Interior para 
efectos de su coordinación. Igualmente, la autoridad ambiental competente deberá dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 2.5.3.1.11 cuando sea del 
caso. 
 
Artículo 2.5.3.1.16. Reunión de consulta. Dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha de recibo de la solicitud de aprovechamiento, uso o 
afectación de los recursos naturales renovables, la autoridad ambiental competente citará a una reunión de consulta, que deberá celebrarse dentro de 
los quince (15) días siguientes al auto que así lo ordena, en el lugar que ella determine, preferiblemente en la zona en donde se encuentre el 
asentamiento.  
Deberá participar en tal reunión, el interesado, los representantes de las comunidades indígenas y negras involucradas y el Ministerio del Interior, 
igualmente serán invitados a asistir la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo. Podrán asistir también otras entidades del Estado 
que posean interés en el asunto. 
 
Artículo 2.5.3.1.17. Desarrollo de la reunión de consulta. La reunión de consulta se desarrollará de la siguiente manera:  
 
1. Instalada la reunión y verificada la asistencia, el interesado expondrá las condiciones técnicas en que pretende usar, aprovechar o afectar los recursos 
naturales renovables;  
 
2. Acto seguido se escuchará a los representantes de las comunidades indígenas o negras consultadas y se determinarán los impactos que se pueden 
generar con ocasión de la actividad y las medidas necesarias para prevenirlos, corregirlos, mitigarlos controlarlos o compensarlos;  
 
3. En esta reunión se aplicará lo dispuesto en los numerales 6 y 7 del artículo 2.5.3.1.13;  
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4. Agotado el objeto de la reunión, la autoridad ambiental competente la dará por terminada, dejando constancia de lo ocurrido en el acta y continuará 
con el trámite establecido en las normas vigentes, con el objeto de tomar una decisión sobre el otorgamiento o negación del permiso de uso, 
aprovechamiento o afectación de los recursos naturales renovables. 
 
Artículo 2.5.3.1.19. Comunicación de la decisión. El acto administrativo que otorgue o niegue la licencia ambiental, el establecimiento del plan de 
manejo ambiental o el permiso de uso, aprovechamiento o afectación de los recursos naturales renovables deberá ser comunicado a los representantes 
de las comunidades indígenas y negras consultadas. 
 

Ecuador 

Constitución de la 
República del 

Ecuador32 

Art. 57.- Se reconoce y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, de conformidad con la Constitución y con los 
pactos, convenios, declaraciones y demás instrumentos internacionales de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos: 
 
(…). 
 
7. La consulta previa, libre e informada, dentro de un plazo razonable, sobre planes y programas de prospección, explotación y comercialización de 
recursos no renovables que se encuentren en sus tierras y que puedan afectarles ambiental o culturalmente; participar en los beneficios que esos 
proyectos reporten y recibir indemnizaciones por los perjuicios sociales, culturales y ambientales que les causen. La consulta que deban realizar las 
autoridades competentes será obligatoria y oportuna. Si no se obtuviese el consentimiento de la comunidad consultada, se procederá conforme a la 
Constitución y la ley. 
 
(…). 
 
17. Ser consultados antes de la adopción de una medida legislativa que pueda afectar cualquiera de sus derechos colectivos. 
 
(…). 
 
Art. 396.- El Estado adoptará las políticas y medidas oportunas que eviten los impactos ambientales negativos, cuando exista certidumbre de daño. En 
caso de duda sobre el impacto ambiental de alguna acción u omisión, aunque no exista evidencia científica del daño, el Estado adoptará medidas 
protectoras eficaces y oportunas. 

 
32 Ecuador. Constitución de la República del Ecuador. (2008). https://www.asambleanacional.gob.ec/sites/default/files/documents/old/constitucion_de_bolsillo.pdf 
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La responsabilidad por daños ambientales es objetiva. Todo daño al ambiente, además de las sanciones correspondientes, implicará también la 
obligación de restaurar integralmente los ecosistemas e indemnizar a las personas y comunidades afectadas.  
 
Cada uno de los actores de los procesos de producción, distribución, comercialización y uso de bienes o servicios asumirá la responsabilidad directa 
de prevenir cualquier impacto ambiental, de mitigar y reparar los daños que ha causado, y de mantener un sistema de control ambiental permanente.  
 
Las acciones legales para perseguir y sancionar por daños ambientales serán imprescriptibles. 
Art. 398.- Toda decisión o autorización estatal que pueda afectar al ambiente deberá ser consultada a la comunidad, a la cual se informará amplia y 
oportunamente. El sujeto consultante será el Estado. La ley regulará la consulta previa, la participación ciudadana, los plazos, el sujeto consultado y los 
criterios de valoración y de objeción sobre la actividad sometida a consulta.  
 
El Estado valorará la opinión de la comunidad según los criterios establecidos en la ley y los instrumentos internacionales de derechos humanos.  
 
Si del referido proceso de consulta resulta una oposición mayoritaria de la comunidad respectiva, la decisión de ejecutar o no el proyecto será adoptada 
por resolución debidamente motivada de la instancia administrativa superior correspondiente de acuerdo con la ley. 
 

CVN 169: Convenio 
sobre pueblos 

indígenas y tribales33 

Art. 6.1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:  
 
a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que 
se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;  
 
b) Establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros 
sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole 
responsables de políticas y programas que les conciernan; y,  
 
c) Establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos 
necesarios para este fin.  

 
33 Ecuador. CVN 169: Convenio sobre pueblos indígenas y tribales. 24.4.1998. 
https://biblioteca.defensoria.gob.ec/bitstream/37000/2739/1/CVN%20169%20CONVENIO%20SOBRE%20PUEBLOS%20IND%C3%8DGENAS%20Y%20TRIBALES.pdf 
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2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con 
la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. 
 
Art. 7. 
 
1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que 
éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida 
de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación 
de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente.  
 
2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, 
deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo para estas 
regiones deberán también elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento.  
 
3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la 
incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los 
resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas.  
 
4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios 
que habitan. 
 
Art. 15. 
1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos 
comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos.  
 
2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes 
en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los 
intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de 
los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales 
actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades. 
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Ley Orgánica de 
Participación 
Ciudadana34 

Art. 81.- Consulta previa libre e informada.- Se reconocerá y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, pueblos 
afroecuatoriano y montubio, el derecho colectivo a la consulta previa, libre e informada, dentro de un plazo razonable.  
 
Cuando se trate de la consulta previa respecto de planes y programas de prospección, explotación y comercialización de recursos no renovables que 
se encuentren en sus territorios y tierras, las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, pueblos afroecuatoriano y montubio, a través 
de sus autoridades legítimas, participarán en los beneficios que esos proyectos reportarán; así mismo recibirán indemnizaciones por los eventuales 
perjuicios sociales, culturales y ambientales que les causen.  
 
La consulta que deban realizar las autoridades competentes será obligatoria y oportuna. Si no se obtuviese el consentimiento del sujeto colectivo 
consultado, se procederá conforme a la Constitución y la ley. 
 
Art. 82.- Consulta ambiental a la comunidad.- Toda decisión o autorización estatal que pueda afectar al ambiente deberá ser consultada a la comunidad, 
para lo cual se informará amplia y oportunamente. El sujeto consultante será el Estado.  
 
El Estado valorará la opinión de la comunidad según los criterios establecidos en la Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos 
y las leyes. 

Ley 45. Ley de 
Minería35 

Art. 87.- Derecho a la información, participación y consulta.- El Estado, es responsable de ejecutar los procesos de participación y consulta social a 
través de las instituciones públicas que correspondan de acuerdo a los principios constitucionales y a la normativa vigente. Dicha competencia es 
indelegable a cualquier instancia privada.   
 
Estos procesos tendrán por objeto promover el desarrollo sustentable de la actividad minera, precautelando el racional aprovechamiento del recurso 
minero, el respeto del ambiente, la participación social en materia ambiental y el desarrollo de las localidades ubicadas en las áreas de influencia de un 
proyecto minero.   
 
En el caso que de un proceso de consulta resulte una oposición mayoritaria de la comunidad respectiva, la decisión de desarrollar el proyecto será 
adoptada por resolución motivada del Ministro Sectorial.   
 

 
34 Ecuador. Ley Orgánica de Participación Ciudadana. 11.5.2011. https://www.gob.ec/sites/default/files/regulations/2018-09/Documento_Ley-Org%C3%A1nica-Participaci%C3%B3n-Ciudadana.pdf 
 
35 Ecuador. Ley 45. Ley de Minería. 29 de Enero de 2009. Incluye reformas hasta el 28 de Julio de 2020. https://www.sri.gob.ec/o/sri-portlet-biblioteca-alfresco-internet/descargar/6cac3654-34a5-431a-80fb-
c375129b0ce0/Ley%20de%20Miner%C3%ADa-%C3%BAltima%20modificaci%C3%B3n%2028%20de%20julio%20del%202020.pdf 
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Todo concesionario minero deberá respetar el derecho de las personas al acceso a los procesos de información, participación y consulta en la gestión 
ambiental de las actividades mineras.   
 
Para todo proceso de consulta, el ministerio de finanzas, proporcionará el respectivo presupuesto a través del ministerio sectorial.   
 
Nota: Ver Sentencia de la Corte Constitucional, en la que declara la Constitucionalidad Condicionada de este artículo referente a la declaratoria de 
utilidad pública respecto de territorios de comunidades indígenas, afroecuatorianas y montubias, ver Registro Oficial Suplemento 176 de 21 de Abril de 
2010, página 1.   
Art. 90.- Procedimiento Especial de Consulta a los Pueblos.- Los procesos de participación ciudadana o consulta deberán considerar un procedimiento 
especial obligatorio a las comunidades, pueblos y nacionalidades, partiendo del principio de legitimidad y representatividad, a través de sus instituciones, 
para aquellos casos en que la exploración o la explotación minera se lleve a cabo en sus tierras y territorios ancestrales y cuando dichas labores puedan 
afectar sus intereses. De conformidad con el artículo 398 de la Constitución de la República.   
 
Nota: Ver Sentencia de la Corte Constitucional, en la que declara la Constitucionalidad Condicionada de este artículo referente a la declaratoria de 
utilidad pública respecto de territorios de comunidades indígenas, afroecuatorianas y montubias, revisar RS 176, 21/04/2010, pág 1. 
 

Paraguay 
Constitución de la 

República de 
Paraguay36 

CAPITULO V 
 
DE LOS PUEBLOS INDIGENAS 
 
ARTICULO 62 - DE LOS PUEBLOS INDIGENAS Y GRUPOS ETNICOS 
 
Esta Constitución reconoce la existencia de los pueblos indígenas, definidos como grupos de cultura anteriores a la formación y organización del Estado 
paraguayo. 
 
ARTICULO 63 - DE LA IDENTIDAD ETNICA 
 
Queda reconocido y garantizado el derecho de los pueblos indígenas a preservar y a desarrollar su identidad étnica en el respectivo hábitat. Tienen 
derecho, asimismo, a aplicar libremente sus sistemas de organización política, social, económica, cultural y religiosa, al igual que la voluntaria sujeción 

 
36 Paraguay. Constitución de la República de Paraguay. 20.6.1992. https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/9580/constitucion-nacional- 
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a sus normas consuetudinarias para la regulación de la convivencia interna, siempre que ellas no atenten contra los derechos fundamentales 
establecidos en esta Constitución. En los conflictos jurisdiccionales se tendrá en cuenta el derecho consuetudinario indígena. 
 
ARTICULO 64 - DE LA PROPIEDAD COMUNITARIA 
 
Los pueblos indígenas tienen derecho a la propiedad comunitaria de la tierra, en extensión y calidad suficientes para la conservación y el desarrollo de 
sus formas peculiares de vida. El Estado les proveerá gratuitamente de estas tierras, las cuales serán inembargables, indivisibles, intransferibles, 
imprescriptibles, no susceptibles, no susceptibles de garantizar obligaciones contractuales ni de ser arrendadas; asimismo, estarán exentas de tributo. 
 
Se prohíbe la remoción o traslado de su hábitat sin el expreso consentimiento de los mismos. 
 
ARTICULO 65 - DEL DERECHO A LA PARTICIPACION 
 
Se garantiza a los pueblos indígenas el derecho a participar en la vida económica, social, política y cultural del país, de acuerdo con sus usos 
consuetudinarios, ésta Constitución y las leyes nacionales. 
 
ARTICULO 66 - DE LA EDUCACION Y LA ASISTENCIA 
 
El Estado respetará las peculiaridades culturales de los pueblos indígenas, especialmente en lo relativo a la educación formal. Se atenderá, además, a 
su defensa contra la regresión demográfica, la depredación de su hábitat, la contaminación ambiental, la explotación económica y la alienación cultural. 
 
ARTICULO 67 - DE LA EXONERACION 
 
Los miembros de los pueblos indígenas están exonerados de prestar servicios sociales, civiles o militares, así como de las cargas públicas que 
establezca la ley. 

Ley 234. Aprueba el 
Convenio N° 169 

sobre pueblos 
indígenas y triviales 

en países 
independientes, 

adoptado durante la 
76ª. Conferencia 
internacional del 

trabajo, celebrada en 

Artículo 6 
 
1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: 
 
a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que 
se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente; 
 
b) Establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros 
sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole 
responsables de políticas y programas que les conciernan; y, 



 NIR – CONSULTA PREVIA  

 
 

 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL  Página 103 
 

Ginebra el 7 de junio 
de 198937 

 
c) Establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos 
necesarios para este fin. 
2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con 
la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. 
 
Artículo 7 
 
1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que 
éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida 
de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación 
de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente. 
 
2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, 
deberá ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo para estas 
regiones deberán también elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento. 
3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la 
incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los 
resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios fundamentales para ejecución de las actividades mencionadas. 
 
4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios 
que habitan. 
 
Artículo 15 
 
1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos 
comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos. 
 

 
37 Paraguay. Ley 234. Aprueba el Convenio N° 169 sobre pueblos indígenas y triviales en países independientes, adoptado durante la 76ª. Conferencia internacional del trabajo, celebrada en Ginebra el 7 de junio de 1989. 
http://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/2403/ley-n-234-aprueba-el-convenio-no-169-sobre-pueblos-indigenas-y-tribales-en-paises-independientes-adoptado-durante-la-76a-conferencia-internacional-del-trabajo-celebrada-en-
ginebra-el-7-de-junio-de-1989 
 



 NIR – CONSULTA PREVIA  

 
 

 

ÁREA DE SERVICIOS DE INVESTIGACIÓN Y SEGUIMIENTO PRESUPUESTAL  Página 104 
 

2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes 
en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los 
intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de 
los recursos existentes en sus tierras.  Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales 
actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades. 
 

Decreto N°1039/2018 
Protocolo para un 

´proceso de consulta 
y consentimiento con 

los pueblos y 
comunidades 
indígenas de 
Paraguay38 

Declaración inicial o preámbulo  
 
“El proceso de consulta y consentimiento libre previo e informado detallado aquí debe ser aplicado en todos los casos en que gobiernos locales, 
departamentales y nacionales, empresas, instituciones financieras internacionales y otras entidades públicas, privadas e inclusive indígenas como 
proponentes de proyectos, tengan interés en trabajar en el Paraguay y ejecutar actividades que puedan afectar los derechos a la tierra, territorios, la 
vida y los medios de vida tradicionales de los pueblos indígenas.” 
 
1.1 Los procesos de consulta y consentimiento con los pueblos indígenas serán realizados sobre la base del reconocimiento y aceptación de las 
directrices que establece el Protocolo, siempre coordinadas y bajo la responsabilidad del INDI u otro órgano que lo suplante.  
 
1.4. Los pueblos indígenas tienen derechos a la consulta sobre cualquier proyecto que pueda afectar sus tierras, territorios, recursos naturales y medios 
de vida tradicionales.  
Esto incluye el derecho de los Pueblos Indígenas afectados de otorgar o no su consentimiento libre, previo e informado sobre la propuesta, como 
también decidir si quieren participar en las consultas o terminar las consultas en cualquier tiempo. La realización de la consulta es una obligación del 
Estado Paraguayo. 
 
1.6. Aunque el objetivo de todas las consultas deben ser la búsqueda de un acuerdo entre las partes, eso no significa que todos los procesos de consulta 
y consentimiento culminarán en el consentimiento y aprobación del proyecto, sea totalmente, en forma parcial o con modificaciones, por parte de los 
pueblos indígenas afectados.  
 
1.7. En el fundamento del derecho de los Pueblos Indígenas afectados a negociar y otorgar o no su consentimiento libre, previo e informado, está el 
reconocimiento que, en algunas circunstancias, los proponentes del proyecto deben aceptar que sus propuestas no serán ejecutadas y que ellos deberán 
terminar con las relaciones si los pueblos indígenas afectados deciden que no quieren empezar o continuar con las consultas, o si deciden no otorgar 
su consentimiento al proyecto. Por lo tanto, el proponente no tiene derecho a seguir demandando una relación con los pueblos indígenas afectados.  

 
38 Paraguay. Decreto N°1039/2018. Protocolo para un ´proceso de consulta y consentimiento con los pueblos y comunidades indígenas de Paraguay. 28.12.2018. https://fapi.org.py/wp-
content/uploads/2019/01/DECRETO1039_sy0ie1ke.pdf 
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1.8. El proceso de consulta y consentimiento detallado más abajo es un proceso interactivo. Este no empieza simplemente cuando el consentimiento 
es otorgado por los pueblos indígenas afectados ni termina con su decisión de consentir el inicio del proyecto. Es un proceso en el que la consulta, la 
participación significativa y el consentimiento deben ser mantenidos mientras dure el proyecto, incluyendo todos los aspectos del desarrollo inicial, la 
evaluación, la planificación, la implementación, la vigilancia, el monitoreo y el cierre del proyecto. Los mecanismos por los que esta relación continúa 
deben ser acordados como parte del proceso de consentimiento inicial. Adicionalmente, los cambios materiales que ocurrieren luego del inicio del 
proyecto requerirán discusión y consentimiento adicional. 
 
CAPÍTULO III. Elementos de una consulta de buena fe si el permiso de consulta está otorgado 
 
A. Identificación de las partes a los negociadores y tomadores de decisiones. 
B. Identificación del proceso de toma de decisiones. 
C. Especialistas y asesores externos 
D. Acuerdos sobre el tiempo 
F. Tercera parte como mediadora, facilitadora u observadora. 
G. Ambiente libre de coacción. Cese de actividades adversas. 
H. Ambiente libre de coacción. Contactos y promesas no autorizadas. 
I. Estudios previos de impacto social y ambiental. 
J. El compartir información. 
K. Condiciones del acuerdo. 
L. Participación razonable en los beneficios 
 
2.1 – Permiso para consultar y buscar consentimiento Todos los proponentes de proyectos en el Paraguay que planeen actividades que puedan afectar 
las tierras, territorios, recursos naturales y los derechos de los pueblos indígenas deben solicitar en forma escrita el permiso a los pueblos indígenas 
afectados para consultarles. Los proponentes de proyectos necesitan obtener el permiso para consultar durante las etapas iniciales de la planificación 
del proyecto, y no solamente cuando surge la necesidad de obtener la aprobación de los pueblos indígenas afectados. Los pueblos indígenas afectados 
deben decidir si otorga su permiso o negación por escrito. Todo proceso de consulta y consentimiento debe ser realizado y dirigido por el Instituto 
Paraguayo del Indígena (INDI) o la institución que la sustituya.  
 
2.3 – Solicitud Cualquier solicitud debe ser presentada por el INDI, en el idioma establecido por los pueblos indígenas, y debe comprenderlos siguientes 
puntos: (a) la identificación del proponente del proyecto y de las otras partes interesadas (por ej. inversionistas, socios, terceras partes beneficiadas); 
(b) la prueba de su estatus como entidad legal; (c) la descripción completa del proyecto incluyendo su ámbito pretendido, duración, los estudios 
preliminares de impactos sociales y ambientales directos e indirectos (tanto cumulativo), los beneficios y riesgos para los pueblos indígenas afectados 
y otras comunidades; (d) una descripción completa, con documentación de apoyo (gráficos, escritos etc.), de cómo el proyecto cumplirá con las leyes 
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nacionales e internacionales, y las políticas de mejores prácticas; y (e) una persona de contacto del proponente del proyecto. Los pueblos indígenas 
afectados también proporcionarán al proponente del proyecto una o más persona de contacto.  
 
2.5 – Comunicación sobre inicio de consulta formal Luego de otorgar el permiso para consultar, los pueblos indígenas afectados informarán al proponente 
del proyecto cuándo comenzará la consulta formal. Durante este tiempo, los pueblos indígenas afectados deberán contar con fondos necesarios para 
el procesamiento del pedido, que deberá estar presupuesto en el proyecto en cuestión, relacionado con los costos de informar a sus respectivos 
miembros y llegar a una decisión. 
 
3.6. Las partes deben llegar a un acuerdo respecto a los tiempos y plazos razonables para las diferentes etapas del proceso de consulta y 
consentimiento. La duración del proceso y el tiempo acordado para la toma de decisiones deben asegurar que los pueblos indígenas afectados tengan 
suficiente tiempo para comprender la información recibida, para adquirir información o aclaración adicional, buscar consejos de otros asesores técnicos, 
o profesionales para determinar o negociar mejores condiciones, en sus respectivos procesos de toma de decisiones.  
 
3.7. Los pueblos indígenas afectados no deben ser forzados u obligados a tomar una decisión al final de una reunión si no hay acuerdo previo de tal 
expectativa. Las características y diferencias culturales deben ser tomadas en cuenta; los procesos de toma de decisiones de los pueblos indígenas 
son resultados de Asambleas y por consenso. Los diálogos en la comunidad, y la forma de toma de decisión deben ser respetados y considerados para 
cuando se discutan los acuerdos de tiempo y plazos.  
 
3.8 De lograrse un entendimiento del alcance del proyecto, los periodos razonables de tiempo deben ser acordados para asegurar que los procesos de 
consulta y consentimiento no sirvan como un impedimento inapropiado ni para el pueblo afectado o el proponente del proyecto que busca consenso y 
un diálogo de buena fe con los Pueblos o comunidades indígenas afectados. La extensión del tiempo apropiado puede variar dependiendo del número 
de personas, comunidades o pueblos indígenas afectados, de la complejidad de la(s) actividad(es) propuesta(s), la cantidad de información requerida 
y los mecanismos de toma de decisiones de los pueblos indígenas afectados. E. Protocolos comunitarios adicionales. 
 

Venezuela 
Constitución de la 

República Bolivariana 
de Venezuela39 

Capítulo v 
 
III de los derechos de los pueblos indígenas  
 
Artículo 119. El Estado reconocerá la existencia de los pueblos y comunidades indígenas, su organización social, política y económica, sus culturas, 
usos y costumbres, idiomas y religiones, así como su hábitat y derechos originarios sobre las tierras que ancestral y tradicionalmente ocupan y que son 
necesarias para desarrollar y garantizar sus formas de vida. Corresponderá al Ejecutivo Nacional, con la participación de los pueblos indígenas, 

 
39 Venezuela. Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. (1999). https://sapi.gob.ve/wp-content/uploads/2020/11/CONSTITUCION.pdf 
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demarcar y garantizar el derecho a la propiedad colectiva de sus tierras, las cuales serán inalienables, imprescriptibles, inembargables e intransferibles 
de acuerdo con lo establecido en esta Constitución y en la ley. 
 
Artículo 120. El aprovechamiento de los recursos naturales en los hábitats indígenas por parte del Estado se hará sin lesionar la integridad cultural, 
social y económica de los mismos e, igualmente, está sujeto a previa información y consulta a las comunidades indígenas respectivas. Los beneficios 
de este aprovechamiento por parte de los pueblos indígenas están sujetos a esta Constitución y a la ley.  
 
Artículo 121. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar su identidad étnica y cultural, cosmovisión, valores, espiritualidad y sus 
lugares sagrados y de culto. El Estado fomentará la valoración y difusión de las manifestaciones culturales de los pueblos indígenas, los cuales tienen 
derecho a una educación propia y a un régimen educativo de carácter intercultural y bilingüe, atendiendo a sus particularidades socioculturales, valores 
y tradiciones. 
 
Artículo 128. El Estado desarrollará una política de ordenación del territorio atendiendo a las realidades ecológicas, geográficas, poblacionales, sociales, 
culturales, económicas, políticas, de acuerdo con las premisas del desarrollo sustentable, que incluya la información, consulta y participación ciudadana. 
Una ley orgánica desarrollará los principios y criterios para este ordenamiento. 
 

Ley Orgánica de 
Pueblos y 

Comunidades 
Indígenas.40 

Capítulo II 
 
De la consulta previa e informada 
 
Artículo 11. Toda actividad susceptible de afectar directa o indirectamente a los pueblos y comunidades indígenas, deberá ser consultada con los 
pueblos y comunidades indígenas involucrados. La consulta será de buena fe, tomando en cuenta los idiomas y la espiritualidad, respetando la 
organización propia, las autoridades legítimas y los sistemas de comunicación e información de los integrantes de los pueblos y comunidades indígenas 
involucrados, conforme al procedimiento establecido en esta Ley.   
 
Toda actividad de aprovechamiento de recursos naturales y cualquier tipo de proyectos de desarrollo a ejecutarse en hábitat y tierras indígenas, estará 
sujeta al procedimiento de información y consulta previa, conforme a la presente Ley. 
 
Artículo 13. Toda actividad o proyecto que se pretenda desarrollar o ejecutar dentro del hábitat y tierras de los pueblos y comunidades indígenas deberá 
presentarse mediante un proyecto a los pueblos o comunidades indígenas involucrados, para que reunidos en asamblea decidan en qué medida sus 

 
40 Venezuela. Ley Orgánica de Pueblos y Comunidades Indígenas. 27.12.2005. https://www.asambleanacional.gob.ve/leyes/sancionadas/ley-organica-de-pueblos-y-comunidades-indigenas 
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intereses puedan ser perjudicados y los mecanismos necesarios que deben adoptarse para garantizar su protección. La decisión se tomará conforme 
a sus usos y costumbres. En los casos que se pretenda iniciar una nueva fase del proyecto o extender el ámbito del mismo a nuevas áreas, la propuesta 
deberá ser sometida a los pueblos y comunidades involucrados, cumpliendo nuevamente con el procedimiento establecido en el presente capítulo. 
 
Artículo 16. Las asambleas a que se refiere el artículo 13 de esta Ley deberán efectuarse conforme a los usos y costumbres de cada uno de los pueblos 
o comunidades indígenas involucrados. En aquellos casos en que el proyecto deba ser aprobado por dos o más comunidades indígenas, éstas podrán 
tomar la decisión conjunta o separadamente, no pudiéndose en ningún caso obligar a los pueblos o comunidades indígenas a implementar mecanismos 
de toma de decisiones distintas a los propios.    
 
Los representantes del ente rector de la política indígena del país, así como de las organizaciones indígenas locales, regionales o nacionales, a solicitud 
de la comunidad indígena involucrada, podrán apoyar logísticamente la realización de estas asambleas, pero en ningún caso podrán tener injerencia 
en la toma de decisiones.  Los proponentes del proyecto sólo podrán estar presentes en las asambleas si así lo acordare previamente la comunidad 
indígena respectiva. 
 
Artículo 54. El aprovechamiento por parte del Estado de los recursos naturales propiedad de la Nación en el hábitat y tierras de los pueblos y 
comunidades indígenas, está sujeto a la consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas involucrados, la cual debe ser suficientemente 
informada, fundamentada y libremente expresada por dichos pueblos y comunidades indígenas, conforme al procedimiento de consulta establecido en 
la presente Ley.   
 
En la ejecución de estas actividades deberán establecerse las medidas necesarias para evitar su impacto sociocultural y ambiental, así como garantizar 
la sustentabilidad de los recursos naturales y el bienestar sobre los pueblos y comunidades indígenas y sus tierras. 
 
Artículo 55. Todo proyecto de desarrollo público, privado o mixto en habitad y tierras indígenas debe contar, previo a su aprobación y ejecución por el 
órgano competente, con un estudio de impacto ambiental y sociocultural. Los pueblos y comunidades indígenas serán consultados en la etapa de 
elaboración y evaluación de los estudios de impacto ambiental y sociocultural y ambiental. Las observaciones serán incorporadas en la reformulación 
de estudios, previo al análisis respectivo. Para garantizar este derecho, los pueblos y comunidades indígenas podrán solicitar asistencia técnica y 
jurídica al ente rector de la política indígenas del país, a las organizaciones indígenas o a cualquier otro órgano o ente del estado o privado con 
competencia en la materia. 
 
Artículo 56. Los pasivos ambientales que generen las actividades de aprovechamiento de recursos naturales y los proyectos de desarrollo en el hábitad 
y tierras indígenas, serán responsabilidades de los órganos, entes u organismos del Estado, empresas promotoras, concesionarios, contratistas o 
responsables de las actividades de aprovechamiento o de proyectos de desarrollo que se hayan ejecutado, sean éstos de carácter público, privado o 
mixto, tendrán la obligación del saneamiento ambiental, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas, civiles y penales a que hubieran lugar 
por el incumplimiento de esta obligación de conformidad con lo previsto en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, la presente Ley y 
demás disposiciones legales. 
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Artículo 57. Los pueblos y comunidades indígenas, en cuyo hábitat y tierras se ejecuten actividades de aprovechamiento de recursos naturales o 
proyectos de desarrollo por parte del Estado o particulares, directa o indirectamente, tienen derecho a percibir beneficios de carácter económico y social 
para el desarrollo de sus formas de vida, los cuales serán establecidos conforme al mecanismo de consulta previsto en la presente Ley. 
 
Artículo 59. La consulta previa e informada para los pueblos y comunidades indígenas en los casos de exploración, explotación y aprovechamiento de 
los recursos naturales, es obligatorio, so pena de nulidad del acto que otorgue la concesión. El contrato de concesión respectivo deberá incluir las 
condiciones en que debe realizarse dicha exploración, explotación y aprovechamiento.   
 
En caso de incumplimiento de las condiciones de consulta y participación en la exploración, explotación y aprovechamiento de los recursos naturales y 
en la ejecución de los proyectos de desarrollo, o de ocurrir cambios no previstos en el diseño del proyecto original conocido, hará nulo el contrato de 
concesión y sin lugar a indemnización.   
 
Los pueblos indígenas, sus comunidades y organizaciones podrán ejercer las acciones judiciales y administrativas que correspondan para garantizar el 
respeto de este derecho. 
 

 


